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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido
--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán
--Larraín Peña, Carlos
--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Justicia, señor Felipe Bulnes Serrano, y de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:12, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 16ª y 17ª, ambas ordinarias, en 10 y 11 de mayo del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que ha aprobado el proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso.



Ocho del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero envía copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38 ter de la ley N° 18.933, que corresponde actualmente al artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.


Con los siete restantes remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 207, letra b), de la ley N° 18.290; 39 y 40 de la ley N° 18.287; 38 y 38 ter de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015; 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005, y 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que contesta una solicitud de información, enviada en nombre del Honorable señor Navarro, respecto a la situación de los derechos fundamentales en las zonas ocupadas del Sahara Occidental.



Dos del señor Ministro de Defensa Nacional:



Con el primero da respuesta a una solicitud de información, remitida en nombre del Honorable señor Prokurica, relativa a la situación del señor Rodolfo Rojas Bugueño, afectado por la aplicación de un descuento indebido en su pensión de retiro.



Con el segundo contesta una petición de información, enviada en nombre del Honorable señor Cantero, acerca de la procedencia del derecho a la beca Ministerio de Defensa Nacional, para soldados conscriptos distinguidos con la medalla 18 de Septiembre, en el caso particular expuesto.



Dos del señor Ministro de Salud:



Con el primero responde a una petición de información, cursada en nombre de la Honorable señora Rincón, en cuanto a la situación originada en el Hospital de Talca debido a la falta de sellado con plomo en la sala de radiación.



Con el segundo atiende la petición de antecedentes enviada en nombre del Honorable señor Bianchi, sobre la situación del cementerio Parque Cruz de Froward y la posibilidad de disponer su cierre temporal.



De la señora Directora de Presupuestos, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Chahuán y Prokurica, en el que se pide a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que salde la deuda histórica con el personal jubilado de los Astilleros y Maestranzas de la Armada (boletín N° S 1.303-12).



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, con el que da respuesta a una solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Honorable señor Navarro, atinente a la reserva nacional Alacalufes.



Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, con el que contesta una petición de información, cursada en nombre del Honorable señor Navarro, referente a la presentación de declaraciones o estudios de impacto ambiental para realizar labores de extracción de arena en el sector Puente Viejo-Chacabuco, comuna de Concepción.



Del señor Alcalde de Valdivia, con el que, en respuesta a una solicitud de antecedentes enviada en nombre del Honorable señor Larraín Peña, remite un documento que consigna la prioridad de los instrumentos pertinentes ingresados en el Banco Integrado de Proyectos y de los que lo harán durante 2011.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (boletín N° 7.194-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en las materias que indica (boletín N° 6.244-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag, en primer trámite constitucional, que declara feriado el 31 de mayo de 2011 para la comuna de Puerto Natales (boletín N° 7.666-06) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables señores Walker, don Patricio, y Quintana, con la que dan inicio a un proyecto de ley respecto del sistema de crédito universitario con aval del Estado (boletín N° 7.669-04) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables señoras Rincón y Alvear y señores Coloma, García y Quintana, sobre la declaración del 17 de mayo como “Día Nacional del Reciclaje” (boletín N° S 1.362-12) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permiso constitucional



Solicitud del Honorable señor Orpis para ausentarse del territorio nacional entre los días 16 y 18 de junio próximo.



--Se accede a lo solicitado.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

FUNCIONAMIENTO DE COMISIONES DE TRABAJO Y PREVISIÓN

SOCIAL Y DE SALUD, UNIDAS, SIMULTÁNEO CON SALA

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en nombre de los Comités Demócrata Cristiano, Radical Social Demócrata, Partido por la Democracia y Socialista, le solicito a la Mesa recabar la autorización para que las Comisiones unidas encargadas del estudio del proyecto en materia de duración del descanso de maternidad puedan sesionar simultáneamente con la Sala desde las 16:30.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay objeciones,...



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, ¿ello debe ser aprobado por unanimidad o por mayoría? ¿Cómo se resuelve una petición de esa índole?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Por unanimidad.

El señor GIRARDI (Presidente).- Propongo celebrar una reunión de Comités...

El señor LONGUEIRA.- Quiero que me responda antes, señor Presidente.



¿La autorización requiere acuerdo unánime?



No concurro a concederla.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, deseaba argumentar sobre la conveniencia de que se acceda por unanimidad a la petición, para el efecto de que sea posible estudiar un asunto con relación al cual sabemos que enfrentamos una situación de bastante tirantez y conflicto.



Cabe recordar que tenemos que ceñirnos al plazo de la urgencia. Y creo que, para el buen desarrollo del proceso, a pesar de las dificultades y tensiones y de las diferencias que podamos mantener, resulta conveniente que las Comisiones, en vez de sesionar a las 18 o las 19 -ello es factible, eso sí-, lo hagan dos horas antes.



Resulta más fácil llegar a un entendimiento, sacar las cosas adelante, aun con las discrepancias que se registran, si exhibimos un buen ánimo para resolver el punto.



Esa es la reflexión que quería formular.



Pero mi Honorable colega Longueira ha planteado una objeción con todo derecho.



Insisto en la conveniencia, para el buen desarrollo del despacho del proyecto y evitar conflictos mayores, de darle a la Comisión más tiempo en el análisis de la materia y de tratar esta después en la Sala, porque el plazo de la urgencia vence mañana y la Corporación tiene que cumplirlo.

El señor GIRARDI (Presidente).- El artículo 35 del Reglamento dispone:



“Las Comisiones no podrán sesionar mientras lo esté haciendo el Senado.



“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, las Comisiones podrán reunirse previo acuerdo de la Sala” -no dice “unánime”- “o de la unanimidad de los Comités.”.

El señor LONGUEIRA.- No la hay.

El señor GIRARDI (Presidente).- Propongo resolver primero el punto y citar luego a reunión de Comités para analizar otros aspectos.



Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en virtud del Reglamento, no pude citar a reunión de Comisiones unidas para antes del término de la sesión de Sala. Por eso, se determinó celebrarla a partir de las 19. Y acordamos pedir aquí autorización para poder funcionar en forma simultánea, en la idea de que fuera posible despachar en esta oportunidad el proyecto.



Hoy pasó algo insólito en dicha instancia. El Senador señor Chahuán, como le consta, me solicitó suspender durante 15 minutos, mientras se terminaba de redactar indicaciones. Al pedir la anuencia de mis Honorables colegas, me respondieron que sí. Para poder hacerlo, tenía que disponerse la prórroga, a lo cual se opusieron.



Entonces, al final, no se entiende. ¿Quieren o no que se sesione? ¿Quieren o no aprobar el proyecto de ley?



Nosotros deseamos acoger la idea de legislar y, en su mérito, antes del vencimiento de la urgencia, que es mañana, discutir y despachar la iniciativa. Pero si no podemos sesionar, resulta bien difícil hacerlo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- La verdad es que estoy un poco confundido, señor Presidente, porque acabamos de ver una conferencia de prensa, una puesta en escena muy bonita, donde se expresó que existe un acuerdo con los independientes. ¡Un gran acuerdo con los independientes, en circunstancias de que solo existe uno...! Es como una caricatura.



Y se dice que el Gobierno quiere sacar el proyecto de ley antes del 21 de mayo. Si no hay apuro -porque el mismo Senador señor Longueira se negó a tramitarlo hoy día en la mañana...

El señor LONGUEIRA.- ¡No sea mentiroso!

El señor ROSSI.- ...y ahora se niega a que lo veamos-,...

El señor LONGUEIRA.- ¡Mentiroso!

El señor ROSSI.- ...¿por qué no lo discutimos después de esa fecha y con calma? De otro modo, no sé cuándo vamos a poder tratarlo.



En todo caso, pido, señor Presidente, que la autorización solicitada se someta a votación, porque requiere el acuerdo de la mayoría, no unanimidad. En esa forma se podrá precisar si realmente quieren que el asunto se tramite o están haciendo un show.



¡Porque lo que están haciendo es un show comunicacional! Es lo único que estoy observando.

El señor CHADWICK.- ¡Lo están haciendo ustedes...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Pido mantener la calma.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, solicito una reunión de Comités.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se realizará de inmediato una vez finalizado el punto que nos ocupa.

El señor CHAHUÁN.- Es para resolverlo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se determinará aquí si las Comisiones unidas pueden sesionar simultáneamente con la Sala.

El señor CHAHUÁN.- Justamente para definir la cuestión es conveniente celebrarla.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, la hipocresía tiene un límite. En la mañana hubo sesión gracias a los que asistimos. Y es importante que ello quede claro aquí.



O sea, los integrantes de las bancas del frente están tratando de confundir a la prensa en el sentido de que impedí la sesión de las Comisiones unidas.



En realidad, ella había sido citada y no llegaron los parlamentarios de la Concertación. Y el señor Secretario General, quien es Secretario del órgano técnico, me preguntó si íbamos a reclamar de la hora, a lo cual le respondí que no, para evitar el fracaso de la reunión.



Quince minutos después, el señor Secretario me advirtió que él sí estaba obligado a declarar ese efecto. Y como nos encontrábamos presentes tres miembros de la Comisión de Trabajo y faltaba uno de la Comisión de Salud, le pedí a la Honorable señora Allende que concurriera y reemplazara al Senador señor Rossi, quien no estaba; al Senador señor Girardi, quien no estaba, y no me acuerdo a quién más.

El señor PROKURICA.- No estaban.

El señor LONGUEIRA.- Así es.



Cuando faltaban dos minutos para el fracaso de la reunión, conforme a la explicación del señor Secretario, le dije a este, precisamente para que ello no ocurriera: “Ahora tenemos quórum. Proceda en forma rápida, por favor”. Terminada la constitución, el señor Secretario, quien es ministro de fe, nos indicó: “Tiene que nombrarse un Presidente accidental”. Le pregunté si quería serlo al Senador señor Bianchi, otro de los que se encontraban cumpliendo con su deber, y accedió. Por lo tanto, constituimos las Comisiones unidas, Su Señoría quedó como Presidente accidental y, finalmente, se suspendió la reunión, para esperar la llegada de los Senadores de la Concertación.



Entonces, nos vemos mañana.



No hay ningún problema en que las Comisiones unidas sesionen a las 19. Ello ya se encuentra fijado.



Ahora, se requiere una anticipación de cuatro horas para citar a contar de un fracaso. Ese tiempo no ha transcurrido, por lo que ello no se puede llevar a cabo en este momento.



Y existe un acuerdo de votar en general y en particular, señor Presidente, y está claro que no existe unanimidad.



Por lo tanto, no dramaticen, Honorables colegas. Tenemos toda la noche, a partir de las 19, y todo el día de mañana...

El señor TUMA.- ¡El domingo también...!

El señor LONGUEIRA.- ...para llegar a las coincidencias que necesita el país.

El señor LAGOS.- ¡Antes de que el Presidente de la República se vaya de vacaciones...!



¡Antes de que Golborne vuelva de vacaciones...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.



Pido no interrumpir y mantener la calma.

El señor BIANCHI.- Debo responder los dichos del Senador señor Rossi. No estuve en la conferencia de prensa. Se hallaba presente, sí, un Diputado independiente, hasta donde entiendo.



Ahora, le exijo -ni siquiera se lo pido: ¡le exijo!- respeto por el 95 por ciento de los ciudadanos que no militan en un partido político y mantienen una condición de total independencia, completamente respetuosa de quienes sí lo hacen.



Por ningún motivo quisiera empañar cuál va a ser mi posición. Esta última, a diferencia de la suya, es absolutamente libre de toda condición...

El señor ROSSI.- ¡No ha sido absolutamente libre!

El señor BIANCHI.- ...que signifique presión. Y, por lo tanto,...

El señor ROSSI.- ¡Siempre llega a acuerdo con el Gobierno! ¡Esa es la verdad!

El señor BIANCHI.- ¡Déjeme terminar, señor Senador!



Decía que, por lo tanto, soy respetuoso de su condición, y le exijo el mismo respeto por la mía.

El señor ROSSI.- ¡Soy respetuoso y también le exijo respeto!

El señor BIANCHI.- Ahora, no mantengo acuerdos como aquellos a los que usted ha tratado de llegar con el Gobierno. ¡No ha sido el Senador que habla el que se ha reunido para ese efecto! ¡Ha sido usted!

El señor ROSSI.- En la Comisión y sin...

El señor BIANCHI.- ¡Es usted el que se reúne para llegar a acuerdos con el Gobierno! ¡No es mi caso! ¡Por lo tanto, le exijo respeto!

El señor GIRARDI (Presidente).- ¡Senador señor Rossi, tiene la palabra el Honorable señor Bianchi!

El señor BIANCHI.- ¡Estoy exigiendo respeto! ¡El que ha tratado de negociar y llegar a acuerdos es el señor Senador, no quien habla, señor Presidente!
El señor ROSSI.- ¡No soy el que ha pedido subsidios ni granjerías!

El señor GIRARDI (Presidente).- Su Señoría, le repito que tiene la palabra el Honorable señor Bianchi. Le solicito mantener silencio.

El señor BIANCHI.- En esa condición de independencia, exijo respeto.



He dicho.

El señor LONGUEIRA.- ¡Siempre llegan a acuerdo con el Gobierno...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Pido mantener la calma, como corresponde en esta Corporación.



Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, creo que este no es el ánimo ni nuestra mejor cara ante la opinión pública. Pido celebrar una reunión de Comités, por favor, para poder superar el asunto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en el mismo sentido, solicito realizar una reunión de Comités antes de resolver.

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, solo deseo clarificar algo que me parece lo correcto.



Con relación a lo afirmado por el Senador señor Longueira, deseo consignar que los miembros de la Concertación no se hallaban presentes en ese momento, en efecto, porque estaban analizando las propuestas verbales hechas llegar. Sería bueno agregarlo, porque, en la forma en que ello se señaló, parecía que la Concertación no tenía interés. Esta se hallaba reunida con el propósito expresado, porque nunca le entregaron un documento, como sí se lo proporcionaron después a la prensa. Quiero precisarlo.



Por mi parte, llegué y acepté dar el quórum para que no fracasara la sesión. Sin embargo, en honor a la verdad, lo que no agrega mi Honorable colega es que después, cuando se pidió la prórroga, no quiso dar la unanimidad necesaria y, por lo tanto, no pudimos debatir sobre la materia. 



Es lo mismo que sucede ahora. Nuevamente, no da la unanimidad o no manifiesta la voluntad para que las Comisiones se reúnan a las 16:30.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Antes de celebrar la reunión de Comités, señor Presidente, quisiera consignar que estuve presente en la reunión de la mañana y que se registraron dos situaciones que el Senador señor Longueira olvidó en su informe.



La primera de ellas es que se solicitó en un momento suspender la sesión antes de votar, a lo cual se negaron.



Posteriormente, se pidió la prórroga, porque había llegado la hora, como lo dijo el señor Secretario, y también lo hicieron. O sea, las cuatro horas, de aquí hasta las 24 de mañana en la noche, se las gastaron el Gobierno y el oficialismo. No quisieron seguir conversando.



Lo que deseamos ahora es poder sesionar simultáneamente con la Sala. Y pido una votación acá, antes de cualquier reunión de Comités, para ver si ello es posible.



Gracias.

El señor LONGUEIRA.- ¡Vamos a hacer lo mismo que en la comuna de La Florida...! ¡Eso es lo que han querido ustedes...!

El señor LAGOS.- Además, mi Honorable colega Rincón pidió que no se reclamara de la hora porque estábamos conversando.

El señor CHADWICK.- ¡Yo cambiaría los pasajes...!

El señor LONGUEIRA.- ¡Cambien los pasajes de mañana, muchachos...!

El señor LAGOS.- ¡Yo no voy a ninguna parte con el Presidente Piñera, así que no tengo vacaciones...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Pido respeto entre los colegas. 



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, realmente, estamos dando un triste espectáculo. 



En la mañana -también soy miembro de la Comisión de Trabajo- el que pidió reunirnos antes de la votación del proyecto es quien habla, justamente con el ánimo de lograr algún acuerdo. Yo, hasta ese entonces, entendía que la Oposición, que estaba liderando las conversaciones con el Gobierno, había llegado a un entendimiento previo. 



Sin embargo, no fue así, y la situación de la mañana fue tan bochornosa como la que estamos experimentando en este momento. 



Yo, sinceramente, lamento y me disculpo ante el país, que hasta ahora ha presenciado un desafortunado y triste espectáculo, por no habernos puesto de acuerdo, por no haber tenido la capacidad para actuar con una mirada mucho más altruista que en definitiva permitiera resolver el problema. 



Por eso, señor Presidente, le solicito hacer un alto en esta sesión con el objeto de que se reúnan los Comités, porque, de lo contrario, terminaremos igual que en la mañana, vale decir, sin haber solucionado absolutamente nada y dando un triste y lamentable espectáculo.



Gracias. 

El señor GIRARDI (Presidente).- El Senador señor Lagos ha pedido votar su solicitud para que funcionen en paralelo con la Sala las Comisiones unidas de Trabajo y de Salud. 



Yo propongo efectuar la votación y luego celebrar una reunión de Comités. 

El señor CHAHUÁN.- ¡Que se reúnan los Comités, señor Presidente! 

El señor GIRARDI (Presidente).- Sí, señor Senador, inmediatamente después de la votación.



Tiene la palabra el Senador señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Le pido al señor Secretario precisar con cuántas horas de anticipación las Comisiones deben citar a sus miembros a una sesión.

El señor TUMA.- Pueden hacerlo de inmediato, con acuerdo de la Sala. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Para responder, tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señor Senador, conforme al Reglamento, una Comisión debe citar a sus integrantes con al menos cuatro horas de anticipación, sin perjuicio de que los Comités pueden autorizarla para citarlos en menor tiempo.

El señor TUMA.- Por acuerdo de la Sala.

El señor LETELIER.- Y simple mayoría. 

El señor ROSSI.- ¡Votemos, señor Presidente! 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí corresponde a la Sala autorizar el funcionamiento simultáneo de cualquier Comisión con el Hemiciclo. 

La señora ALLENDE.- La Sala resuelve. 

El señor LONGUEIRA.- ¡Aquí no se ha citado con más de 4 horas de anticipación!

El señor LAGOS.- ¿Quieren sacar el proyecto, o no? 



¡Nosotros deseamos trabajar y ustedes no!

El señor LONGUEIRA.- ¡No sean niños...! ¡Cambien los pasajes...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Para calmar los ánimos y realizar una reunión de Comités, se suspende la sesión por 15 minutos.

)----------(



--Se suspendió a las 16:33.



--Se reanudó a las 17:15.

)----------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Continúa la sesión.



Solicito a los señores Senadores que vuelvan a sus asientos.



Antes de proseguir, quiero leer, afectuosamente, el artículo 137 del Reglamento, que dispone:



“Son faltas al orden:



“1o.- Dirigir la palabra directamente a los Senadores;



“2o.- Usar de la palabra sin haberla otorgado el Presidente;


“3o.- Salirse de la cuestión sometida a examen;



“4o.- Interrumpir al orador o hacer ruido para perturbarlo en su discurso;”.



Y quiero señalar que, cuando alguna de estas situaciones vuelva a ocurrir, la Mesa aplicará el artículo 138, que establece las medidas de llamado al orden, amonestación, censura.



Nos parece legítimo que haya diferencias. ¡Bienvenidas! Creo que enriquecen y aportan al debate, pero han de expresarse en un clima de respeto.



Quería aclarar el punto antes de que se diera cuenta de los acuerdos de Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités han acordado lo siguiente:



1.- Autorizar a las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas -que ya se encuentran citadas-, para sesionar en paralelo con la Sala a partir de las 19 horas de hoy. 



2.- Que el proyecto sobre duración del descanso de maternidad, una vez despachado por el referido organismo, pase a la Comisión de Hacienda, para que sea conocido por ella mañana jueves, en sesión de 9:30 a 10:30.



3.- Citar al Senado a sesión especial para mañana, de 10:30 a 13:30, para tratar la iniciativa recién mencionada.

El señor ESCALONA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira, y después, el Senador señor Escalona.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, si no hubiera quórum para sesionar en la mañana, ¿Su Señoría citaría para la tarde? Porque la urgencia del proyecto sobre posnatal vence, entiendo, a la medianoche de mañana jueves.



En esas circunstancias, creo que sería bueno que desde ya citara a dos sesiones.

El señor TUMA.- ¡Para el domingo...!

El señor QUINTANA.- ¡O para el sábado...!

El señor LONGUEIRA.- Para la tarde de mañana.

El señor GIRARDI (Presidente).- Yo confío en la responsabilidad de los señores Senadores y en que todos asistirán en la mañana. 



Ahora, si no hubiere quórum, evidentemente que citaré al Senado para la tarde. Pero por el momento los señores Senadores solo están convocados para mañana a las 10:30. 



Supongo que el ánimo es avanzar en el despacho del proyecto.

El señor LAGOS.- No entiendo la pregunta que se hizo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Por lo tanto -repito-, la Sala únicamente se halla citada en la mañana. Y, si no hay quórum, se citará para la tarde, como corresponde.

El señor LAGOS.- ¡O sea, no van a venir en la mañana!



No entiendo, entonces, para qué citar a las 10:30.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, entiendo que la convocatoria, dado el alcance del plazo constitucional, es hasta el total despacho del proyecto.

La señora ALLENDE.- Así es.

El señor GIRARDI (Presidente).- Habiendo quórum e iniciándose la sesión, es hasta su total despacho, considerando que la urgencia vence mañana. Así lo establece el Reglamento.

El señor LARRAÍN.- Salvo que se caiga.

El señor LAGOS.- ¿Por qué se va a caer?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez, y luego, el Senador señor Longueira.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, deseo plantear una consulta a la Secretaría. Porque no entiendo la pregunta en torno a la posibilidad de que no haya quórum.

El señor LARRAÍN.- Pero puede pasar.

El señor LAGOS.- Puede pasar cualquier día, en cualquier sesión.

El señor QUINTANA.- ¿Qué están tramando?

El señor GÓMEZ.- Eso puede ocurrir y lo entiendo. Pero voy a lo siguiente.



Sé que usted, señor Presidente, está preocupado de cumplir el plazo constitucional. Sin embargo, al parecer hay Senadores que no tienen interés en cumplirlo.



Entonces, quiero consultarle al señor Secretario qué pasa si no hay quórum y no se puede despachar el proyecto. ¿Existe alguna sanción? Me pongo en el caso de que no se alcance el número suficiente de Senadores y, por tanto, no haya posibilidades de votar la iniciativa. Me gustaría saber si hay alguna sanción.



En mi opinión, señor Presidente, usted debe citar para mañana en la mañana hasta el total despacho del asunto. Y, si no se reúne el quórum, tendrá que dejar consignado quiénes se encuentran presentes y quiénes no. 



Ese es el camino correcto.

El señor LAGOS.- Señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario, y luego, el Senador señor Lagos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respondiendo al Senador señor Gómez, debo decir que no existe una sanción especial para el caso señalado.



Ahora, si en la sesión citada para mañana a las 10:30 no hay quórum, el señor Presidente está facultado para seguir convocando a sesiones dentro del día, por cuanto la urgencia del proyecto vence mañana.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos, y después el Senador señor Bianchi.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, estoy ligeramente confundido.

El señor COLOMA.- ¿Desde cuándo?

El señor LAGOS.- ¡Desde que ingresé al Senado...! ¡Vivo confundido acá, en forma permanente...!



Se está citando a una sesión de Sala para mañana a las 10:30. 



¿Estoy en lo correcto?

El señor LONGUEIRA.- Sí.

El señor LAGOS.- Y un colega ha preguntado qué ocurre si en esa oportunidad no hay quórum. 



Es primera vez, en el año y fracción que llevo acá, que el día anterior se consulta qué pasa si al siguiente los Senadores no vienen a trabajar.



No entiendo cuál es el sentido de la pregunta.



Se ha citado al Senado, para mañana jueves a las 10:30, a una sesión como las que celebramos regularmente los martes y miércoles. Siendo así, no veo cuál es la necesidad de que alguien aclare qué ocurrirá en caso de que no se reúna el quórum.

El señor LONGUEIRA.- O sea, ¿no tengo derecho a preguntar?

El señor LAGOS.- Sí, lo tiene. Pero, como esta pregunta no se ha hecho nunca en el año y medio que llevo en el Senado, me gustaría saber qué hay detrás de una consulta de esa naturaleza.

El señor LONGUEIRA.- O sea, ¡solo se puede preguntar algo que ya se ha preguntado antes!

El señor LAGOS.- ¡No!



¡Es que yo entiendo que mañana hay que venir a trabajar, a aprobar un proyecto de ley!

El señor GIRARDI (Presidente).- Pido a los señores Senadores no interrumpirse, o voy a tener que proceder a aplicar las sanciones que correspondan, independientemente de las bancadas a que pertenezcan.



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor LAGOS.- ¡No entiendo por qué hay que preguntar! ¡Si hay que venir a trabajar!

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, sinceramente, quiero pedir que dejemos de dar este triste espectáculo. Basta ya de mostrar al país una imagen que lo único que hace es afectar, perjudicar el desarrollo de la política, de nuestras acciones como parlamentarios.



Estamos haciendo ciencia ficción: ¿Qué va a pasar “si no”? ¿Qué ocurriría “si no”?



Simplemente, ¡tenemos que trabajar! Si estamos citados para mañana a las 10:30, asistiremos, como corresponde, a votar a esa hora.



¡Pero dejemos de dar este triste espectáculo!

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Sigamos avanzando, señor Presidente!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, si mañana se pide segunda discusión, ¿eso se ve en la sesión de la tarde, o en la misma sesión de la mañana?

El señor LAGOS.- ¡No hay sesión en la tarde!

El señor LONGUEIRA.- Yo no sé si habrá sesión. ¡No tengo una bola de cristal para saberlo! Pero me quedo tranquilo porque, si en la mañana no hay quórum, existirá tiempo para trabajar en la tarde. 



Yo no tengo ningún problema en sesionar mañana en la tarde. De hecho, trabajé todo el domingo en el proyecto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Me parece muy bien...!

La señora RINCÓN.- ¡Yo también trabajé!

El señor LONGUEIRA.- Así que me encuentro disponible para trabajar mañana hasta las 12 de la noche, e incluso hoy también.



Quiero saber si en la sesión de mañana pierdo el derecho como Comité, sin que la mayoría de la Concertación lo impida, para pedir segunda discusión, y si en caso de no ser así se tendría que citar a sesión en la tarde.

El señor LAGOS.- ¡Hay una sola sesión!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. Y espero que con su explicación se termine este debate.



La idea es despachar el proyecto en la sesión de mañana, citada a las 10:30. Porque, después de largas discusiones e intentos de acuerdo, muchos Senadores deseamos aprobarlo en las mejores condiciones.



Entonces, el Secretario General, como Ministro de fe, tendrá la última palabra sobre el asunto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- No es admisible pedir segunda discusión o aplazamiento de la votación si con ello se perjudica el plazo de la urgencia, especialmente si , como en este caso, vence mañana a las 24.

El señor GIRARDI (Presidente).- Cerrado el debate sobre la materia.



Procederemos a tratar los asuntos de la tabla.

El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor GÓMEZ.- Deseo saber si las normas del proyecto son de quórum especial o simple. Es importante saberlo para los efectos del número de Senadores que son necesarios. Porque nosotros podemos dar quórum para la sesión, pero no sé si para la votación.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General para responder esa consulta. 



Es claro que las normas de quórum especial se aprueban con una cantidad determinada de votos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Una cosa es el quórum para iniciar la sesión y otra distinta la mayoría para aprobar ciertas normas.



Hasta este minuto, con 35 señores Senadores en ejercicio, la mayoría de los artículos del proyecto -con excepción de dos- corresponde a seguridad social y, por consiguiente, es de quórum calificado, por lo cual deben aprobarse con 18 votos a favor.



Aunque no tengo el texto del proyecto a mano, puedo precisar que no tienen quórum especial el artículo permanente, que se refiere al fuero laboral, y el segundo transitorio relativo a la misma materia. Los demás preceptos son de seguridad social y requieren quórum especial, salvo que las Comisiones unidas, al revisar el proyecto hoy en la tarde, a partir de las 19, decidan algo distinto.



A juicio de la Secretaría, esa es la situación de las normas de quórum.

)---------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito la anuencia de la Sala para tratar como si fuera de Fácil Despacho el proyecto que declara feriado, para la comuna de Puerto Natales, el 31 de mayo de 2011.



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA

FERIADO PARA COMUNA DE PUERTO NATALES EL 31 DE MAYO DE 2011

El señor GIRARDI (Presidente).- Conforme a lo convenido, corresponde tratar como si fuera de Fácil Despacho el proyecto de ley, originado en moción de los Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag, en primer trámite constitucional, que declara feriado, con ámbito restringido para la comuna de Puerto Natales, el día 31 de mayo de 2011, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7666-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción del Senador señor Bianchi):


En primer trámite, sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 19ª, en 18 de mayo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto, tal como lo indica su nombre, es declarar como feriado el día 31 de mayo de este año para la comuna de Puerto Natales, fecha en que celebrará 100 años de su fundación.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y Descentralización aprobó la iniciativa en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la petición de declarar día feriado para la comuna de Puerto Natales es bastante especial. Al respecto, ya hay un precedente: se solicitó exactamente lo mismo, en un ámbito de aplicación restringido, para la comuna de La Serena, el 26 de agosto de 1994.



El 31 de mayo próximo, Puerto Natales cumple 100 años de existencia. Y sobre el particular hay un clamor de la comunidad, de las autoridades y de sus fuerzas vivas, que anhelan el feriado.



Esta materia ha sido analizada y conversada, y en nada afecta la situación económica del país ni causa perjuicio alguno.



Señor Presidente, como dije, una situación similar ocurrió en 1994 respecto a la ciudad de La Serena, donde afortunadamente la votación del Congreso fue favorable.



Si así lo estiman los señores Senadores, el proyecto -la comunidad de Puerto Natales está atenta a su tratamiento- debiera aprobarse hoy día por el Senado, para luego pasar a la Cámara de Diputados. De ese modo, se haría justicia a ese lugar geográfico del país y a sus habitantes, quienes, a pesar de que viven un aislamiento duro y en condiciones difíciles, desean celebrar un aniversario tan especial: el centenario de vida de la comuna.



Por lo tanto, pido a mis Honorables colegas votar favorablemente la iniciativa para que, con posterioridad, vaya a la Cámara Baja.



Ojalá el Ejecutivo no se oponga y entienda que el feriado será la manifestación de una pequeña comunidad que quiere celebrar este particular aniversario de sus 100 años de existencia.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, solicito respaldar esta feliz iniciativa que instituye como feriado el 31 de mayo próximo.



Cien años cumple la comunidad de Puerto Natales, provincia de Última Esperanza. Son 100 años de historia, de desarrollo, de poblamiento. Son 100 años donde hubo un movimiento sindical obrero campesino que se desarrolló gracias a la influencia de dirigentes anarquistas, socialistas europeos, que llegaron a la ciudad de Punta Arenas y se trasladaron luego a  trabajar a Puerto Natales.



Nadie puede olvidar -la historia no lo hace- que el 23 de enero de 1919 hubo una gran represión a los trabajadores del Frigorífico Puerto Bories que luchaban por sus reivindicaciones laborales. En ese tiempo, las grandes estancias, los latifundios, pertenecían a los intereses ingleses. Ahora son de propiedad de otras personas, pero las condiciones son más o menos similares.



Como decía, hubo un fuerte contingente sindical. Se desarrolló también el periodismo obrero, el periodismo sindical. Se publicaba gran cantidad de diarios, los que hoy día han desaparecido. Ellos daban cuenta de la pujanza y de la importancia que, en ese momento, tenía el movimiento campesino y el sindical en la provincia de Última Esperanza y, fundamentalmente, en la capital Puerto Natales.



También cabe rememorar las grandes tertulias y las importantes obras teatrales que organizaban y realizaban los dirigentes obreros o las organizaciones campesinas, cuya finalidad era poder instruir y capacitar a sus asociados para que, por ejemplo, no cayeran en el vicio del alcohol y entendieran lo que ocurría en el mundo. Además, se los preparaba para conocer a los principales filósofos y políticos de la época.



Por eso, es importante para Puerto Natales que el día 31 de mayo sea feriado, porque sus pobladores van a recordar aquellos hechos históricos y las incidencias e influencias que recibieron. Por ejemplo, cuando Luis Emilio Recabarren, en 1917, estuvo en Magallanes, en Punta Arenas y en la provincia de Última Esperanza. Asimismo, van a evocar la importancia que tuvo el contingente de obreros de esa provincia en las principales huelgas campesinas, tanto en Magallanes como en regiones argentinas en los años 20 y 22, cuando el Gobierno del país vecino realizó una terrible represión, causando la muerte de gran cantidad de trabajadores chilenos provenientes de Chiloé.



Por todas estas consideraciones, pido a la Sala que respalde la iniciativa presentada del Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Gracias, Honorable colega.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobamos unánimemente el proyecto, originado en moción del Senador señor Bianchi, que declara feriado el 31 de mayo próximo en Puerto Natales, ubicada en una zona extrema, en razón de cumplirse 100 años desde su fundación, lo cual constituye, en verdad, un evento relevante.



Hoy día tuve la suerte de conversar telefónicamente con el Alcalde de la comuna, señor Fernando Paredes, quien me expresó el sentir y la expectación de los pobladores ante la conmemoración de los 100 años de esa ciudad de la Duodécima Región.



Todos conocemos las dificultades que enfrentan las personas que viven en Regiones extremas; los obstáculos que deben sortear para llevar adelante su vida cotidiana; las dificultades que tienen para educar a sus hijos. Por lo tanto, un acontecimiento de esta naturaleza, con las características que reviste la celebración de los 100 años de existencia de la localidad, contribuye a unir a Natales, a su población y a sus autoridades. Y por eso estas han programado una cantidad significativa de actos muy importantes, con participación de toda la comunidad.



Lo señalado me llevó a suscribir la iniciativa del colega Bianchi y a compartir el anhelo del Alcalde Fernando Paredes. Y pido a cada uno de los señores Senadores que la aprobemos, como expresión de solidaridad, de generosidad y de apoyo a quienes viven tan lejos del centro de Chile, en una Región extrema muy importante, pero a veces tan olvidada como la de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Por lo expuesto, concurriremos con nuestros votos favorables a la declaración de este feriado, solo para Puerto Natales, el 31 de mayo, día en que se cumplen 100 años desde su fundación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, adhiero a la solicitud del Senador señor Bianchi en cuanto a aprobar esta iniciativa.



Yo he estado muchas veces en Puerto Natales. Conozco la zona. Allí la gente vive trabajosamente, pero también con gran alegría y empeño. 



Hay diversas razones para que la comunidad de Puerto Natales conmemore el centenario de la ciudad, lapso en el cual han ocurrido muchas cosas buenas y sucesos infaustos, como se ha recordado en esta Sala.



Lo principal que se debe celebrar ahí en esa fecha es que en una ciudad ubicada tan lejos del centro del territorio hay un numeroso grupo de gente que afirma la idea de país y de patria; muchas personas que, afortunadamente, junto con batallar por su vida diaria asientan la chilenidad.



A mi juicio, eso es más valioso que muchos discursos y proclamas.



Por lo tanto, respaldo el proyecto en debate. Estimo que las autoridades del lugar, encabezadas por el Alcalde, don Fernando Paredes, estarán muy contentas de poder celebrar el centenario con entera tranquilidad y no con la sensación de estar rehuyendo el trabajo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, los Senadores de la Democracia Cristiana vamos a aprobar el proyecto en análisis, nacido de la mente lúcida del Senador señor Bianchi. Y lo haremos, con mucho agrado, para los efectos de cumplir con la petición formulada por parlamentarios, dirigentes y camaradas de nuestro Partido en Puerto Natales.



Nos parece bien que al conmemorarse fechas importantes en las ciudades de nuestras Regiones, se celebren como corresponde.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en la Comisión de Gobierno acogimos por unanimidad la iniciativa. 



Y yo la suscribí también, porque con ella el Senador señor Bianchi quiere hacer un gesto a una comuna situada en el extremo sur de Chile, donde sus habitantes -como se ha señalado aquí- están haciendo patria. 



El Alcalde de Puerto Natales, señor Fernando Paredes, tiene preparados importantes actos con motivo del centenario. Y es atendible que pueda  contar con que el 31 de mayo sea feriado para todos los efectos legales.



En seguida quiero resaltar -en eso se conoce a las personas- la actitud del colega Muñoz Aburto, quien, pese a no ser patrocinante del proyecto, fue el primero que pidió a la Sala darle su aprobación.



Esos son gestos de grandeza que por lo general los parlamentarios demuestran con sus actos y que estamos viendo permanentemente.



En este caso, me llamó la atención la actitud del señor Senador. Y dejo constancia de su gesto de nobleza, pues él -repito- fue el primero en adherir a la iniciativa y solicitar que se aprobara.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Recuerdo a Sus Señorías que el acuerdo fue tratar este proyecto como si fuera de Fácil Despacho, y ya han intervenido varios oradores.



Sugiero que votemos.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (20 votos a favor); por no haberse presentado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.



Votaron la señora Allende y los señores Bianchi, Coloma, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, solo deseo manifestar que el pareo que habíamos convenido con el Senador señor Pérez Varela quedó sin efecto. Por lo tanto, ambos nos encontramos habilitados para votar.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Mesa está consciente de ello, señor Senador. Y tomó debida nota.

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE ADECUACIÓN DE PLAZOS

VINCULADOS A ELECCIONES PRESIDENCIALES. 

INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde tratar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de reforma constitucional que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 7).

--Los antecedentes sobre el proyecto (6946-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:


En segundo trámite, sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2011.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 15ª, en 4 de mayo de 2011.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.


Mixta: sesión 19ª, en 18 de mayo de 2011.


Discusión:


Sesiones 89ª, en 19 de enero de 2011 (se aprueba en general); 10ª, en 19 de abril de 2011 (se aprueba en particular).
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias entre ambas ramas del Congreso se originaron por el rechazo de la Cámara de Diputados a la totalidad de las enmiendas introducidas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las controversias, propone aprobar los numerales 2 y 4 con las modificaciones acordadas por esta Corporación, y suprimir el artículo 2° propuesto por ella.



En cuando a los numerales 1 y 6, referidos a la salida del territorio nacional del Presidente de la República con autorización del Senado, se concordó establecer lo siguiente: que el Jefe de Estado, para salir del país, desde el día en que se realizará la elección presidencial, esto es, el tercer domingo de noviembre del año anterior a aquel en que deba cesar en el cargo, tendrá que contar con el acuerdo del Senado.



La Comisión Mixta aprobó esta proposición por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín (don Hernán), y Diputados señores Cardemil, Eluchans y Rincón.



Cabe señalar que los números 1, 2, 4 y 6 del artículo único requieren para su aprobación 21 votos favorables.



Finalmente, corresponde informar que la Cámara de Diputados, en sesión del día de ayer, aprobó la propuesta de la Comisión Mixta.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero recordar a la Sala que el proyecto de reforma constitucional en comento busca adelantar la fecha de la elección del Presidente de la República, con la finalidad de evitar que tales comicios se realicen durante períodos complejos, como las fiestas de Navidad, de fin de año, y posteriormente, para muchos, las vacaciones.



Para ese efecto, se dispone que la primera votación de la elección presidencial se llevará a cabo el tercer domingo de noviembre del año correspondiente y, si fuere necesario, la segunda vuelta se efectuará el cuarto domingo después de la primera, es decir, al menos una semana antes de Navidad.



Esas modificaciones dieron lugar a la necesidad de realizar otros ajustes de fechas en el texto de la Constitución Política: lo relativo a la autorización que debe dar el Senado para que el Primer Mandatario pueda salir fuera del país en la última parte de su mandato, y lo referente a los plazos para celebrar elecciones presidenciales en los casos especiales de muerte de un candidato para segunda vuelta, de impedimento absoluto del Presidente electo que aún no asume o de vacancia del cargo de Jefe de Estado.



Todas esas enmiendas fueron aprobadas en ambas ramas del Congreso Nacional por mayorías muy importantes.



Sin embargo, en el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó todas las modificaciones introducidas por el Senado. Debo aclarar, no obstante, que ello no obedeció a diferencias sustantivas, sino a que una redacción propuesta en el segundo trámite constitucional no fue cabalmente comprendida en la Cámara de origen, dado que no hubo oportunidad de precisar su contenido en el debate habido en la Sala de dicha Corporación.



En efecto, el Senado propuso en el artículo 25 de la Carta Fundamental que el Presidente de la República no podrá salir del país, sin autorización del Senado, “a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo”. Esta frase motivó dudas en la Cámara de Diputados.



A raíz de lo anterior, por razones de orden práctico, dicha Corporación rechazó todas las enmiendas aprobadas en el segundo trámite constitucional.



En la Comisión Mixta se decidió reemplazar la citada redacción por una referencia al día señalado en el inciso primero del artículo 26 de la Constitución -esto es, el tercer domingo de noviembre del año en que deban verificarse las elecciones presidenciales-, como la fecha a partir de la cual el Primer Mandatario deberá solicitar el acuerdo del Senado para salir del país.



Aclarado ese punto y dado que no había otras discrepancias de fondo -según expliqué-, la Comisión Mixta propone que el resto de las divergencias se resuelvan acogiendo las modificaciones introducidas por el Senado en su segundo informe.



Es preciso destacar que en dicho órgano se trabajó con mucha armonía, razón por la cual los acuerdos se alcanzaron con el voto unánime de sus miembros presentes.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la experiencia de las últimas tres elecciones presidenciales nos demuestra que ha sido necesario aplicar el mecanismo de la segunda vuelta, lo que indudablemente deja al descubierto una serie de dificultades de las cuales el proyecto pretende hacerse cargo. 



Sobre todo, se busca evitar el desarrollo de la posible segunda vuelta presidencial en el mes de enero, pleno período estival para los chilenos.



Los legisladores tenemos la obligación de prever causales que limiten derechos y que puedan afectar a las personas en todas las esferas de la vida. En este caso, hablamos del ejercicio de un derecho fundamental político: el derecho a voto.



Esta iniciativa se ha presentado en los dos últimos Gobiernos, con el ánimo de proporcionar mejores condiciones a los ciudadanos y las ciudadanas de nuestro país para que ejerzan su derecho a voto.



Lamentablemente, no existió voluntad para aprobarla. 



En 2006, Renovación Nacional planteó al Gobierno de entonces una propuesta legislativa, originada en una Comisión que presidí e impulsada por iniciativa de la Senadora señora Lily Pérez -aprovecho de enviarle un saludo, pues todavía no vuelve a sus labores parlamentarias-, cuyo objetivo era incorporar modificaciones a la Carta, igual a las que hoy día analizamos, para evitar los problemas que a muchos chilenos les genera concurrir a un acto eleccionario en dicha época del año.



Permitir a los ciudadanos participar en las elecciones del país e incentivarlos a ello forman parte de un proceso de educación cívica. Y es el Estado el que debiera dar las condiciones más favorables para el ejercicio de tal derecho. Ello, considerando que en nuestro país las elecciones se realizan en período estival, época en la cual, por costumbre desde hace décadas, los ciudadanos gozan de vacaciones a nivel nacional.



Cuando se restringe un derecho garantizado como el que todo trabajador tiene a tomar vacaciones por el ejercicio de otro derecho y obligación ciudadana como es sufragar, el Estado puede intervenir para asegurar el libre desarrollo de ambas prerrogativas. Y ese es el caso particular que nos ocupa.



La discusión estriba en si el Estado está cumpliendo con la obligación de otorgar garantías mínimas para que se desarrollen tales derechos ciudadanos.



Por otra parte, el proyecto busca reformar la fecha límite en que el Presidente de la República puede ausentarse del territorio nacional en los últimos días de su mandato, con acuerdo del Senado: se reemplaza los últimos noventa días de su período por el día a contar del cual deba ser elegido quien lo suceda en el cargo.



Adicionalmente, la iniciativa persigue uniformar los tiempos y criterios para realizar elecciones presidenciales especiales (por fallecimiento de los candidatos o impedimento del Presidente electo) y para celebrar plebiscitos, además de otorgar un rango de tiempo prudente para llevarlos a cabo.



De igual forma, el nuevo sistema de inscripción automática demandará mayor tiempo de organización, ya que la preparación de padrones y de mesas ad hoc estará sujeta a auditorías y reclamaciones, razón por la cual se hace indispensable uniformar los tiempos y criterios del proceso electoral.



Finalmente, cabe señalar que el proyecto intentó modificar la fecha en la que deben asumir sus cargos el Presidente electo y los parlamentarios. De esa forma, se pretendía hacer coincidir el término de las vacaciones con el cambio de mando. En concreto, se propuso que el período que se iniciará el 11 de marzo de 2014 terminará el 11 de marzo de 2018.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.



En este momento no se halla en el Hemiciclo.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Recuerdo a Sus Señorías que el informe de la Comisión Mixta contiene normas de quórum especial. Para aprobarlas, se requieren 21 votos favorables.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (29 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se cumplió el quórum constitucional exigido, y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Muñoz Aburto.

DERECHOS Y DEBERES DE PERSONAS ANTE ACCIONES DE SALUD

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En seguida, corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención de salud, con nuevo segundo informe de la Comisión de Salud. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (4398-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 82ª, en 15 de enero de 2008.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 2ª, en 12 de marzo de 2008.


Salud (segundo): sesión 61ª, en 15 de octubre de 2008.


Salud (nuevo segundo): sesión 9ª, en 13 de abril de 2010.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 30ª, en 29 de junio de 2010.


Discusión:



Sesiones 5ª, en 1 de abril de 2008 (se aprueba en general); 11ª, en 20 de abril de 2011 (se aplaza para mayo su discusión).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La presente iniciativa fue aprobada en general en sesión de 1° de abril de 2008 y cuenta con un segundo y un nuevo segundo informe de la Comisión de Salud.



En este último se deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1°, 8°, 22, 26, 30, 31, 34 a 36, 40, 41 y 44 no fueron objeto de indicaciones en la discusión general ni de modificaciones en el segundo informe, por lo cual deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



Asimismo, el referido órgano técnico hace presente que efectuó una serie de modificaciones al texto despachado en el segundo informe, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de cuatro de ellas, que serán puestas en votación oportunamente.



Cabe recordar que las enmiendas aprobadas en forma unánime deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas.



Se han renovado tres indicaciones referidas a la eutanasia y otras tres sobre decisiones que adopten menores de edad sobre su salud.



De las modificaciones unánimes, las recaídas en las letras b) y c) del inciso tercero del artículo 14; el inciso cuarto del artículo 20; el inciso cuarto del artículo 29; el inciso séptimo del artículo 33, y los incisos quinto, sexto y séptimo del artículo 42 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 20 señores Senadores.



Por su parte, la Comisión de Salud propone a la Sala que acoja la constancia que se consigna en las páginas 61 y 62 del informe pertinente, referida al sentido y alcance de los artículos 29, 31 y 33, que fijan reglas en caso de hospitalizaciones involuntarias, concepto que no se contempla en el Código Sanitario pero que no pretende modificar la nomenclatura de ese cuerpo normativo, sino solamente establecer determinadas condiciones para la hospitalización involuntaria.



En consecuencia, lo que corresponde ahora es dar por aprobados los artículos ya mencionados que no fueron objeto de indicación ni de modificaciones, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se dará inició a la discusión particular del proyecto.

El señor URIARTE.- ¿Me permite, señor Presidente, antes de entrar al debate?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Puede hacer uso de la palabra, señor Senador.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, solicito votación separada del inciso segundo del artículo 2° y de los artículos 9°, 10, 11, 14, 15, 17, 18, 20, 24, 26, 27, 28, 29 y 43.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le pido al señor Senador, para facilitar el trabajo de la Mesa, que haga llegar por escrito su petición.

El señor URIARTE.- Bien, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Es del caso señalar que existe toda la voluntad para permitir que cada artículo sea visto en su mérito.



Entiendo que lo planteado por Su Señoría no se refiere a disposiciones que fueron aprobadas unánimemente, sino a las que se acogieron por mayoría.

El señor URIARTE.- Se trata de normas que fueron objeto de indicaciones.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Mesa tiene una duda respecto de la situación del artículo 26. Pero veremos el asunto en su momento.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, necesito que se me aclare dos situaciones.



Junto con otros Senadores, renovamos tres indicaciones. Según escuché de la relación del señor Secretario, habría otras tres. 



Deseo que la Mesa me clarifique si una de ellas, la que recae en el artículo 8°, que pasó a ser 9°, efectivamente está presentada y, por ende, será objeto de votación.



En segundo término, señor Presidente, cabe consignar que la Comisión de Salud solicitó a la Sala que el proyecto pasara a la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el objeto de que emitiera un pronunciamiento acerca de la constitucionalidad de determinados artículos.



Así lo hicimos. Y se acordó, por unanimidad, que debía primar el derecho y deber de cuidado de los padres respecto de sus hijos.



Lo señalo, porque en ninguna de las columnas del boletín comparado se registra el pronunciamiento de nuestra Comisión, en circunstancias de que aprobamos lo que acabo de indicar. No sé si hubo un error en la elaboración del texto o una omisión. 



Me parece muy importante que, si la Sala pide a un órgano técnico que se pronuncie respecto de alguna materia, se consigne dicha opinión, más aún cuando se trata de un punto de carácter constitucional acordado por unanimidad. Para eso se envió el proyecto a la Comisión de Constitución.



Entonces, señor Presidente, deseo saber si hubo una omisión sobre el particular.



Tengo en mis manos el informe respectivo, en el cual se establece con absoluta claridad, por unanimidad, que debe primar el derecho y deber de cuidado de los padres respecto de sus hijos. 



Eso lo considero complejo. Pero no se consigna el mencionado informe.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En cuanto al punto en debate, lo que corresponde es analizar el artículo 2º, pues nos hallamos en la discusión en particular.

El señor COLOMA.- Pido la palabra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le solicito a la Sala cierta calma para realizar correctamente el debate.



En relación con los informes, se usa el boletín comparado de la Comisión especializada. No hay error al respecto.



En la discusión en particular se deben tener a la vista ambos informes. Y en cada momento se tendrán que dar a conocer -como indicó la Senadora señora Alvear- las opiniones emitidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre la constitucionalidad de algunas normas.



El parecer de ese órgano técnico no es vinculante para la Sala, sino un elemento de referencia para el conocimiento de esta. Sin duda, el antecedente de que se trata de un acuerdo unánime deberá ser considerado por los señores Senadores.



Ofrezco la palabra sobre el artículo 2º.

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Deseo plantear un asunto de Reglamento, señor Presidente.

El señor ORPIS.- Yo pedí la palabra primero.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.



Espero que sus bancadas se la respeten.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, quiero pedir dos cosas: primero, una copia de las indicaciones presentadas por la Senadora señora Alvear, y segundo, un pronunciamiento de la Mesa acerca de la opinión unánime de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia en cuanto a la inconstitucionalidad de determinados artículos del proyecto.



Solicito formalmente a la Mesa que se pronuncie al respecto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Con todo respeto, Honorable señor Orpis, no es obligación de la Mesa pronunciarse sobre el particular.



Es deber de la Sala señalar si considera oportuno opinar sobre el parecer de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia durante la votación de cada artículo.



Les recuerdo que nos hallamos en la discusión en particular.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma, para referirse a un asunto de Reglamento.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, estimo que lo expresado por la Honorable señora Alvear tiene que ver con un tema muy de fondo en la discusión de este proyecto, ya que, desde el punto de vista reglamentario, para pronunciarse respecto de una iniciativa hay que tener a la vista todos los informes y antecedentes -así lo dice el Reglamento- que se tuvieron en cuenta para aprobar o rechazar una norma.



Por lo tanto, si la Presidenta de la Comisión de Constitución nos señala que fue requerido -lo entendería si fuera un informe cualquiera- el parecer de ese órgano técnico pero que no existe constancia del informe, entonces acaece un problema con este, pues se trata de un antecedente esencial dentro de la historia de la ley.



Porque el día de mañana cuando se revise la historia de esta normativa, uno podría preguntarse si existió un informe clandestino de la Comisión de Constitución o si efectivamente se pudo tomar en consideración.



Por eso, en el ánimo de ayudar, me parece que no es la forma adecuada de estudiar un proyecto el omitir un informe esencial como el que ha hecho referencia la Comisión de Constitución.



En ese evento, prefiero que la iniciativa vuelva a Comisión y que el informe sea completado, a fin de contar con todos los antecedentes, pues, a mi juicio, son relevantes al momento de tomar una decisión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Nuevamente, con todo respeto a la Sala, le señalo a Su Señoría que sobre su escritorio se halla el informe donde están incluidas las observaciones formuladas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Ellas figuran en la página 4 del informe que tiene cada uno de los señores Senadores.



No es que no esté en conocimiento de la Sala; no es que esté pasando algo que merezca el calificativo que aquí se ha emitido. Lo que ocurre es lo siguiente.



Corresponde a la Sala, en la discusión en particular, considerar si toma en cuenta o no la opinión de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, pues ese informe, per se, no es vinculante. Para conocimiento de Sus Señorías, este se encuentra en la página 4 del nuevo segundo informe; no es “clandestino” ni nada por el estilo. Pido que ese concepto, si me lo permiten, sea borrado de la Versión Oficial, por cuanto aquel figura en el lugar indicado y si alguien lo requiere haré que se lo envíen.



En cuanto a la discusión en particular, ofrezco la palabra.

El señor ROSSI.- ¿Me permite, señor Presidente? 



Deseo referirme a un punto de Reglamento.

El señor WALKER (don Patricio).- Yo también.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi, y  luego, el Honorable señor Patricio Walker.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solicité intervenir hace rato.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Disculpe, Su Señoría, no sabía que lo había hecho por el mismo motivo.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solicito segunda discusión.



Acabo de consultarle al señor Secretario y tengo la facultad para requerirla.

El señor WALKER (don Patricio).- Está bien.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se ha pedido segunda discusión.



Antes de que la Mesa se pronuncie, tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, no tengo el informe de la Comisión de Constitución. Parece que algunos sí lo tienen, y otros, no. Tampoco lo veo en la página 4 -lo he estado revisando- ni en ningún lugar. Otros Senadores me señalan lo mismo.



Y este es un tema fundamental. 



La Comisión de Constitución fue mandatada por la Sala del Senado para pronunciarse y emitió un informe que fue aprobado por unanimidad.



Además, me parece una falta de respeto a la Comisión el que no se reparta ese informe a todos los señores Senadores.



Por lo tanto, más allá de si es vinculante o no, debe existir respeto y deferencia hacia la Comisión que hizo el trabajo; que estudió la iniciativa en varias sesiones, y que adoptó un acuerdo unánime.



Entiendo que habrá segunda discusión. No obstante, espero que para la próxima vez podamos contar -lo están entregando recién- con el informe de la Comisión de Constitución.



Gracias, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Quiero insistir sobre los informes, para efectos reglamentarios.



Estos se hallan disponibles para todos. El acuerdo de la Sala fue que tienen que solicitarse los otros informes. Por lo tanto, pido que en esta materia no se saquen conclusiones indebidas. Los textos se encuentran a disposición de cualquier señor Senador.



Lo habitual, y sucede en la práctica, es hacer alusión a las observaciones del órgano técnico al cual se le pide una segunda opinión para el informe de la Comisión especializada. Y esta se halla en la página 4 del nuevo segundo informe de la Comisión de Salud.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en la página 4 del nuevo segundo informe, que he leído en el sitio web de la Corporación, no se consigna por completo el informe de la Comisión de Constitución. Solo se hace referencia a él. Tal vez esté en los anexos, pero no lo he podido encontrar.



Sin embargo, no se halla en el comparado que tenemos a mano. En este deberían estar contenidas las propuestas formuladas por la Comisión de Constitución, que me parecen muy importantes.



Más aún, la situación que se está produciendo a propósito de este proyecto es que numerosas disposiciones, como las señaladas por el Senador señor Uriarte -quien ha solicitado votación separada de muchos artículos-, son objeto de un debate constitucional presente que no quedó debidamente salvado en el nuevo segundo informe de la Comisión de Salud.



En representación del Comité Partido Socialista, el Honorable señor Rossi pidió segunda discusión. Me parece que tiene todo el derecho de hacerlo y así está consagrado.



Sin embargo, me pregunto si acaso no sería sensato, después de lo sucedido, que la iniciativa volviese a la Comisión de Constitución para un nuevo informe. 



Considero que demasiadas normas, o son claramente inconstitucionales, o están en el filo de serlo. En ese ánimo se presentaron distintas indicaciones. Pero no en todas aquellas se pueden formular estas últimas.





En consecuencia, ocurrirá que deberemos rechazar las disposiciones en las que no se han presentado indicaciones. Y, por ende, probablemente el proyecto quede trunco.



Yo soy de la tesis, más que de realizar una nueva discusión -la que se puede hacer si es el camino que desea la Sala-, de que el proyecto vuelva a la Comisión de Constitución o que, en subsidio -porque no se trata de afectar los intereses de la Comisión de Salud-, vaya a Comisiones unidas de Constitución y de Salud para ver los problemas de constitucionalidad.



Nosotros tenemos un informe sobre dicha materia que le podemos hacer llegar a los integrantes de ese órgano técnico para revisarlo en Comisión.



Me parece que eso sería más efectivo, más eficiente, que lo realizado hasta ahora.



En consecuencia, solicito que la iniciativa se envíe a la Comisión de Constitución o a las Comisiones unidas de Constitución y de Salud para revisar no todo el texto, sino aquellos artículos de este nuevo informe que contengan dudas de constitucionalidad a juicio de los miembros del Senado.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Antes de seguir dando la palabra para asuntos reglamentarios, quiero simplemente recordar cuáles son nuestros acuerdos en esta materia.



Todos los informes -¡todos!- se encuentran a disposición de los señores Senadores a través del medio electrónico que tienen en sus pupitres digitales. Por acuerdo de la Comisión de Régimen Interior y de la Sala, ellos solo se distribuyen a petición expresa de algún Honorable colega. La medida se adoptó debido al consumo excesivo de papel por parte de esta Cámara.




En seguida, como lo sabe el último señor Senador que hizo uso de la palabra, porque ha presidido esta Corporación, los informes de las Comisiones dan cuenta de los pronunciamientos de estas sobre el articulado de determinado proyecto y no de las opiniones que pueda tener otro órgano técnico. Si a otra Comisión se le ha pedido emitir un juicio, como en este caso, se deja constancia de él en otro informe.



Lo señalo solo para efectos de que no se insinúe que la Comisión de Salud no ha hecho debidamente su trabajo o que la Secretaría no ha incluido asuntos que le correspondió incorporar.



Ahora, quien debe pronunciarse sobre materias de constitucionalidad es la Sala y exclusivamente ella. 



Hay dos peticiones: una, que el proyecto quede para segunda discusión, y otra, que sea estudiado por dos Comisiones unidas.



Se ofrece la palabra para efectos reglamentarios, pero las decisiones se van a tomar en el orden que se han solicitado, y, por ende, corresponde primero lo relativo a la segunda discusión.



Senador señor Ruiz-Esquide, ¿está pidiendo la palabra para una cuestión de Reglamento?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- De Reglamento y también de fondo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, el tema que se ha planteado tiene, a mi juicio, tres niveles o tres ideas que debemos discutir, analizar, etcétera.



Ante todo, debo decir que no es la primera vez que se pide que las materias relativas a la Comisión de Salud sean revisadas por la de Constitución, Legislación y Justicia. La verdad es que esto constituye un reclamo que no es de ahora. Una de las maneras de resolver el problema podría ser acordar que todos los proyectos pasen primero por la Comisión de Constitución.



En segundo término, con todo respeto -porque el Senador que me antecedió en el uso de la palabra me mira con sorna, pensando en que voy a reclamar sobre el particular, por enésima vez-, yo entiendo nuestras limitaciones como miembros de la Comisión de Salud, pero todos hemos pasado la universidad, logramos convencer a la gente de que vote por nosotros, en fin. O sea, minusvalentes no somos.

La señora RINCÓN.- Aparentemente...

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Aparentemente, al menos.



Señor Presidente, he hablado con el Secretario de la Comisión -y ojalá me escuche él mismo, ya que está junto a la testera, para ver si entendí bien o no- y puedo decir que aquí, en 51 páginas, hay análisis, pero ni una sola propuesta. Por lo tanto, la Comisión de Salud tuvo un enorme acto de fraternidad con la de Constitución para aceptar y tener presente el informe de esta, porque la verdad es que podría perfectamente haberlo omitido, ya que, como digo, no responde a la solicitud que le hicimos.



En tercer término, señor Presidente, me opongo a que el proyecto vaya de nuevo a la Comisión de Constitución.



Esta discusión la hemos tenido hace ya tres o cuatro años. Por lo tanto, lo que procede, a mi juicio, es asumir que la Comisión de Constitución, con todo el respeto que me merecen quienes forman parte de ella, no cumplió con lo que la de Salud respetuosamente le pidió. Será experiencia para nosotros el no volver a preguntar lo que no nos han contestado...



Por último, señor Presidente, yo quisiera solicitar, con toda franqueza, que vayamos al tema de fondo y votemos este proyecto hoy, salvo que haya una petición en otro sentido del Presidente de la  Comisión de Salud, que yo respeto en su mérito y en razón del Reglamento. 



No obstante lo anterior, dejo establecido mi parecer al respecto. Y pido a Dios que ojalá nunca tengamos que pasar de nuevo por una vergüenza como esta. No me parece adecuada la forma en que estamos discutiendo estas materias.



Muchas gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Hago presente a la Sala, y en particular a quienes han intervenido, que en el informe de la Comisión de Salud se hallan consignadas, en cada punto, las opiniones de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. O sea, se tomaron en cuenta.



En segundo término, y con presencia de la Secretaría, se señala que se tuvo presente, en cada asunto, la opinión de la Corte Suprema sobre esta materia. 



Por lo tanto, creo que podemos dar por zanjada esa parte de la discusión. En torno al resto, lo que corresponde es acoger la solicitud del Senador Rossi y dejar el proyecto para segunda discusión.

El señor LARRAÍN.- Yo hice una petición, señor Presidente, y le ruego que la ponga en votación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Sí. Las cosas son incompatibles en el orden. Lo primero fue la petición de segunda discusión. Se puede solicitar posteriormente lo que usted señala.

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Uriarte, y después, la Honorable señora Alvear.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, yo creo de verdad que no están dadas las condiciones para someter a votación este proyecto. El informe que se nos ha entregado, que por lo demás me acaba de llegar, no contiene, ni en lo más  mínimo, lo que relató la Senadora Alvear. No está plasmada en el texto que tenemos a la vista la tremenda discusión que se llevó a cabo en la Comisión de Constitución.



Quiero decir, además, que la indicación que se aprobó se hace cargo de muchos de los problemas y reparos constitucionales, que para nosotros son de la esencia. Y, por lo mismo, lo que procede es devolver el proyecto a la Comisión de Constitución -lo digo con toda humildad, como miembro de la Comisión de Salud; pero pienso que es lo mejor que le puede pasar a esta iniciativa- o a Comisiones unidas, como lo planteaba el Honorable señor Larraín; o, en subsidio, que vaya a una segunda discusión.



 Sin embargo, no podemos tomar una decisión de manera tan ligera tratándose de temas que son muy de fondo, donde, al menos para nosotros, hay 16 artículos que requieren de una votación separada y, eventualmente, de una reserva por problemas de constitucionalidad.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Yo deseo plantearle a la Sala que ya se tomó una decisión. 



Vamos a pasar al siguiente punto de la tabla. No obstante, como me corresponde velar por el respeto de la Corporación, quiero dejar en claro lo siguiente.



Aquí se han hecho ciertas afirmaciones que, me van a perdonar, me parecen impropias, incorrectas o excesivas, porque el Secretario de la Comisión de Salud ha informado a la Mesa la forma como se procedió y que se tuvo en cuenta el informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. No es una materia donde esta última haya tomado acuerdos, porque no se pronunciaron por la vía de indicaciones, sino que se trata de observaciones que, como digo, se han tenido presentes. 



En ese sentido, quiero simplemente señalar, ya que se ha pedido segunda discusión, que ojalá los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia puedan tener el tiempo necesario -los textos pertinentes están a disposición de todos desde hace ya varios días- para tomar conocimiento del contenido del informe de la Comisión de Salud. Y, una vez que este se haya leído, porque hay diferencias de opinión, no se debe olvidar que es la Sala la soberana en materia de constitucionalidad. Ninguna Comisión puede resolver por la Corporación sobre ese particular.



Es evidente para todos nosotros que son temas controvertidos, donde hay pie para la discusión, y será la Sala la que se va a pronunciar.  Por eso, se ha acogido plenamente la petición del último señor Senador que hizo uso de la palabra, para que cada disposición se discuta y se vote en forma individual.



Pasamos al siguiente punto de la tabla.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente? Una cuestión de Reglamento.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín, y después, el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, con absoluto respeto a la Mesa, debo señalar que efectivamente, pedida la segunda discusión por un Comité, se debe conceder. Sin embargo, las decisiones en aspectos como el que nos ocupa no se toman por orden de llegada, sino por sentido común. Y, en este caso, el sentido común hace prevalecer la resolución acerca de si la Sala prefiere que el proyecto vuelva o no a la Comisión de Constitución, sola o unida con la de Salud. Porque si tal fuera el camino, quedaría sin efecto la segunda discusión.



Por lo tanto, procede que se vote primero si la iniciativa va a las Comisiones unidas de Salud y de Constitución o si simplemente tenemos segunda discusión.



Pero me parece que el sentido común indica que hay que votar la petición que yo hice antes de la solicitud de segunda discusión. Y así se lo requiero a la Mesa.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Reglamentariamente, solo para información, debo precisar que la solicitud de segunda discusión es un derecho. Y por eso se concede automáticamente. 



Por respeto a la Sala -les pido a Sus Señorías que en esta materia cooperen con la Mesa-, en virtud de un resquicio, se dio la palabra para plantear cuestiones de Reglamento. Porque ya estaba pedida la segunda discusión; entonces, debió dársele lugar y haberse pasado de inmediato al siguiente punto de la tabla, sin abrir discusión para cambiar el procedimiento en torno al proyecto que nos ocupa.



Aquí se produjo un debate adicional sobre la alteración del procedimiento. Vamos a tener tiempo para analizar el punto. Y, al respecto, les pido a los señores Senadores cooperar con la Mesa. Porque podemos someter el asunto al pronunciamiento de la Sala. Sin embargo, ello significa trabar una discusión paralela, y en este momento no están todos los miembros de la Corporación presentes en el Hemiciclo.



Ahora, sí está claro que el proyecto va a ir a segunda discusión. Entonces, lo trataremos en la Sala durante la primera semana de junio. Eso nos da tiempo para establecer un procedimiento. Y, en mi concepto, sería mejor que fuera concordado.



Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, hemos oído de la Honorable señora Alvear una advertencia que para los miembros de esta Corporación es importante. 



El trabajo de los Senadores se basa en los informes que circulan.



No constituye un dato de segunda relevancia el hecho de que en la Comisión de Constitución se hayan efectuado reparos de gran entidad y, sin embargo, no puedan ser conocidos por la integridad de la Sala.



No todos tenemos la suerte de participar en ese órgano de trabajo. Pero, ciertamente, son de mucha significación lo que allí se intercambia, lo que se aconseja y discute.



En consecuencia, creo que la observación de la Senadora señora Alvear no puede pasar inadvertida.



Me parece, entonces -y por eso apoyo lo propuesto por el colega Hernán Larraín-, que el mejor ámbito para profundizar en la discusión suscitada es precisamente la Comisión de Constitución, ya sea sola, o bien, unida con la de Salud. Y luego procedería la segunda discusión.



Evidentemente, el orden lógico es ese y no otro.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Les daré la palabra a los Senadores señores Patricio Walker, Gómez y Longueira, en este orden.



Antes de que Sus Señorías intervengan, deseo hacer una precisión, para que podamos avanzar en los otros asuntos que figuran en la tabla de esta sesión: este proyecto irá a segunda discusión y la Sala va a verlo en junio.



Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, sin perjuicio de que es factible que acá haya un debate de fondo en el que de alguna manera puedan estar en juego algunas visiones de la vida, en fin, debemos tener presente que existe un mandato a la Comisión de Constitución. Ese mandato se cumplió; se trabajó bastante, durante varias sesiones; escuchamos a constitucionalistas, etcétera. Pero tengo la sensación de que no hay ninguna conversación en torno a lo que aprobó Salud, legítimamente, y lo que en aquella Comisión señalamos sobre la constitucionalidad de algunas normas.



Eso surge luego de leer el informe.



Por lo tanto, apoyo la petición del Senador Hernán Larraín. O sea, propongo que el proyecto vaya a la Comisión especializada, que es Salud (deferencia con ella), y a la de Constitución. Porque está claro que habrá segunda discusión, que no vamos a seguir el debate ahora. Pero la idea es que ambos órganos conversen acerca del informe de la Comisión de Constitución y lo que aprobó la de Salud, tanto más cuanto que no hubo diálogo, no existió comunicación, y esta última no consideró muchos de los aspectos que nosotros observamos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quiero preguntar si el efecto de la segunda discusión es solo que el tratamiento del proyecto se posterga o también que exista una primera discusión en esta oportunidad.

El señor LARRAÍN.- Hay una primera discusión. Y debemos tenerla ahora.

El señor GÓMEZ.- Claro. Yo entiendo que la primera discusión debe efectuarse ahora, y la segunda, después.



Creo que ese es el efecto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Así es. Por eso yo trataba de poner en discusión el artículo 2°. Pero se ha estado obviando el debate por un aspecto reglamentario.



Como estamos en la discusión particular, se podrá debatir el artículo 2°. Pero antes de votarlo hay que mandarlo a segunda discusión.



El Senador señor Longueira pidió la palabra para plantear un punto de Reglamento.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no soy experto en Reglamento -y ha quedado acreditado en varios episodios anteriores-, pero me llamó la atención (y quiero que la Mesa me confirme esto para la sesión de mañana) la afirmación de que el derecho a pedir segunda discusión está por sobre todos los planteamientos que se han formulado en la Sala.



Eso fue lo que Su Señoría dijo.



Porque escuché lo que planteó el Senador Larraín, y me pareció de sentido común: que el proyecto fuera primero a Comisiones y que la discusión tuviera lugar con posterioridad.



Por lo tanto, cuando alguien pide segunda discusión, ello prima por sobre todas las otras solicitudes hechas en la Sala.



No lo había oído nunca. Y es importante tenerlo en cuenta para la sesión especial de mañana.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- “El sentido común es el menos común de los sentidos”, dicen algunos.



De todas maneras, con el respeto que Su Señoría merece, le indico que en el Reglamento de la Corporación está claramente establecido que la solicitud de segunda discusión es un derecho, el que solo está limitado o conculcado por la mediación de una urgencia cuyo plazo expire el mismo día de la petición.



Tal es el caso sobre el que usted pregunta, señor Senador, que no tiene que ver con la discusión reglamentaria en que estamos en este momento, pero sí con el proyecto que debatiremos en la sesión especial de mañana.



En este instante hay dos peticiones formuladas a la Mesa: una, que el proyecto vaya a Comisiones unidas; la otra, que se tramite a cada Comisión separadamente.



Se va a poner en votación si la iniciativa va a Comisiones unidas.

El señor LARRAÍN.- ¿Eso solamente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La decisión de la Mesa es poner en votación ese punto.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide para plantear una cuestión de Reglamento.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Yo entendí, señor Presidente -y no se ha dilucidado el punto-, que usted planteó que lo primero era definir la segunda discusión.



Entonces, quiero que se defina eso.



Por cierto, enfrentado a las dos posibilidades que se abrieron, voy a abstenerme, porque una es peor que la otra.



Además, estoy revisando el informe de la Comisión de Constitución para saber exactamente dónde están planteadas las dudas constitucionales y cuáles son las sugerencias que se nos hacen con el objeto de modificar el texto que aprobamos en la de Salud.



Entonces, señor Presidente, primero quiero dilucidar ese punto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La solicitud de segunda discusión recaída en un proyecto que debe debatirse en particular es distinta de la planteada cuando se discute la idea de legislar. Formalmente, en el primer caso puede debatirse artículo por artículo, pero sin votar.



La Sala deberá tomar una decisión sobre el particular.



Entiendo que la idea de quien solicitó la segunda discusión ahora es postergar el tratamiento del proyecto para otra ocasión: para la primera semana de junio.



Ahora bien, la Mesa opina que debe someterse a consideración de la Sala la petición, que ha tenido respaldo mayoritario, de enviar la iniciativa a Comisiones unidas.



Sin embargo, tenemos un problema reglamentario: ya existe el informe para la discusión particular; y no es común que en esta instancia, cumplido el trámite legislativo pertinente, se pida un tercer informe a Comisiones unidas.



Aquello -lo digo claramente- es inusitado.



Pero la Sala es soberana en la materia.



No hay muchos antecedentes sobre la petición de un tercer segundo informe para la discusión en particular con cambio del procedimiento a fin de que lo emitan Comisiones unidas.



No obstante -reitero-, la Sala es soberana en la materia.



Entonces, sugiero que acordemos la solicitud de un nuevo segundo informe evacuado por las Comisiones unidas de Salud y de Constitución.



Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, si la Comisión de Constitución tiene interés en ver nuevamente el proyecto, que lo haga. Y posteriormente este deberá  pasar una vez más a la de Salud.



Ahora bien, esta es la iniciativa más relevante para el diseño de una política de salud. Lamentablemente, se puso la carreta delante de los bueyes: toda la reforma debiera haber empezado por definir los derechos de los enfermos.



Aquí hay cuestiones fundamentales para el buen trato a los pacientes. Pero también existen aspectos controvertidos, opinables. Por ejemplo, la apasionante discusión acerca de si los jóvenes mayores de 14 años tienen derecho a confidencialidad con respecto a sus padres cuando los atiende un médico.



Sé que se trata de asuntos muy significativos. Es primordial, entonces, que tengamos un juicio sobre ellos.



En consecuencia, si hay insatisfacción por la forma como se incorporaron las visiones de la Comisión de Constitución, es razonable que el proyecto vuelva a esta -en todo caso, para que formule propuestas concretas; porque en su informe más bien expuso planteamientos- y después pase a la Comisión de Salud.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi para un punto de Reglamento.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, esta iniciativa es superimportante. Y entiendo que tanto los parlamentarios de la Alianza como los de la Concertación no esperábamos que se discutiera hoy, porque todos creíamos que se iba a ver el proyecto atinente al permiso posnatal. Hay gente que está trabajando en él en distintos lugares. Y por eso pedí la segunda discusión.



Ahora, me asalta una duda: no sé si el proyecto que nos ocupa pasará a las Comisiones de Salud y de Constitución, unidas, conforme acaba de decir la Mesa, o quedará para segunda discusión. 



Porque hay algo que me cuesta entender, señor Presidente.



Esta iniciativa ya fue vista por la Comisión de Constitución; se emitieron informes, y hubo un amplio debate. El actual Ministro de Salud ha estado presente durante toda la discusión; los Ministros anteriores, también, en la Cámara de Diputados.



Entonces, yo al menos considero un despropósito que el proyecto vaya de nuevo a las Comisiones de Salud y de Constitución. Prefiero, o la segunda discusión, o un nuevo informe de la Comisión de Constitución sobre el último que evacuó la de Salud. Eso sigue un poco la línea de lo que planteó el Presidente del Senado.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Me gustaría hacer una sugerencia.



El Senador señor Rossi -no sé si le entendí bien- parece estar dispuesto a retirar su solicitud de segunda discusión, para que el proyecto vaya a Comisiones unidas y se facilite el debate.



Debo advertir que hay un problema de compatibilidad entre ambas peticiones. Y diré por qué.



Es claro que, si la iniciativa quedara para segunda discusión, habría que analizarla en la Sala el 31 de mayo. Pero eso es incompatible con la petición de un “nuevo segundo informe”, por llamarlo de alguna forma.



Entonces, no sé si habría acuerdo para que el proyecto fuera analizado primero por la Comisión de Constitución y después por la de Salud.

El señor ROSSI.- ¡Eso!

El señor URIARTE.- No: unidas.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Con total deferencia a quienes sostienen una opinión distinta, debo recordar que la práctica de la Corporación ha sido respetar a las Comisiones especializadas. 



La Comisión de Salud tuvo a la vista el informe de la de Constitución, Legislación y Justicia. Y, por cierto, la Mesa debe creerles al Secretario de la Comisión de Salud, don Fernando Soffia, quien tiene el carácter de ministro de fe, y a su ayudante cuando le señalan que así ocurrió.



Ahora, no estoy en condiciones de decir que alguien faltó a la verdad -ello se planteó- en esta materia.



Es natural que en las Comisiones existan opiniones diferentes. Sin embargo, no me parece pertinente sostener que la Comisión de Salud no tomó en cuenta las de la de Constitución. Hay un parecer divergente. Pero ello forma parte del funcionamiento de la Corporación.



Señores Senadores, se pidió determinar si hay otra alternativa.



No seguiré ofreciendo la palabra. Ello, para que la Sala resuelva.



Son claros los puntos que se hallan sobre la mesa: algunos Senadores solicitaron enviar el proyecto a las Comisiones unidas de Constitución y de Salud, y los miembros de la Comisión de Salud, que se remita primero a la de Constitución.



Yo voy a reiterar mi proposición: que la iniciativa pase a Comisiones unidas para que se emita un nuevo segundo informe.



Quienes estén a favor votarán que sí, y los que estén en contra, que no.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le daré la palabra, señor Senador, por la consideración que merece. Pero la Sala deberá pronunciarse sobre el punto luego de su intervención.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, no solo se trata de resolver lo que se plantea. Porque ahora se está generando un problema por enésima vez.



Quiero citar un ejemplo que extraje del nuevo segundo informe de la Comisión de Salud, pues ahí radica la discrepancia. Y Su Señoría ha sido muy claro para señalar lo que sucede.



En la página 17 de ese documento se expresa: “La Comisión de Constitución (...) anotó en su informe que la redacción de este artículo debe hacer primar el derecho de los padres a estar siempre informados en lo que atañe a sus hijos, como un medio de permitirles ejercer la función de formarlos, que la Constitución Política de la República les reconoce.”.


En la Comisión de Salud dijimos no compartir ese enfoque de la de Constitución. Nada más. Entonces, no se nos puede exigir -el señor Presidente lo señaló con mucha claridad- que hagamos prevalecer lo expuesto por la Comisión de Constitución.



Eso es claro. Y por ello me opongo a las dos fórmulas planteadas. No veo razón alguna para que el proyecto vuelva a la Comisión de Constitución -lo afirmo con mucho respeto- si no se cumplieron determinados presupuestos. Porque si lo enviamos allí una vez más, ¿qué nos van a decir? ¿Lo mismo? ¿Nos harán propuestas?



Señor Presidente, yo mantengo mi tesis central: habiendo sido oída ya la Comisión de Constitución, la cual emitió un informe que se presentó a la Comisión de Salud y a la Sala, y debiendo votarse el proyecto, hay que respetar el derecho de dicho órgano técnico a discrepar. ¡Es obvio!



Por lo tanto, no visualizo ningún motivo para remitir de nuevo el proyecto a la Comisión de Constitución o a Comisiones unidas, porque ambas alternativas desconocen principios que nos son esenciales.



Primero, debe respetarse a las Comisiones especializadas, que priman sobre cualesquiera otras.



Segundo, habiendo evacuado su informe, no se ve justificación para que la Comisión de Constitución, estando integrada por los mismos Senadores, cambie su parecer.



Y tercero, ha de respetarse también el derecho de los órganos técnicos a expresar: ¡Hasta cuándo! ¿Quousque tandem, queridos amigos de la Comisión de Constitución, nos seguirán diciendo aquí lo que no respondieron en su informe?



Por lo tanto, opino que el proyecto debe quedar para segunda discusión. Y después veremos.



No soy partidario de ninguna de las dos alternativas propuestas, porque no me parecen adecuadas.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señores Senadores, voy a hacer un planteamiento.



Con todo respeto, la Mesa ha tratado de ser lo más generosa posible ante una serie de cuestiones que no son propiamente de Reglamento.



Sin importar las señales que se envíen, aquí se formuló una petición. Y la Mesa está obligada a someterla a consideración de la Sala.



Se solicitó que el proyecto pase a Comisiones unidas para la emisión de un “tercer segundo informe”.



Antes de que haga uso de la palabra la Senadora señora Alvear, Presidenta de la Comisión de Constitución, debo precisar que pondré en votación la proposición consistente en enviar la iniciativa a Comisiones unidas -como se pidió-, presididas por la Comisión de Salud.

El señor LARRAÍN.- Por la que corresponda. Da lo mismo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señor Senador, es necesario considerar los precedentes existentes en cuanto a que no se debe pasar a llevar a las Comisiones sectoriales cuando se forman Comisiones unidas.



Sobre el particular hay un procedimiento reglamentario. Y lo aplicamos la semana pasada, sin ir más lejos, cuando se pidió remitir un proyecto a Comisiones unidas y no se quiso atropellar a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que lo estaba analizando en propiedad, pues ello podría haber significado que perdiera esta posición.



Solo dejo planteado ese punto, porque entiendo que no hay ánimo de quitarle el conocimiento preferencial de la iniciativa a la Comisión de Salud.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quisiera proponer una solución distinta pero que puede satisfacer -así lo espero- a los señores Senadores.



La Sala fue la que nos pidió -no medió una intervención de la Comisión de Legislación en tal sentido- pronunciarnos sobre la constitucionalidad de ciertos artículos. Para tal efecto recibimos a especialistas. Y cuando expresamos, por unanimidad, que un artículo determinado merece reparos, resulta evidente que emitimos un pronunciamiento, sin que la Comisión de Salud -tiene razón mi Honorable colega Ruiz-Esquide- haya llegado a nuestra misma conclusión.



Como se trata de una cuestión de la índole expresada, sugiero -podría ser muy importante para que cada Senador resuelva bien- que en los artículos donde señalamos que la norma es inconstitucional ello se consigne, a fin de que llame la atención cuando se vote en particular. De esa manera es posible evitar el paso a Comisiones unidas o a uno u otro órgano técnico. En una columna anexa se puede especificar que media un reparo de la Comisión de Legislación. Así, se podrá resolver teniendo en cuenta el parecer de esta última y que la de Salud no estimó pertinente.



En la medida en que una observación de tal naturaleza puede terminar en otra parte, me parece relevante que la tengan presente todos los Senadores que no han participado en el trabajo en las Comisiones involucradas. De ese modo, cabrá formarse una opinión para el efecto de la discusión particular y el avance del proyecto no se seguirá dilatando por su envío a otros órganos técnicos.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No hay unanimidad, Su Señoría.



Cada Senador tiene derecho a efectuar reparos de constitucionalidad en relación con un artículo. Por ende, esa no es facultad de una Comisión ni dependiente de un informe. Conviene que el punto quede despejado.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se la doy por última vez, señor Senador. A mi juicio -excuse el tono-, se manifiesta una actitud medio abusiva en el planteamiento de asuntos reglamentarios.



Se trata de resolver un aspecto de procedimiento, en cuanto a si se requiere un tercer informe con miras a la discusión particular.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sé que la materia es extraordinariamente importante. Y entiendo, además, a quienes quieren que se resuelva luego. Sobre todo, a los que han estado trabajando en la iniciativa.



Sin embargo, ¿por qué hemos insistido? Porque si seguimos el camino, por ejemplo, de ir objetando, de ir haciendo reserva de constitucionalidad, podemos llegar a un proyecto trunco.



En cambio, si se juntaran las Comisiones de Salud y de Legislación para estudiar, no todo el articulado, sino solo aquellas disposiciones susceptibles de dificultades constitucionales, sería posible corregir para bien del texto.



No media solo una discusión de valores. En algunos casos puede haberla, y será la Sala la que decida. Pero, en otros, solo algunas modificaciones, muchas veces, pueden permitir salvar una objeción de constitucionalidad.



Entonces, pido que la normativa sea enviada a Comisiones unidas, con el propósito de que se adviertan solo aquellos artículos -no todo el texto- que a sus integrantes les merecen dudas de constitucionalidad y se vea si estas se pueden superar.



Siempre será la Sala, cualquiera que sea el camino que se tome, la que tenga la última palabra, de manera que aquí no hay ningún ánimo de dilación, sino de hacer las cosas bien.



Solicito que se vote.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se han formulado tres proposiciones con respecto a procedimiento.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROSSI.- Retiro la mía.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se retira, entonces, la petición de segunda discusión.

El señor ROSSI.- No, señor Presidente. La segunda discusión me parece bien.



Lo que quiero es suscribir la propuesta de mi Honorable colega Alvear en el sentido de debatir la iniciativa con las observaciones de la Comisión de Constitución, para que cada parlamentario se pronuncie en mejor forma.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿En qué estamos, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Entiendo que nadie tiene objeción en cuanto a acoger lo expuesto por la señora Senadora.

El señor LARRAÍN.- Pedí que el proyecto fuera enviado a Comisiones unidas.

El señor LAGOS.- ¿Cuál es el sentido de estas últimas?

El señor LONGUEIRA.- ¡Lo que se solicitó antes!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si quiere hablar, señor Senador, le ruego que solicite la palabra. Por el momento, no se la he dado.

El señor LONGUEIRA.- La pido.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Honorable señora Alvear pidió que se complementara el informe con las opiniones que a la Comisión de Constitución, ante la consulta que se le formuló, le merecieron ciertos artículos. A mi juicio, ello en nada se contradice con otros requerimientos formulados. Se apunta a contar con una información adicional.



Eso es lo primero.



Sin perjuicio de que lo anterior se pueda acoger, subsiste la solicitud de que el proyecto sea enviado a Comisiones unidas.

El señor LONGUEIRA.- Eso fue lo primero.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Es lo que se someterá a la consideración de la Sala, porque entiendo que nadie objeta que las conclusiones de la Comisión de Constitución se consignen como información complementaria.



La pregunta es si se determinará el funcionamiento en Comisiones unidas para la emisión de un nuevo informe o intervendrá un órgano técnico tras otro.



La Mesa propuso la primera de esas modalidades.



Quienes estén a favor del trabajo en Comisiones unidas deben votar que sí y quienes se opongan deben pronunciarse negativamente.



Me parece que nadie rechaza el planteamiento de la Honorable señora Alvear.

El señor LARRAÍN.- Ello solo dice relación con las cuestiones de constitucionalidad.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación la elaboración de un informe complementario, nuevo, por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Salud, unidas, restringido a materias de constitucionalidad en el articulado.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por 14 votos a favor, 10 en contra, 2 abstenciones y 3 pareos, el proyecto se envía a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Salud, unidas, en los términos expuestos por la Mesa.



Votaron por la afirmativa los señores Chadwick, Chahuán, Espina, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa la señora Allende y los señores Escalona, Girardi, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma.



Se abstuvieron la señora Alvear y el señor Walker (don Ignacio).



No votaron, por estar pareados, los señores García, Gómez y Kuschel.

El señor LETELIER (Presidente).- Se entiende retirada la petición de segunda discusión.

El señor GÓMEZ.- Pido la palabra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- A propósito de la consulta de un señor Senador, el artículo 129 del Reglamento dispone que “Tendrán segunda discusión todos los asuntos sometidos a la consideración del Senado, cuando lo requiera un Comité”.



Pero su inciso segundo establece que “No habrá lugar a este derecho cuando su ejercicio pueda perjudicar el despacho del asunto dentro del plazo constitucional, legal o reglamentario, establecido para su resolución”.



Entonces, no es posible formular la petición considerando el día de mañana, porque se ha citado a una única sesión, no a dos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Mesa dejó en claro ese punto con anterioridad, cuando un señor Senador planteó la solicitud. La segunda discusión no corresponde cuando median urgencias próximas a vencer. Para el efecto del proyecto en tabla para mañana, se votará hasta su total despacho. No se ha citado a una segunda sesión.
)------------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa una solicitud del Honorable señor Novoa para ausentarse del territorio nacional entre los días 19 y 26 de mayo en curso.



--Se accede.

INDULTO GENERAL

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre indulto general, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7533-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.


Informe de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es otorgar un indulto conmutativo general que beneficie a los siguientes grupos de personas:



-Mujeres condenadas y privadas de libertad que hayan cumplido dos tercios de la pena o que, faltándoles un lapso mayor, sean madres de hijos menores de 2 años.



-Condenados con permiso de salida controlada al medio libre.



-Condenados con beneficio de reclusión nocturna.



A todos ellos se les exigirá someterse a un período de observación y control y suscribir el compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular en el trámite de primer informe, de conformidad con el acuerdo de la Sala de 3 de mayo recién pasado, y aprobó la idea de legislar por tres votos a favor (Senadores señores Chadwick, Espina y Patricio Walker) y uno en contra (Honorable señora Alvear). Los fundamentos de los pronunciamientos se consignan en el informe.



En cuanto a la discusión particular, aprobó los ocho artículos de la normativa, algunos con modificaciones, por tres votos a favor (Senadores señores Chadwick, Espina y Patricio Walker) y uno en contra (Honorable señora Alvear).



El texto que se propone aprobar se puede consultar en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a la vista.



Finalmente, cabe consignar que el proyecto requiere para su aprobación el voto conforme de 18 señores Senadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Pido la palabra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor MUÑOZ ABURTO.- En representación de mi Comité, pido segunda discusión, señor Presidente.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- La iniciativa tiene que ser votada mañana, a más tardar, señor Senador, de modo que le pido reconsiderar su solicitud, ya que se acordó que la sesión que se celebrará es para analizar el proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad.



¿La mantiene?

El señor MUÑOZ ABURTO.- Sí, señor Presidente.



--El proyecto queda para segunda discusión.

RESPONSABILIDAD JURÍDICA POR ACCIÓN DE

ANIMALES POTENCIALMENTE PELIGROSOS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami, en primer trámite constitucional, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos, con informe complementario del nuevo primer informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “simple”, que vence el 4 de junio.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6499-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami):


En primer trámite, sesión 14ª, en 5 de mayo de 2009.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 19ª, en 19 de mayo de 2009.


Salud (nuevo): sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.


Salud (complementario del nuevo): sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.


Discusión:



Sesión 22ª, en 2 de junio de 2009 (vuelve a Comisión de Salud para un nuevo informe).
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El principal objetivo del proyecto, en relación con mascotas o animales de compañía, es promover la tenencia responsable de estos; proteger la salud pública, al aplicar medidas para el control de población de dichas especies; resguardar la salud animal, y regular la responsabilidad por daños que sean consecuencia de su acción.



La Comisión de Salud, en el informe complementario del nuevo primer informe, deja constancia de que discutió la iniciativa en general y en particular en el trámite de primer informe y que aprobó la idea de legislar en 2009 por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide y el entonces Senador señor Arancibia).



En cuanto a la discusión particular, efectuó diversas enmiendas a la moción original, algunas de ellas acordadas por mayoría.



El texto que se propone acoger en general se puede consultar en el informe complementario de 11 de mayo en curso.



Cabe señalar que los artículos 19, 22 y 24 requieren para su aprobación el voto conforme de 20 señores Senadores.



El órgano técnico deja constancia de su proposición para archivar un proyecto originado en la Cámara de Diputados (boletín N° 2.696-11) y una moción del Honorable señor Bianchi (boletín N° 5.847-11), cuyas ideas se encuentran recogidas en el articulado en debate.



También recomienda que este, en la discusión particular, sea conocido por la Comisión de Hacienda, para que informe sobre los preceptos que impliquen gasto o incidan en la administración financiera o presupuestaria del Estado.



Finalmente, la Comisión sugiere cambiar la denominación de la iniciativa por la siguiente: “Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas o animales de compañía”.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, considerando la normativa muy importante y necesaria -entiendo que la urgencia fue calificada de “simple”-, pido segunda discusión, como Comité Partido por la Democracia.

El señor NOVOA.- Podemos iniciar la primera.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La segunda discusión tiene lugar después de la primera. El problema radica en que se ha usado un resquicio en cada uno de los debates que hemos realizado hasta ahora. Normalmente, es para la discusión general, no para la particular.



Conviene consultar el Reglamento.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath para un asunto reglamentario.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el proyecto se superpone a otro sobre el bienestar animal, que aprobamos después de un largo debate. La ley respectiva determina, entre otras cosas, dentro de sus reglamentos y procedimientos, la tenencia responsable de las mascotas o animales de compañía.



Entonces, más que legislar sobre la materia, debiéramos revisar si corresponde dictar un nuevo cuerpo legal o materializar aquel que ya demoramos muchos años en sacar adelante. Este último contempla un Comité de Bioética Animal, la educación para el respeto y protección de los animales, la relación con ellos desde el punto de vista científico y, en forma muy relevante, la tenencia responsable a que he hecho referencia.



Por lo tanto, me atrevo a plantearle a la Sala que, más que votarla, la iniciativa sea revisada por la Comisión que en su oportunidad analizó el otro texto, para considerar si la salida es más bien de carácter reglamentario. Así, no tendremos que volver a legislar sobre una materia respecto de la cual estuvimos varios años discutiendo distintas posiciones, entre ellas la atinente, por ejemplo, a la relación con los animales utilizados en deportes ecuestres, en el rodeo, etcétera. Entonces, ¿para qué volver a abrir un debate?



Por otro lado, siempre sale a relucir la cuestión de las razas peligrosas, con relación a la cual es preciso señalar muy claramente que los peligrosos son los dueños.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le pido referirse al asunto de Reglamento, Su Señoría.

El señor HORVATH.- En lo reglamentario, propongo que se discuta el proyecto, si se desea hacerlo, pero sin votarlo hasta que sea revisado por la Comisión que estudió la iniciativa sobre el bienestar animal, la cual analizó la materia desde una perspectiva mucho más amplia.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Puede hacer uso de ella el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, después de una extensa tramitación, por fin estamos en condiciones de debatir una normativa resultante de varias mociones refundidas, en cuyo tratamiento también me correspondió efectuar algunos aportes cuando fui Diputado.



El articulado en examen constituye una sentida aspiración de la comunidad, de larga data. Ha sido tratado en la Comisión de Salud con altura de miras, en forma acuciosa y escuchándose a diversos actores, expertos, profesionales y representantes de diversas organizaciones, quienes contribuyeron en gran medida, con sus exposiciones, a elaborarlo.



Desde hace algún tiempo, y mientras lo estudiábamos, la comunidad nacional pudo imponerse de la ocurrencia de ataques de diferentes animales contra muchas personas, incluidos sus propios dueños, con resultados de lesiones graves y hasta de muerte.



Por lo tanto, se hacía necesario fijar una ley marco que abordara, fundamentalmente, la tenencia responsable de animales y mascotas, porque, como bien dijo una expositora en la Comisión, el problema debe tener una solución que se centre en sus orígenes y no en sus consecuencias.



Por ello, lo que se requiere es una educación desde la infancia sobre la tenencia de animales, para que sean tratados bien, se les proporcione una adecuada alimentación y dispongan de espacios suficientemente amplios donde desarrollar su vida. 



En nuestra opinión, la eutanasia, aun cuando se la denomine “sacrificio” o “eliminación”, no es una solución, pues resulta de mayor efectividad la esterilización de animales, particularmente de la especie canina, a fin de evitar su reproducción indiscriminada. 



También hemos contemplado que sean los municipios, aunque en coordinación con la autoridad sanitaria, los que asuman la responsabilidad de implementar centros de mantención de animales abandonados o enfermos, para lo cual tendrán la posibilidad de asociarse entre dichas entidades y de contar con la colaboración de otras instituciones, incluso universidades, con el objeto de financiar esos centros o caniles, en el caso de los perros, y de administrar las multas impuestas por contravenciones a la ley que se deban destinar a dicha finalidad. 



Asimismo, regulamos aspectos sobre las responsabilidades civil y penal de los dueños de animales que ataquen a personas, derivadas de la falta de una tenencia responsable y de educación de sus amos que los lleve a incurrir en actos de ferocidad incontrolables.



Por otra parte, hemos establecido normas acerca de la competencia que tendrán los juzgados de policía local respecto de las faltas que se cometan en contravención a la ley, de acuerdo al procedimiento legal contemplado para dichos tribunales. 



Creemos haber estructurado un cuerpo normativo de suma importancia para la comunidad, que indudablemente aún es perfectible, pero que requiere ser aprobado a la mayor brevedad para que no debamos lamentar nuevos ataques, sobre todo de especies caninas contra personas, los que cada cierto tiempo conmocionan a la sociedad y cuyos efectos no se encontraban suficientemente regulados. 



Por eso, me permito pedir a los colegas su voto favorable a esta iniciativa, de manera que pueda continuar avanzando en su tramitación y prontamente convertirse en ley de la República, lo cual resulta indispensable. 



Además, debo recordar que la Cámara de Diputados estuvo estudiando durante dos años un proyecto sobre esta materia, que logramos despachar y enviar a su siguiente trámite. Pero se presentó una nueva iniciativa y el Ejecutivo se comprometió a plantear una indicación sustitutiva, a través de la DIPRES, que jamás llegó. 



Entonces, seamos responsables, porque la ciudadanía va a culpar al Congreso Nacional de no haber despachado en tiempo y forma una regulación por completo necesaria para los efectos de establecer la tenencia responsable de animales. 



¿Qué pasará cuando de nuevo un canino efectúe un ataque que termine lesionando o dando muerte a un ser humano? Nuevamente alguien se preguntará qué ha ocurrido con la normativa que está durmiendo en el Parlamento. 



Por lo mismo, llamo a tener seriedad a este respecto. 



El Ministro del Interior ha manifestado toda su voluntad de involucrarse en el tema, incluso mediante el otorgamiento de recursos para la esterilización masiva de canes que evite la proliferación de perros vagos. 



Sin embargo, antes hay que trabajar y despachar este proyecto de ley. 



He dicho. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Agradecemos al Senador Chahuán su participación y sus opiniones. 



Tiene la palabra al Senador señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, a diferencia del Honorable señor Horvath pero al igual que el colega señor Chahuán, creo que esta iniciativa es muy importante. 



En Chile existe una cantidad inmensa de animales que carecen del debido cuidado de sus amos. Pero no debemos sancionarlos a ellos por agredir a personas, sino a sus dueños, por la responsabilidad que les cabe. 



Hemos presenciado muchos casos de ataques a niñas pequeñas, que incluso han sufrido mutilaciones causadas por perros peligrosos. Y no hay responsabilidades, porque resulta muy difícil tipificar penalmente estas conductas, así como también, a veces, establecer acciones civiles. 



Tampoco se pueden tomar los resguardos necesarios cuando existen riesgos, ni aun tratándose de un animal con prontuario de actos peligrosos que muchas veces se halla en determinado lugar sin las medidas de seguridad adecuadas, porque la autoridad no dispone de ningún medio para proceder a su incautación ni para llevar adelante acciones tendientes a proteger a la comunidad. 



Recuerdo que en San Bernardo un perro peligroso atentó contra niños pequeños en distintas circunstancias. Y la propia alcaldesa, a pesar de que estaba pendiente del asunto, no tuvo atribuciones para prevenir un nuevo ataque del animal, dado que la autoridad no poseía instrumentos para enfrentar el problema. 



El proyecto en debate, además de hacerse cargo de los perros peligrosos, establece obligaciones a las personas que deseen tener animales, en el sentido de respetar su vida, su integridad. La tenencia de una mascota implica, al igual que con un hijo, la responsabilidad de su salud, de mantenerla en su casa, de alimentarla, de evitar la parasitosis u otra enfermedad que pueda dañar incluso a un ser humano. Por eso ahora, cada vez que el dueño de un perro lo deje botado en la calle; cada vez que un individuo no alimente o proteja de enfermedades a su mascota; cada vez que alguien pasee un animal peligroso sin una correa de sujeción ni bozal, será sancionado. 



Todos estos aspectos no están considerados en la ley a la que se refirió el Senador Horvath. 



Además, quiero recordar que este proyecto responde a una indicación del Ejecutivo, es decir, obedece a una política del Gobierno.  



Por otro lado, es hora de que nosotros nos vayamos haciendo cargo cada vez más de que los animales merecen nuestro respeto. Siempre insisto en que tenemos una visión demasiado antropocéntrica de nuestra especie, que se considera única y privilegiada, olvidando la maravillosa historia de la evolución, a la que hemos llegado después de un largo caminar y a través de distintos procesos. 



Pertenecemos a la historia de la vida. Los seres que nos anteceden también integran una hermandad universal. Los humanos debemos ir planteándonos, cada vez con mayor intensidad, lo que se conoce como “empatía universal”, es decir, reconocer una historia anterior. Esto no pretende cuestionar visiones religiosas o espirituales, sino, simplemente, admitir nuestra pertenencia a una historia trascendente y maravillosa. 



Todos los últimos informes y estudios señalan que la vida habría llegado a nuestro planeta a través de nanobacterias contenidas en meteoritos. Por eso tenemos las mismas bases de ADN que dichos microorganismos. Ahí se encuentra la historia sorprendente de nuestros ancestros. La Tierra, como dice el Senador Tuma, fue el planeta de las bacterias durante miles de millones de años. Y nosotros, los humanos, emergimos en ella hace 7 millones de años. Somos recién llegados. 



Todo ello forma parte de nuestra maravillosa historia. Y aparecimos en el período de mayor complejidad de la naturaleza, cuando existe la mayor diversidad desde el punto de vista de las especies. 



Nosotros somos producto de la diversidad. Así que, si destruimos la diversidad, destruimos la vida humana. Hoy, justamente por no reconocer la existencia de otros seres vivos, estamos presionando todos los ecosistemas y limitando la vida de aquellos, con el consiguiente daño a nosotros mismos. 



De ahí que creo que los proyectos sobre cuidado de animales representan un momento terapéutico, donde la especie humana realiza incipientes esfuerzos, todavía insuficientes, para valorar el resto de la vida que nos rodea y que ni siquiera conocemos en su totalidad. En la Tierra existen en este momento entre 30 y 50 millones de especies desconocidas para nosotros, de las cuales no tenemos ninguna información y que no nos interesa conocer. Pero nuestras vidas dependen de todos esos seres vivos. 



Estas iniciativas son interesantes porque abren una ventana, una posibilidad de hermandad, de respeto, de valoración de los demás seres vivos. Nuestra visión antropocéntrica, un tanto arrogante, según la cual creemos que somos el fin último de la evolución y los únicos privilegiados, por así decirlo, para gobernar la naturaleza, nos impide entender que somos parte de ella, que no la podemos regir y que la debemos respetar. 



En definitiva, señor Presidente, el proyecto en estudio me parece muy importante, precisamente porque apunta en el sentido que he descrito. 



He dicho. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Recuerdo que la normativa a la cual se aludió fue despachada hace algún tiempo y se refería al maltrato de animales y no a su tenencia responsable, como la que ahora se encuentra en debate. 



Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Agotada la primera discusión.



--El proyecto queda para segunda discusión. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ha concluido el Orden del Día. 



Voy a proceder a levantar la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a una petición de oficio que ha llegado a la Secretaría. 

PETICIÓN DE OFICIO



--El oficio cuyo envío se anunció es el siguiente:



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Hacienda, para que considere dentro de las modificaciones al DL N° 825 una EXENCIÓN COMPLETA DE IVA PARA PAQUETES TURÍSTICOS OFRECIDOS POR PYMES DE PATAGONIA CHILENA A EXTRANJEROS NO RESIDENTES.

)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 19:14.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción

A N E X O S
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 16ª, ORDINARIA, EN MARTES 10 DE MAYO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier, y, en forma accidental, del Honorable Senador señor Zaldívar.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Concurren, también, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Planificación, y de Transportes y Telecomunicaciones, señores Cristián Larroulet, Felipe Kast y Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente, y el Subsecretario de la Presidencia, señor Claudio Alvarado.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones doce, especial, y trece, ordinaria, y catorce, especial, y quince, ordinaria, de los días 3 y 4 de mayo del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE LA EX DIPUTADA Y DIRIGENTE SINDICAL SEÑORA MARÍA ROZAS VELÁSQUEZ



Antes de comenzar la lectura de la Cuenta, el señor Presidente solicita a la Sala guardar un minuto de silencio en memoria de la señora María Rozas Velásquez, recientemente fallecida a consecuencia de una grave enfermedad.



Al efecto, solicita a los señores Senadores, funcionarios y público en las tribunas ponerse de pie.



La Sala guarda un minuto de silencio.

_______________

CUENTA

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que ha aprobado los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que moderniza y fomenta la competencia del sistema financiero (Boletín N° 7.440-05) (con urgencia calificada de “suma”).



- Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto de ley que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos (Boletín N° 7.036-11) (con urgencia calificada de “simple”).



- Pasa a la Comisión de Salud.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, emite su parecer en cuanto al proyecto de ley relativo a los impedimentos que afectan a los cónyuges para acceder a cargos judiciales (Boletín N° 7.416-07).



- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto a sus antecedentes.



Ocho del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que envía copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015; 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005, y 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes.



- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Ministros de las carteras de Interior y Seguridad Pública, Relaciones Exteriores (S), Secretaría General de la Presidencia, Secretaría General de Gobierno y Energía, con los que remiten, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sendos ejemplares del Balance de Gestión Integral 2010 de la correspondiente Secretaría de Estado y de los servicios dependientes o relacionados.



Del señor Contralor General de la República, con el que, atendiendo a una petición enviada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, remite copia de la respuesta dada por el Contralor Regional de Atacama (S) a la señora Luisa Corral Peña y Lillo, relativa a la aplicación de la ley N° 20.591, sobre Calidad y Equidad de la Educación.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, con el que responde una petición de antecedentes, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa a las medidas necesarias para implementar el Plan Cuadrante de seguridad preventiva, en la comuna de San Javier.



Del señor Ministro de Agricultura, con el que remite un disco compacto que contiene las exposiciones de los participantes en el seminario “Evaluación Técnica Preliminar de Centrales Hidroeléctricas Asociadas a Obras de Riego”, solicitadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que da respuesta a una solicitud de antecedentes, recabada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre un sistema de etiquetado de eficiencia energética para automóviles.



De la señora Ministra del Medio Ambiente, con el que contesta una solicitud dirigida en nombre de los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Horvath, Longueira y Navarro, sobre la posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto de ley que incorpore al Ministro de Bienes Nacionales al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad.



Del señor Director Nacional de Vialidad, con el que da respuesta a una petición enviada en nombre del Honorable Senador señor Larraín Fernández, en materia de asfaltado de un camino rural de la comuna de Cauquenes.



Del señor Director Nacional (S) del Instituto de Previsión Social, con el que remite, atendiendo a una petición cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, copia del oficio N° 2389-582-68, de 10 de enero de 2011, enviado a la Superintendencia de Pensiones.



Del señor Intendente Regional (S) de la Región de Los Ríos, con el que da a conocer la información pedida en nombre del Honorable Senador señor Frei, respecto de la prioridad que en el Fondo Nacional de Desarrollo Regional 2011 se asignará a los proyectos de la comuna de Mariquina.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región de Antofagasta, con el que responde a la petición de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en materia de plantas de agua potable, plantas de tratamiento de aguas servidas y botaderos de residuos sólidos domésticos, en la comuna de Sierra Gorda.



Del señor Alcalde de Tomé, con el que da respuesta a la solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre datos de empleo en esa comuna.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Salud y de la de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la obligatoriedad de rotulación en alimentos transgénicos (Boletín N° 3.818-11).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de Enmienda al Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y Bolivariana de Venezuela”, suscrito en la ciudad de Porlamar, Venezuela, el 26 de septiembre de 2009 (Boletín N° 7.214-10).



- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Escalona y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre nulidad de despidos realizados para recontratar a un trabajador por una remuneración inferior (Boletín N° 7.633-13).



- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Honorable Senador señor Gómez, con la que inicia un proyecto de ley sobre inhabilidad para ingresar a cargos de exclusiva confianza en la Administración del Estado, respecto de personas provenientes del sector privado (Boletín N° 7.635-06).



- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Gómez, mediante la que da inicio a un proyecto de ley que establece una bonificación, de cargo fiscal, en relación con las cotizaciones previsionales de los trabajadores de las artes y espectáculos.



- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero y en el N° 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Proyectos de acuerdo



Dos del Honorable Senador señor Chahuán, respecto de las siguientes materias:



1.- Inclusión de la enfermedad denominada “Distonía” en el Régimen de Garantías Explícitas de Salud (Boletín Nº S 1.358-12).



2.- Funcionamiento de una Comisión especial para solucionar la “Deuda Histórica de los Profesores” (Boletín Nº S 1.359-12).



- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permiso constitucional



Solicitud de la Honorable Senadora señora Rincón, para ausentarse del territorio nacional entre los días 21 y 29 de mayo del año en curso.



- Se accede a lo solicitado.

- - -



Durante el transcurso de la sesión, se da cuenta de un proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Girardi, señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Escalona, Gómez, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, referido a la actuación de las fuerzas policiales durante las manifestaciones en contra de las centrales hidroeléctricas en Aysén (Boletín Nº S 1.360-12).



- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Luego, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien pide recabar el asentimiento de la Sala para remitir al Ejecutivo un oficio requiriéndole su patrocinio respecto del proyecto de ley, del cual es autor, que establece una bonificación de cargo fiscal en relación con las cotizaciones previsionales de los trabajadores de las artes y espectáculos, declarado inadmisible por contener materias de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República. Se accede a lo solicitado.



Acto seguido, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Frei para pedir que la Sala autorice a la Comisión de Hacienda a discutir en general y en particular, con ocasión de su primer informe, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza y fomenta la competencia del sistema financiero (Boletín N° 7.440-05), lo que así se acuerda.

- - -

Aprobación del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que excluye a los menores de edad de la legislación sobre conductas terroristas



El señor Secretario General informa que, habiendo vencido el plazo correspondiente, no se formularon indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que excluye a los menores de edad de la legislación sobre conductas terroristas (Boletín N° 7.529-07), por lo que corresponde darlo por aprobado en particular conforme al artículo 120 del Reglamento.



El señor Presidente declara aprobado en particular este proyecto, dejándose constancia de haberse aprobado con el voto conforme de 27 señores Senadores, de un total de 37 en ejercicio, alcanzándose el quórum constitucional requerido.



El texto del proyecto aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Agréganse al artículo 1º de la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“La presente ley no se aplicará a las conductas ejecutadas por personas menores de 18 años.


La exclusión contenida en el inciso anterior no será aplicable a los mayores de edad que sean autores, cómplices o encubridores del mismo hecho punible. En dicho caso la determinación de la pena se realizará en relación al delito cometido de conformidad a esta ley.”.


Artículo segundo.- Derógase el artículo 3º de la ley Nº 20.467.”.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, ha adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:


Tratar en la sesión del día de hoy, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto signado con el número 3, esto es, el proyecto de ley que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (Boletín N° 7.212-15).

_______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito, que cuenta con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.212-15.



Agrega que este proyecto fue aprobado en general en sesión de 22 de marzo del año en curso.



En su segundo informe la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones propone aprobar el proyecto de ley en los mismos términos en que lo hiciera la Sala con motivo de su discusión en general.

- - -



En discusión en particular la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Novoa, Pizarro y Prokurica.



Cerrado el debate y puesta en votación, esta iniciativa se aprueba por 19 votos a favor de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Kuschel, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma y Zaldívar.



Se deja constancia de la opinión favorable a la iniciativa de los Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Sabag y Uriarte, quedando despachado este asunto en este trámite.



En texto del proyecto de ley despachado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, y de Justicia, en la siguiente forma:


a) Reemplázase, el numeral 4) del inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:


“4) Acreditar, en caso de la Clase A-3, haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la Licencia Profesional Clases A-1, A-2, A-4 o A-5. Tratándose de la Clase A-5, los postulantes deberán acreditar haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la licencia profesional clases A-2, A-3 o A-4.”.


b) Reemplázase el artículo 5º transitorio, por el siguiente:


“Artículo 5º.- Los titulares de licencias de conductor Clase A-1 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente la licencia profesional Clase A-3. Asimismo, los titulares de licencias de conductor Clase A-2 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente las licencias profesionales clases A-3 y A-5. 


En los casos aludidos en el inciso anterior, deberá acreditarse haber aprobado un curso de capacitación en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje, en primer trámite constitucional, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde discutir el asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje, en primer trámite constitucional, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.338-07.



Agrega que sus objetivos principales son:



1) Establecer un sistema de registro electoral con inscripción automática y cambio de domicilio electoral, que incorpore al padrón electoral a todas las personas que cumplan con los requisitos para ello.



2) Modificar la organización, estructura y funciones del Servicio Electoral.



3) Modernizar el sistema de votaciones.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento analizó el proyecto en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Chadwick, Espina, Larraín Fernández, Quintana y Walker (don Patricio).



El señor Secretario General precisa que la discusión en general de este proyecto comenzó en sesión de 4 de mayo, quedando inscritos algunos señores Senadores para hacer uso de la palabra.



Al finalizar, hace presente que la iniciativa requiere para su aprobación del voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, pues sus normas revisten rango orgánico constitucional, con excepción de los artículos 6°, 8° y 9° que son normas de ley común.

- - -



Prosiguiendo la discusión en general de la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Zaldívar, Chadwick, Escalona, Navarro, Tuma, Bianchi, Sabag, Pizarro y Letelier.



Además, interviene el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.



Cerrado el debate y puesta en votación, esta iniciativa se aprueba por 32 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, cumpliéndose así con el quórum constitucional exigido.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamenta su voto positivo el Honorable Senador señor Orpis.



Luego de declarar aprobada en general la iniciativa el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Sabag y Zaldívar, quienes piden recabar el asentimiento de la Sala en orden a que este proyecto sea conocido, en segundo informe, en comisiones unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Gobierno, Descentralización y Regionalización, lo que así se acuerda.



Además, a proposición del señor Presidente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 13 horas del día lunes 13 de junio del año en curso.



Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto aprobado en general es el que se consigna en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta de manera íntegra en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Desarrollo Social, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, e informe de la Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Desarrollo Social, que cuenta con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, e informe de la Comisión de Hacienda, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.196-06.



Agrega que este proyecto fue aprobado en general en sesión de 22 de diciembre de 2010.



Las Comisiones informantes advierten que los artículos 9°, 10, 13, 17, 18, 19, 21, 22, 23 y 26 y segundo, tercero, cuarto y quinto transitorios, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general. En consecuencia, deben darse por aprobados, salvo que algún Senador solicite su discusión y votación. De estas disposiciones el artículo 13 tiene carácter de norma orgánica constitucional.



Los artículos citados se dan por aprobados en forma reglamentaria, con el quórum constitucional requerido, esto es, 21 Senadores de 37 en ejercicio.



Enseguida, el señor Secretario General explica que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización efectuó diversas enmiendas al proyecto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas unánimemente.



Por su parte, la Comisión de Hacienda introdujo dos modificaciones al texto despachado por la citada Comisión de Gobierno, las que aprobó también en forma unánime.



Al finalizar, precisa que las enmiendas unánimes se deben votar sin debate, salvo que algún Senador requiera su discusión o existan indicaciones renovadas, y que de dichas enmiendas acordadas por unanimidad tienen carácter de normas orgánicas constitucionales las recaídas en los artículos 1°, 3°, 4°, 5°, 6°, 8°, 11, 12, 14, 20 y 25.

- - -



En su segundo informe, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización propone incorporar las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- Créase el Ministerio de Desarrollo Social como la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia de equidad o desarrollo social, especialmente aquellas destinadas a erradicar la pobreza y brindar protección social a las personas o grupos vulnerables, promoviendo la movilidad e integración social y la participación con igualdad de oportunidades en la vida nacional.


El Ministerio de Desarrollo Social velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia de equidad o desarrollo social, a nivel nacional y regional. Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará porque dichos planes y programas se implementen en forma descentralizada o desconcentrada, en su caso.


Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social tendrá a su cargo la administración, coordinación, supervisión y evaluación de la implementación del Sistema Intersectorial de Protección Social creado por la Ley N° 20.379, velando porque las prestaciones de acceso preferente o garantizadas que contemplen los subsistemas propendan a brindar mayor equidad o desarrollo social o ambas a la población en el marco de las políticas, planes y programas establecidos.


Corresponderá también a este Ministerio evaluar los proyectos de inversión que solicitan financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos, de manera que respondan a las estrategias y políticas de crecimiento y desarrollo económico y social que se determinen para el país. 


Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará por la participación de la sociedad civil en las materias de su competencia, en especial, aquellas dirigidas a personas o grupos vulnerables.


El Ministerio de Desarrollo Social procurará mantener información a disposición de la sociedad respecto al acceso y mantención de los programas sociales a que se refiere esta Ley.”.

Artículo 2°

N° 1


Sustituirlo por el siguiente:


“1) Programas Sociales: conjunto integrado y articulado de acciones, prestaciones y beneficios destinados a lograr un propósito específico en una población objetivo, de modo de resolver un problema o atender una necesidad que la afecte.


Dichos programas deberán encontrarse incluidos en la definición funcional de gasto público social. 


Un reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará los criterios y procedimiento a través del cual se determinará qué programas se clasificarán  funcionalmente dentro del gasto público social. En la formulación de estos criterios se deberá oír al Comité Interministerial de Desarrollo Social del artículo 11° de esta Ley.”.

N° 2


Incorporar la frase “y bienestar social” a continuación del vocablo “vida”.

Números 3 y 4


Reemplazarlos por los siguientes:


“3) Banco Integrado de Programas Sociales: Registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, que contiene información correspondiente a los programas sociales, que estén o no en ejecución, que hayan sido o estén siendo sometidos a alguna de las evaluaciones a que hace referencia la letra c) y la letra d) del artículo 3°. Este registro incluirá, a lo menos, una descripción del programa social, el Informe de Recomendación o el Informe de Seguimiento, en los casos en que el programa social cuente con ellos. En  caso que se realicen evaluaciones de impacto o ex–post por alguna entidad pública a un programa social, el Banco Integrado de Programas Sociales deberá también contener los informes de dicha evaluación. El registro será público en los términos del Título III de la Ley Nº 20.285.


4) Banco Integrado de Proyectos de Inversión: Registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, que contiene los proyectos de inversión que han sido evaluados, estén o no en  ejecución, que requieren financiamiento del Estado. Este registro incluirá, al menos, una descripción del proyecto, el informe de evaluación, demás antecedentes a que hacen referencia las letras g) y h) del artículo 3°, si correspondiera y las evaluaciones posteriores a su implementación, si las tuvieren. El registro será público en los términos de la Ley Nº 20.285.”.

° ° °


Incorporar, a continuación, los siguientes números 5) y 6), nuevos, a este artículo:


“5) Proyectos de Inversión: Iniciativas de inversión pública destinadas a resolver un problema o atender una necesidad que afecte a una población objetivo, tales como aquellas referidas a la creación, modificación, reposición o a cualquier otra actividad relacionada con la posibilidad de mejorar, incrementar o mantener la productividad de bienes o la prestación de servicios. Dichas iniciativas  deberán ser limitadas en el tiempo y encontrarse incluidas en el inciso 4º del artículo 19º bis del decreto ley Nº 1.263 de 1975. Se incluirán también las iniciativas de inversión pública que sean financiadas mediante transferencias de capital y aquellas a que se refiere el inciso final del artículo 2º del decreto Nº 900 del Ministerio de Obras Públicas, de 1996 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley Nº 164 del referido Ministerio.


6) Garantías de Protección Social: Son aquellas acciones y prestaciones de acceso preferente o garantizado que, en el marco del Sistema Intersectorial de Protección Social, pueden exigir los beneficiarios ante el organismo que corresponda en cada caso de conformidad a la ley respectiva, de tal forma de propender al desarrollo social o equidad en el marco de las políticas, planes y programas establecidos.”.

Artículo 3°

Letra b)


Incorporar a continuación de las expresiones “servicios públicos,” la siguiente frase final: “así como su coordinación y complementación con otros programas sociales en ejecución o que planteen implementarse.”.

Letra c)


Reemplazarla por la siguiente:


“c) Evaluar y pronunciarse, a través de un informe de recomendación fundado sobre la consistencia, coherencia y atingencia, entre otros factores, de los programas sociales nuevos o que planteen reformularse, por los ministerios o servicios públicos, de manera de lograr una coordinación en el diseño de las políticas sociales. Dichos programas deberán contar con el referido informe para solicitar su financiamiento en el proceso anual de formulación del proyecto de Ley de Presupuestos.


Para dar cumplimiento a lo establecido en el inciso precedente, el Ministerio de Desarrollo Social deberá, entre otros, estudiar la realidad social, nacional y regional, velar porque el diseño del programa propuesto sea consistente con los objetivos planteados y revisar que los programas sociales en formación o los ya existentes, sean complementarios y estén coordinados, de manera de evitar duplicidades o superposiciones.


Un Reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará, entre otros, el contenido, las etapas, plazos, posibilidad y forma de solucionar observaciones y reformular los programas sociales, la vigencia de las evaluaciones efectuadas, las demás materias relativas a la presentación de las propuestas de nuevos programas sociales y, en general, las normas necesarias para asegurar la eficiencia y transparencia del proceso de evaluación. Asimismo, el Reglamento determinará la gradualidad con que comenzarán aplicarse estas evaluaciones, para lo cual fijará plazos y definirá órdenes de evaluación entre los programas sociales. Las demás normas e instructivos necesarios para regular los programas sociales serán dictados conjuntamente por dichos ministerios.


Lo dispuesto en esta letra es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de Informes de Recomendación respecto a programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2° de la presente Ley.”.

Letra d)


Reemplazarla por la siguiente:


“d) Colaborar con el seguimiento de la gestión e implementación de los programas sociales que estén siendo ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes de éste y de otros ministerios, mediante la evaluación de, entre otros, su eficiencia, eficacia y su focalización. Estos informes de seguimiento de ejecución de los programas sociales deberán ser puestos a disposición del Comité Interministerial de Desarrollo Social.


Lo dispuesto en esta letra se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de seguimiento respecto a programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2°.”.

Letra e)


Sustituirla por la siguiente:


“e) Analizar de manera periódica la realidad social, nacional y regional, de modo de detectar las necesidades sociales de la población e informarlas al Comité Interministerial de Desarrollo Social, para lo cual deberá considerar, entre otros, los antecedentes que al efecto le entreguen los gobiernos regionales. El resultado de los estudios y análisis debe mantenerse publicado en el sitio electrónico del Ministerio de manera permanente, de acuerdo a las normas establecidas en el Título III de la ley N° 20.285.”.

Letra g)


Sustituirla por la siguiente:


“g) Evaluar los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social, y elaborar un informe al respecto, de conformidad al artículo 19 bis del Decreto Ley N° 1.263 de 1975, Orgánico de la Administración Financiera del Estado. En cumplimiento de lo anterior, deberá establecer y actualizar los criterios y las metodologías aplicables en la referida evaluación. La determinación de estos criterios y metodologías deberá considerar, especialmente, la incorporación de indicadores objetivos y comprobables respecto al desarrollo de los proyectos de inversión. Las metodologías y sus criterios de evaluación deberán, asimismo, mantenerse a disposición permanente del público a través del sitio electrónico del Ministerio de Desarrollo Social.


En cumplimiento de lo anterior, le corresponderá velar porque toda inversión que utilice financiamiento del Estado sea socialmente rentable, y que responda a las políticas nacionales y regionales de desarrollo. Los Ministros de Desarrollo Social y de Hacienda, conjuntamente, establecerán directrices basadas en las características de los proyectos de inversión y de aquellos financiados mediante transferencias de capital, a partir de las cuales no se les hará exigible el informe señalado en el inciso anterior, las que serán revisadas anualmente y se mantendrán publicadas de conformidad al citado inciso. Estas directrices se informarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Lo dispuesto en esta letra se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes respecto de iniciativas no comprendidas en la presente Ley.”.

Letra i)


Intercalar a continuación de la denominación “Comisión Especial Mixta de Presupuestos,” la frase “de los Gobiernos Regionales, de los Consejos Regionales y de los Alcaldes,”.

Letra k)


Reemplazar en el párrafo segundo la frase “normas e instructivos necesarios” por “instrucciones generales necesarias”.

Letras l) y m)


Reemplazarlas por las siguientes:


“l) Elaborar las demás normas e instructivos relativos a las evaluaciones e Informes, cuando corresponda, de las letras d), g) y h) precedentes. Las normas e instructivos correspondientes a las letras g) y h), serán elaboradas en conjunto con el Ministerio de Hacienda.


m) Capacitar a los formuladores de programas sociales y de proyectos de inversión, en materia de preparación, presentación y evaluación de los mismos, conforme al plan anual de capacitación y dentro de sus posibilidades presupuestarias.”.

Letra p)


Sustituirla por la siguiente:


“p) Impartir instrucciones y ejecutar cualquier otra acción necesaria para que exista coherencia funcional entre las políticas, planes y programas sociales ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social y coordinar su ejecución.”.

° ° °


Intercalar, a continuación, la siguiente letra q), nueva:


“q) Establecer las políticas, planes y programas a que deberán ceñirse los organismos e instituciones dependientes del Ministerio de Desarrollo Social, o que se relacionen con el Presidente de la República por su intermedio, los cuales, anualmente, deberán elaborar un informe que dé cuenta de la implementación de las políticas señaladas.”.

° ° °

Letra r)


Pasa a ser letra s), reemplazada por la siguiente:


“s) Solicitar a los demás ministerios, servicios o entidades públicas la entrega de la información disponible y que el Ministerio de Desarrollo Social requiera para el cumplimiento de sus funciones. Los ministerios, servicios o entidades públicas deberán proporcionar esta información oportunamente. De no encontrarse disponible la información requerida, los ministerios, servicios o entidades públicas podrán solicitar la colaboración de otras entidades del Estado. Las demás unidades evaluadoras que existan o se creen en otros ministerios, antes de solicitarla directamente, deberán consultar al Ministerio de Desarrollo Social la existencia de la información que estudian requerir de los demás ministerios, servicios o entidades públicas obligadas a informar al tenor de esta ley.


Respecto de los requerimientos sobre información amparada por la reserva establecida en el artículo 35 del Código Tributario, el Ministerio de Desarrollo Social sólo podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos información relativa a los ingresos de las personas que sea indispensable para verificar la elegibilidad de quienes solicitan beneficios o son beneficiarios de los programas sociales. En su requerimiento, el Ministerio deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada. El Servicio de Impuestos Internos  informará, en el ámbito de su competencia, de acuerdo a los antecedentes que consten en sus registros para el uso de sus funciones propias.


El personal del Ministerio de Desarrollo Social que tome conocimiento de la información tributaria reservada estará obligado en los mismos términos establecidos por el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario. El incumplimiento de este deber hará aplicable las sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el Párrafo VIII del Título V del Libro II del Código Penal.


Sólo se podrá solicitar información considerada dato sensible de acuerdo a la ley, cuando sea indispensable para verificar la  elegibilidad de quienes solicitan beneficios o son beneficiarios de los programas sociales, o la mantención de los mismos, y para complementar la información contenida en el registro señalado en el artículo 6° de la Ley 19.949. En su requerimiento, el Ministerio deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada.”.

Letra s)


Pasa a ser letra t), reemplazada por la siguiente:


“t) Sistematizar y analizar registros de datos, información, índices y estadísticas que describan la realidad social del país y que obtenga en el ámbito de su competencia, además de publicar la información recopilada conforme a la normativa vigente.


En el tratamiento de datos personales a que hace mención esta letra, el Ministerio deberá consagrar y respetar los derechos de acceso, rectificación, corrección, y omisión por parte de los administrados, y deberá tomar todas las medidas de seguridad en el tratamiento de datos sensibles.”.

Letra u)


Suprimirla.

° ° °


Incorporar a continuación las siguientes letras v) y w), nuevas:


“v) Presentar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar en junio de cada año, un Informe de Desarrollo Social.


w) Estudiar y proponer las metodologías que utilizará en la recolección y procesamiento de información para la entrega de encuestas sociales y otros indicadores, en materias de su competencia.”.

° ° °

Artículo 5°


Sustituir las expresiones “r) y s) del artículo 3° precedente.” por “s), t), u), v) y w) del artículo 3° precedente.”.

Artículo 6°

Inciso primero


Reemplazar las expresiones “letras ñ), o), p), q) y r)” por “letras ñ), o), p), q), r), s) y u)”.

° ° °


Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La Subsecretaría de Servicios Sociales tendrá también a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social”.

° ° °

Artículo 8°

Inciso primero


Reemplazar la frase “quien asesorará al Intendente y servirá de organismo coordinador” por la oración “quien asesorará al Intendente, velará por la coordinación de los programas sociales que se desarrollen a nivel regional y servirá de organismo coordinador”.

Inciso segundo

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente


“a) Prestar asesoría técnica al Intendente.”.

° ° °


Intercalar, a continuación, el siguiente literal b), nuevo:


“b) Colaborar con el Subsecretario de Evaluación Social en la efectiva coordinación de los programas sociales que se desarrollen a nivel regional.”.

° ° °

Letra i)


Pasa a ser letra j), reemplazada por la siguiente:


“j) Colaborar, a solicitud de las Municipalidades, en la capacitación de sus funcionarios en el diseño y formulación de proyectos de inversión y programas sociales.”.

° ° °


Incorporar, enseguida, la siguiente letra k), nueva:


“k) A petición de las Municipalidades, colaborar, dentro de sus posibilidades y en las materias que competen al Ministerio de Desarrollo Social, en la elaboración y armonización del Plan Comunal de Desarrollo que exige la letra a) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.695.”.

Artículo 11


Reemplazar la frase “lineamientos de la política del Gobierno en materia de programas sociales.” por “lineamientos de la política social del Gobierno.”, e intercalar a continuación del término “ministerios” las expresiones “y servicios”.

Artículo 12

Letra f)


Suprimir la conjunción “y” final.

Letra g)


Sustituir el punto aparte (.) por la conjunción “y” precedida de una coma (,).

° ° °


Incorporar la siguiente letra h), nueva:


“h) El Director Nacional del Servicio Nacional de la Mujer”.


A continuación, agregar un inciso final del siguiente tenor:


“En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso primero.”.

° ° °

Artículo 14

Letra a)


Sustituir la frase “la política de desarrollo social del Estado” por “las políticas de equidad o desarrollo social.”.

Letra c)


Reemplazar la frase “de desarrollo social y su cumplimiento,” por “de equidad o desarrollo social y su cumplimiento,”.

° ° °


Intercalar, a continuación, la siguiente letra e), nueva, pasando las actuales letras e) y f) a ser letras f) y g), respectivamente:


“e) Aprobar los criterios de evaluación para determinar, entre otros, la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que planteen implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios o servicios públicos, propuestos por el Ministerio.”.

° ° °

Artículo 15


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 15.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social celebrará sesiones cuando lo convoque su Presidente. El quórum para sesionar será de 4 miembros y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del Ministro Presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar al menos dos veces al año.”.

Artículo 16


Incorporar un nuevo inciso primero, del siguiente tenor, pasando el actual inciso primero a ser segundo:


“Artículo 16.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Desarrollo Social, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento. El Comité contará con el apoyo de un funcionario del Ministerio de Desarrollo Social, propuesto por el Ministro del ramo y aprobado por el Comité, quien actuará como Secretario del mismo, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas.”.

Artículo 20


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 20.- Deróganse los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6° y 27 de la Ley N° 18.989, que crea el Ministerio de Planificación. Esta derogación entrará en vigencia a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social.”

Artículo 27


En el nuevo inciso tercero del artículo 24 de la ley N° 18.482, que se incorpora en virtud de este artículo, intercalar la siguiente frase que sigue al segundo punto seguido (.):


“La determinación de ésta deberá considerar también el impacto regional de dichas propuestas.”.

° ° °


A continuación, incorporar el siguiente artículo 28, nuevo:


“Artículo 28.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 34 B de la ley N° 19.728, entre la palabra “Hacienda” y la conjunción copulativa “y”, la frase “, de Evaluación Social”.

° ° °

Artículos Transitorios

Artículo Primero

Inciso primero

Números 2 y 3


Agregar la forma verbal “deberá” a continuación del vocablo “planta” la vez que aparece en cada uno de estos números.

N° 4


Intercalar a continuación de la voz “grado” la frase “y en la misma calidad jurídica”.

N° 6


Reemplazar el párrafo segundo por el siguiente:


“Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad, no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o los respectivos decretos con fuerza de ley y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley que correspondan.”.

° ° °


Incorporar el siguiente N° 8, nuevo:


“8) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.”.

° ° °

Artículo Tercero


Suprimirlo.

- - -



Por su parte, la Comisión de Hacienda propone en su informe introducir las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe:

Artículo 3°

Letra i)


Incorporar una coma (“,”) a continuación de  la frase “de los Consejos Regionales”; suprimir la conjunción “y” que sucede a la misma frase; e intercalar, entre la palabra “Alcaldes” y la coma (“,”) que le sigue, lo siguiente: “y de los Concejos Municipales”.

Artículo 8°

Inciso segundo


Suprimir, en su encabezamiento, el artículo “Les” e iniciar con mayúsculas la voz “corresponderá”.

- - -



Puesto en discusión en particular el proyecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Sabag y Zaldívar.



Cerrado el debate y sometido a votación en particular, se aprueba por 33 votos a favor, de un total de 37 en ejercicio, cumpliéndose de esta manera con el quórum constitucional exigido.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto afirmativo los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Kuschel, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Quintana y Uriarte.



Acto seguido, el señor Presidente declara aprobada en particular la iniciativa y concede el uso de la palabra al señor Ministro de Planificación.



Queda despachado este asunto en este trámite.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

Párrafo 1°

Objetivos, Funciones y Atribuciones


Artículo 1°.- Créase el Ministerio de Desarrollo Social como la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes, y programas en materia de equidad o desarrollo social, especialmente aquellas destinadas a erradicar la pobreza y brindar protección social a las personas o grupos vulnerables, promoviendo la movilidad e integración social y la participación con igualdad de oportunidades en la vida nacional.


El Ministerio de Desarrollo Social velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia de equidad o desarrollo social, a nivel nacional y regional. Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará porque dichos planes y programas se implementen en forma descentralizada o desconcentrada, en su caso.


El Ministerio de Desarrollo Social tendrá a su cargo la administración, coordinación, supervisión y evaluación de la implementación del Sistema Intersectorial de Protección Social creado por la ley N° 20.379, velando porque las prestaciones de acceso preferente o garantizadas que contemplen los subsistemas propendan a brindar mayor equidad y desarrollo social a la población en el marco de las políticas, planes y programas establecidos.


Corresponderá también a este Ministerio evaluar los proyectos de inversión que solicitan financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos, de manera que respondan a las estrategias y políticas de crecimiento y desarrollo económico y social que se determinen para el país.


Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará por la participación de la sociedad civil en las materias de su competencia, en especial, aquellas dirigidas a personas o grupos vulnerables.


El Ministerio de Desarrollo Social procurará mantener información a disposición de la sociedad respecto al acceso y mantención de los programas sociales a que se refiere esta ley.


Artículo 2°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:


1) Programas Sociales: conjunto integrado y articulado de acciones, prestaciones y beneficios destinados a lograr un propósito específico en una población objetivo, de modo de resolver un problema o atender una necesidad que la afecte.


Dichos programas deberán encontrarse incluidos en la definición funcional de gasto público social.


Un reglamento expedido por medio del Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará los criterios y procedimiento mediante el cual se determinará qué programas se clasificarán funcionalmente dentro del gasto público social. En la formulación de estos criterios se deberá oír al Comité Interministerial de Desarrollo Social del artículo 11 de esta ley.


2) Personas o Grupos Vulnerables: aquellos que por su situación o condición social, económica, física, mental o sensorial, entre otras, se encuentran en desventaja y requieren de un esfuerzo público especial para participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional y acceder a mejores condiciones de vida y bienestar social.


3) Banco Integrado de Programas Sociales: registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, que contiene información correspondiente a los programas sociales que estén o no en ejecución, que hayan sido o estén siendo sometidos a alguna de las evaluaciones a que hacen referencia la letra c) y la letra d) del artículo 3°. Este registro incluirá, a lo menos, una descripción del programa social, el informe de recomendación o el informe de seguimiento, en los casos en que el programa social cuente con ellos. En caso de que se realicen evaluaciones de impacto o ex-post por alguna entidad pública a un programa social, el Banco Integrado de Programas Sociales deberá también contener los informes de dicha evaluación. El registro será público en los términos del Título III de la ley Nº 20.285.


4) Banco Integrado de Proyectos de Inversión: registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, que contiene los proyectos de inversión que han sido evaluados, estén o no en ejecución, que requieren financiamiento del Estado. Este registro incluirá, al menos, una descripción del proyecto, el informe de evaluación, demás antecedentes a que hacen referencia las letras g) y h) del artículo 3°, si correspondiera, y las evaluaciones posteriores a su implementación, si las tuvieren. El registro será público en los términos de la ley Nº 20.285.


5) Proyectos de Inversión: iniciativas de inversión pública destinadas a resolver un problema o atender una necesidad que afecte a una población objetivo, tales como aquellas referidas a la creación, modificación, reposición o a cualquier otra actividad relacionada con la posibilidad de mejorar, incrementar o mantener la productividad de bienes o la prestación de servicios. Dichas iniciativas deberán ser limitadas en el tiempo y encontrarse incluidas en el inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley Nº 1.263, de 1975. Se incluirán también las iniciativas de inversión pública que sean financiadas mediante transferencias de capital y aquellas a que se refiere el inciso final del artículo 2º del decreto Nº 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, del referido Ministerio.


6) Garantías de Protección Social: aquellas acciones y prestaciones de acceso preferente o garantizado que, en el marco del Sistema Intersectorial de Protección Social, pueden exigir los beneficiarios ante el organismo que corresponda en cada caso, de conformidad a la ley respectiva, de tal forma de propender al desarrollo social o equidad en el marco de las políticas, planes y programas establecidos.


Artículo 3°.- Corresponderán especialmente al Ministerio de Desarrollo Social las siguientes funciones y atribuciones:


a) Estudiar, diseñar y proponer al Presidente de la República las políticas, planes y programas sociales de su competencia, en particular las orientadas a las personas o grupos vulnerables y la erradicación de la pobreza.


b) Establecer, previa aprobación del Comité Interministerial de Desarrollo Social a que se refiere el artículo 11, los criterios de evaluación para determinar, entre otros, la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que planteen implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios o servicios públicos, así como su coordinación y complementación con otros programas sociales en ejecución o que planteen implementarse.


c) Evaluar y pronunciarse, mediante un informe de recomendación fundado, sobre la consistencia, coherencia y atingencia, entre otros factores, de los programas sociales nuevos o que planteen reformularse, por los ministerios o servicios públicos, de manera de lograr una coordinación en el diseño de las políticas sociales. Dichos programas deberán contar con el referido informe para solicitar su financiamiento en el proceso anual de formulación del proyecto de Ley de Presupuestos.


Para dar cumplimiento a lo establecido en el inciso precedente, el Ministerio de Desarrollo Social deberá estudiar la realidad social, nacional y regional, velar porque el diseño del programa propuesto sea consistente con los objetivos planteados y revisar que los programas sociales en formación o los ya existentes sean complementarios y estén coordinados, de manera de evitar duplicidades o superposiciones.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará, entre otros aspectos, el contenido, las etapas, plazos, posibilidad y forma de solucionar observaciones y reformular los programas sociales, la vigencia de las evaluaciones efectuadas, las demás materias relativas a la presentación de las propuestas de nuevos programas sociales y, en general, las normas necesarias para asegurar la eficiencia y transparencia del proceso de evaluación. Asimismo, el reglamento determinará la gradualidad con que comenzarán a aplicarse estas evaluaciones, para lo cual fijará plazos y definirá órdenes de evaluación entre los programas sociales. Las demás normas e instructivos necesarios para regular los programas sociales serán dictados conjuntamente por dichos ministerios.


Lo dispuesto en esta letra es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de recomendación respecto a programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2° de esta ley.


d) Colaborar con el seguimiento de la gestión e implementación de los programas sociales que estén siendo ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes de éste y de otros ministerios, mediante la evaluación de, entre otros, su eficiencia, su eficacia y su focalización. Estos informes de seguimiento de ejecución de los programas sociales deberán ser puestos a disposición del Comité Interministerial de Desarrollo Social.


Lo dispuesto en esta letra se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de seguimiento respecto a programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2°.


e) Analizar de manera periódica la realidad social nacional y regional de modo de detectar las necesidades sociales de la población e informarlas al Comité Interministerial de Desarrollo Social, para lo cual deberá considerar, entre otros, los antecedentes que al efecto le entreguen los gobiernos regionales. El resultado de los estudios y análisis debe mantenerse publicado en el sitio electrónico del Ministerio de manera permanente, de acuerdo a las normas establecidas en el Título III de la ley N° 20.285.


f) Definir los instrumentos de focalización de los programas sociales, sin perjuicio de las facultades de otros ministerios a estos efectos. Uno o más reglamentos expedidos por el Ministerio de Desarrollo Social, suscritos además por el Ministro de Hacienda, y en su caso por los ministros sectoriales que corresponda, establecerán el diseño, uso y formas de aplicación del o de los referidos instrumentos y las demás normas necesarias para su implementación.


g) Evaluar los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social, y elaborar un informe al respecto, de conformidad al artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado. En cumplimiento de lo anterior deberá establecer y actualizar los criterios y las metodologías aplicables en la referida evaluación. La determinación de estos criterios y metodologías deberá considerar, especialmente, la incorporación de indicadores objetivos y comprobables respecto al desarrollo de los proyectos de inversión. Las metodologías y sus criterios de evaluación deberán, asimismo, mantenerse a disposición permanente del público en el sitio electrónico del Ministerio de Desarrollo Social.


En cumplimiento de lo anterior le corresponderá velar porque toda inversión que utilice financiamiento del Estado sea socialmente rentable y responda a las políticas nacionales y regionales de desarrollo. Los Ministros de Desarrollo Social y de Hacienda, conjuntamente, establecerán directrices basadas en las características de los proyectos de inversión y de aquellos financiados mediante transferencias de capital, a partir de las cuales no se les hará exigible el informe señalado en el párrafo anterior, las que serán revisadas anualmente y se mantendrán publicadas de conformidad al citado párrafo. Estas directrices se informarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Lo dispuesto en esta letra se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes respecto de iniciativas no comprendidas en esta ley.


h) Analizar los resultados de los estudios de preinversión y de los proyectos de inversión evaluados, con el objeto de validar los criterios, beneficios y parámetros considerados en la evaluación a que hace referencia la letra precedente.


Asimismo, realizará el seguimiento de los proyectos de inversión en ejecución y estudios de preinversión. Para ello utilizará los informes que le sean presentados por el organismo público que solicita se emita el documento interno de la Administración.


i) En conjunto con el Ministerio de Hacienda, poner a disposición de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, de los Gobiernos Regionales, de los Consejos Regionales, de los Alcaldes y de los Concejos Municipales, durante el mes de agosto de cada año, un informe de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión evaluados por el Ministerio de Desarrollo Social que indique, a lo menos, el porcentaje de inversión decretada y ejecutada en el año precedente que fue sometida a la evaluación señalada en el inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, y el porcentaje de ésta que obtuvo rentabilidad social positiva.


j) Colaborar, en el ámbito de su competencia, con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda en la preparación anual de la Ley de Presupuestos del Sector Público, para lo cual pondrá a disposición de la Dirección de Presupuestos los informes de recomendación de programas sociales y evaluación de inversiones establecidos en las letras c), d), g) y h) precedentes.


k) Administrar el Banco Integrado de Programas Sociales y el Banco Integrado de Proyectos de Inversión.


Con este fin elaborará, conjuntamente con la Dirección de Presupuestos, las instrucciones generales necesarias para establecer el diseño y adecuado funcionamiento de dichos Bancos.


l) Elaborar las demás normas e instructivos relativos a las evaluaciones e informes, cuando corresponda, de las letras d), g) y h) precedentes. Las normas e instructivos correspondientes a las letras g) y h) serán elaboradas en conjunto con el Ministerio de Hacienda.


m) Capacitar a los formuladores de programas sociales y de proyectos de inversión en materia de preparación, presentación y evaluación de los mismos, conforme al plan anual de capacitación y dentro de sus posibilidades presupuestarias.


n) Administrar el Registro de Información Social a que se refiere el artículo 6° de la ley N° 19.949, que estableció un Sistema de Protección Social para familias en Situación de Extrema Pobreza denominado “Chile Solidario”.


ñ) Administrar, coordinar, supervisar y evaluar la implementación del Sistema Intersectorial de Protección Social establecido en la ley N° 20.379.


o) Velar por el mejoramiento constante en la gestión del Sistema Intersectorial de Protección Social, de los subsistemas que lo integran y de los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social.


p) Impartir instrucciones y ejecutar cualquier otra acción necesaria para que exista coherencia funcional entre las políticas, planes y programas sociales ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social y coordinar su ejecución.


q) Establecer las políticas, planes y programas a que deberán ceñirse los organismos e instituciones dependientes del Ministerio de Desarrollo Social, o que se relacionen con el Presidente de la República por su intermedio, los cuales, anualmente, deberán elaborar un informe que dé cuenta de la implementación de las políticas señaladas.


r) Celebrar convenios de desempeño con los jefes de los servicios dependientes o relacionados del Ministerio de Desarrollo Social.


s) Solicitar a los demás ministerios, servicios o entidades públicas la entrega de la información disponible y que el Ministerio de Desarrollo Social requiera para el cumplimiento de sus funciones. Los ministerios, servicios o entidades públicas deberán proporcionar esta información oportunamente. De no encontrarse disponible la información requerida, los ministerios, servicios o entidades públicas podrán solicitar la colaboración de otras entidades del Estado. Las demás unidades evaluadoras que existan o se creen en otros Ministerios, antes de solicitarla directamente, deberán consultar al Ministerio de Desarrollo Social la existencia de la información que estudian requerir de los demás ministerios, servicios o entidades públicas obligadas a informar al tenor de esta ley.


Respecto de los requerimientos sobre información amparada por la reserva establecida en el artículo 35 del Código Tributario, el Ministerio de Desarrollo Social sólo podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos la información relativa a los ingresos de las personas que sea indispensable para verificar la elegibilidad de quienes solicitan beneficios o son beneficiarios de los programas sociales. En su requerimiento el Ministerio deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada. El Servicio de Impuestos Internos informará, en el ámbito de su competencia, de acuerdo a los antecedentes que consten en sus registros.


El personal del Ministerio de Desarrollo Social que tome conocimiento de la información tributaria reservada estará obligado en los mismos términos establecidos por el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario. El incumplimiento de este deber hará aplicable las sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el Párrafo 8 del Título V del Libro Segundo del Código Penal.


Sólo se podrá solicitar información considerada dato sensible de acuerdo a la ley cuando sea indispensable para verificar la elegibilidad de quienes solicitan beneficios o son beneficiarios de los programas sociales, o la mantención de los mismos, y para complementar el Registro de Información Social señalado en el artículo 6° de la ley N° 19.949. En su requerimiento, el Ministerio deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada.


t) Sistematizar y analizar registros de datos, información, índices y estadísticas que describan la realidad social del país y que obtenga en el ámbito de su competencia, además de publicar la información recopilada conforme a la normativa vigente.


En el tratamiento de datos personales a que hace mención esta letra, el Ministerio deberá consagrar y respetar los derechos de acceso, rectificación, corrección, y omisión por parte de los administrados, y deberá tomar todas las medidas de seguridad en el tratamiento de datos sensibles.


u) Asesorar técnicamente a los Intendentes, por medio de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social, en las materias de competencia del Ministerio de Desarrollo Social que tengan aplicación regional.


v) Presentar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar en junio de cada año, un Informe de Desarrollo Social.


w) Estudiar y proponer las metodologías que utilizará en la recolección y procesamiento de información para la entrega de encuestas sociales y otros indicadores, en materias de su competencia.


x) Las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Párrafo 2°

De la Organización


Artículo 4°.- La organización del Ministerio de Desarrollo Social será la siguiente:


a) El Ministro de Desarrollo Social.


b) La Subsecretaría de Evaluación Social.


c) La Subsecretaría de Servicios Sociales.


d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio deberán considerarse áreas funcionales, tales como las encargadas de estudiar la realidad social, de evaluar la consistencia de los programas sociales que se propone implementar, de realizar el seguimiento de la ejecución de los programas sociales, de articular el Sistema Intersectorial de Protección Social, de coordinar la ejecución de sus servicios relacionados o dependientes, de evaluar la rentabilidad social de las iniciativas de inversión y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Desarrollo Social.


Artículo 5°.- La Subsecretaría de Evaluación Social estará a cargo del Subsecretario de Evaluación Social, quien será su jefe superior. En particular le corresponderá especialmente colaborar con el Ministro en el ejercicio de las funciones establecidas en las letras a), b), c), d), e), f), g), h), i), j), k), l), m), n), s), t), u), v) y w) del artículo 3°.


Artículo 6°.- La Subsecretaría de Servicios Sociales estará a cargo del Subsecretario de Servicios Sociales, quien será su jefe superior. En particular le corresponderá colaborar especialmente con el Ministro en el ejercicio de las funciones establecidas en las letras ñ), o), p), q), r), s) y u) del artículo 3°.


La Subsecretaría de Servicios Sociales tendrá también a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.


Artículo 7°.- El Ministro de Desarrollo Social será subrogado, en primer orden, por el Subsecretario de Evaluación Social. En caso de ausencia o impedimento de éste, el Ministro será subrogado por el Subsecretario de Servicios Sociales. Lo anterior, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.


Artículo 8°.- En cada Región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial de Desarrollo Social, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio de Desarrollo Social, quien asesorará al Intendente, velará por la coordinación de los programas sociales que se desarrollen a nivel regional y servirá de organismo coordinador de la ejecución de las políticas y programas sociales relacionados con este Ministerio a nivel regional y de evaluador de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital, para determinar su rentabilidad social y que tengan aplicación regional.


Corresponderá en especial a las Secretarías Regionales Ministeriales:


a) Prestar asesoría técnica al Intendente.


b) Colaborar con el Subsecretario de Evaluación Social en la efectiva coordinación de los programas sociales que se desarrollen a nivel regional.


c) Colaborar con el Subsecretario de Servicios Sociales en la coordinación de la acción de los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social.


d) Colaborar con el Subsecretario de Servicios Sociales en la coordinación regional y, en caso de ser necesario, en la coordinación local de los subsistemas que forman parte del Sistema Intersectorial de Protección Social regulado en la ley N° 20.379.


e) Velar por el mejoramiento constante en la ejecución de las políticas y programas sociales y propender a un trabajo coordinado entre los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social a nivel regional.


f) Realizar, de acuerdo a los criterios definidos por la Subsecretaría de Evaluación Social, la evaluación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que tengan aplicación regional y que soliciten financiamiento del Estado, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital, para determinar su rentabilidad social. Además, deberán emitir los informes respectivos y estudiar su coherencia con las estrategias regionales de desarrollo.


g) Colaborar con la Subsecretaría de Evaluación Social en la realización de estudios y análisis permanentes de la situación social regional y mantener información actualizada sobre la realidad regional.


h) Colaborar con la Subsecretaría de Evaluación Social en la identificación de las personas o grupos vulnerables de la Región.


i) Colaborar, a solicitud de las municipalidades, en la evaluación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión financiados con fondos comunales, para determinar su rentabilidad social. Estos proyectos podrán ser incorporados al Banco Integrado de Proyectos de Inversión a que se refiere el número 4) del artículo 2°.


j) Colaborar, a solicitud de las municipalidades, en la capacitación de sus funcionarios en el diseño y formulación de proyectos de inversión y programas sociales.


k) Colaborar, a petición de las municipalidades, dentro de sus posibilidades y en las materias que competen al Ministerio de Desarrollo Social, en la elaboración y armonización del Plan Comunal de Desarrollo que exige la letra a) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Párrafo 3°

Del Personal


Artículo 9°.- El personal del Ministerio de Desarrollo Social estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, y en materia de remuneraciones a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.


Artículo 10.- El personal del Ministerio de Desarrollo Social deberá guardar reserva y secreto absolutos de la información que contenga datos personales de la cual tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores. Asimismo, deberá abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del Estatuto Administrativo se estimará que los hechos que configuren infracciones a este artículo vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

TÍTULO II

Del Comité Interministerial de Desarrollo Social


Artículo 11.- Créase el Comité Interministerial de Desarrollo Social, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política social del Gobierno. Adicionalmente, este Comité constituirá una instancia de coordinación, orientación, información y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran.


Artículo 12.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social estará integrado por los siguientes Ministros:


a) El Ministro de Desarrollo Social, quien lo presidirá.


b) El Ministro de Hacienda.


c) El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia.


d) El Ministro de Educación.


e) El Ministro de Salud.


f) El Ministro de Vivienda y Urbanismo.


g) El Ministro del Trabajo y Previsión Social.


h) El Ministro Director del Servicio Nacional de la Mujer.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Desarrollo Social podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros Secretarios de Estado, funcionarios de la Administración del Estado o personas de reconocida competencia en el ámbito social.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso primero.


Artículo 13.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social reemplazará al Comité de Ministros creado en la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, y al Comité Interministerial establecido en la ley N° 20.379, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social, de manera que toda referencia realizada a estos Comités se entenderá hecha al Comité Interministerial de Desarrollo Social creado por la presente ley.


En consecuencia, y sin perjuicio de las funciones que de conformidad a esta ley le correspondan, cuando el Comité Interministerial de Desarrollo Social deba conocer las materias a que se refiere la ley N° 20.422 deberá abordarlas en forma prioritaria. El Comité deberá adoptar todas las medidas que sean necesarias de manera de contar en estas sesiones con la participación de los Ministros de Justicia y de Transportes y Telecomunicaciones, conforme lo requiere la ley N° 20.422. En la medida que el Comité Interministerial de Desarrollo Social se encuentre conociendo de las materias a que dicha ley se refiere no se requerirá la integración de los Ministros de Hacienda y Secretaría General de la Presidencia.


Asimismo, cuando de conformidad a lo dispuesto en esta ley y en la ley N° 20.379 le corresponda al Comité Interministerial de Desarrollo Social conocer de las materias a que dicho cuerpo legal se refiere, las abordará prioritariamente y el secretario del Comité Interministerial de Desarrollo Social velará porque en tanto se traten las materias propias de esa ley el Comité se integre por los miembros que establece el reglamento de la ley N° 20.379.


Artículo 14.- Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Desarrollo Social:


a) Proponer al Presidente de la República los lineamientos y objetivos estratégicos de las políticas de equidad o desarrollo social.


b) Proponer al Presidente de la República políticas públicas, planes y programas sociales de aplicación o cobertura interministerial.


c) Conocer las metas estratégicas definidas anualmente por cada Ministerio en materia de equidad o desarrollo social y su cumplimiento, además de su coherencia con los lineamientos y objetivos estratégicos a que se refiere la letra a) precedente.


d) Conocer los informes elaborados por la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social a que se refiere la letra d) del artículo 3°.


e) Aprobar los criterios de evaluación para determinar, entre otros, la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que planteen implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios o servicios públicos, propuestos por el Ministerio.


f) Proponer la reformulación, el término o la adopción de medidas para potenciar programas sociales, según corresponda, en base a las evaluaciones que sobre los mismos se encuentren disponibles o que el Comité haya propuesto realizar.


g) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.


Artículo 15.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social celebrará sesiones cuando lo convoque su presidente. El quórum para sesionar será de 4 miembros y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del ministro presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar al menos dos veces al año.


Artículo 16.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Desarrollo Social, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento. El Comité contará con el apoyo de un funcionario del Ministerio de Desarrollo Social, propuesto por el ministro del ramo y aprobado por el Comité, quien actuará como secretario del mismo, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas.


Los acuerdos del Comité Interministerial de Desarrollo Social que deban materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Desarrollo Social.

TÍTULO III

DISPOSICIONES FINALES


Artículo 17.- El Ministerio de Desarrollo Social será el sucesor legal y patrimonial del Ministerio de Planificación, una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en el número 1) del artículo primero transitorio de esta ley.


En consecuencia, las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa vigente hagan a la Oficina de Planificación Nacional y al Ministro Director de dicha Oficina; así como al Ministerio de Planificación y Cooperación y al Ministro de Planificación y Cooperación; y al Ministerio de Planificación y al Ministro de Planificación, deberán entenderse hechas al Ministerio de Desarrollo Social y al Ministro de Desarrollo Social, respectivamente.


Asimismo, las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa realicen al órgano de planificación nacional, entidad planificadora o cualquier expresión similar o equivalente, se entenderán hechas al Ministerio de Desarrollo Social, siempre y cuando se trate de materias de su competencia.


Artículo 18.- No será aplicable al Ministerio de Desarrollo Social la limitación contenida en el inciso primero del artículo 16 de la ley N° 18.091.


Artículo 19.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 30 de la ley N° 20.403, a continuación de la palabra “Hacienda”, la frase “, de Evaluación Social”.


Artículo 20.- Deróganse los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6° y 27 de la ley N° 18.989, que crea el Ministerio de Planificación. Esta derogación entrará en vigencia a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social.


Artículo 21.- Agrégase, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, en el inciso primero del artículo 62 de la ley N° 20.422, a continuación de la palabra “Planificación”, la siguiente frase: “, a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.


Artículo 22.- Agrégase, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, en el artículo 1° de la ley N° 19.042, que crea el Instituto Nacional de la Juventud, a continuación de la locución “y Cooperación”, la frase “, por intermedio de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.


Artículo 23.- Intercálase, en el inciso segundo del artículo 6° de la ley N° 19.949, que establece un Sistema de Protección Social para Familias en Situación de Extrema Pobreza denominado Chile Solidario, a continuación de la palabra “mismos” lo siguiente: “, los montos que perciban por estos conceptos, las causales por las cuales tengan la calidad de beneficiarios”.


Artículo 24.- Sustitúyese el inciso final del artículo 2° del decreto N° 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, y sus modificaciones, por el siguiente:


“La realización de estudios de preinversión y los proyectos de inversión a ejecutarse mediante el sistema de concesión deberán contar, como documento interno de la Administración, con un informe emitido por el Ministerio de Desarrollo Social. En el caso de los proyectos de inversión, el informe deberá estar fundamentado en una evaluación técnica y económica que analice su rentabilidad social. Los informes relativos a los estudios de preinversión y proyectos de inversión formarán parte del Banco Integrado de Proyectos de Inversión administrado por el Ministerio de Desarrollo Social. Mientras no se cuente con dicho informe no se podrá iniciar el proceso de licitación.”.


Artículo 25.- A los gobiernos regionales corresponderán exclusivamente las funciones y atribuciones en materia de planificación del desarrollo de la Región, mediante el diseño, elaboración, aprobación y aplicación de políticas, planes y programas dentro de su territorio, los que deberán ajustarse a las políticas nacionales de desarrollo y al presupuesto de la Nación.


Artículo 26.- Reemplázanse, en la letra f) del artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1-18.359, de 1985, que traspasa y asigna funciones a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, la expresión final “, y” por un punto y coma (;)   y  el punto final (.) del último numeral de la letra g) por la expresión “, y”, y agrégase una letra h), nueva, del siguiente tenor:


“h) Velar por la coherencia de los planes y estrategias regionales con las políticas y estrategias nacionales de desarrollo.”.


Artículo 27.- Agrégase al artículo 24 de la ley N° 18.482 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto y final:


“Del mismo modo, los estudios y proyectos de inversión de las empresas a las que se aplican las normas establecidas en el artículo 11 de la ley N° 18.196 deberán contar, como documento interno de la Administración, con un informe de evaluación del Ministerio de Desarrollo Social, del Sistema de Empresas Públicas (SEP), de la Comisión Chilena del Cobre o del Ministerio de Energía, entre otros, según sea el caso. Dicho informe deberá fundarse en una evaluación técnico-económica que de cuenta de su rentabilidad. La determinación de ésta deberá considerar también el impacto regional de dichas propuestas. Corresponderá al Ministerio de Hacienda impartir instrucciones y resolver al respecto. Las empresas aludidas deberán remitir al Ministerio de Desarrollo Social una copia del citado informe, cuando éste no sea elaborado por dicha Secretaría de Estado, dentro de los treinta días siguientes a la recepción por parte de los referidos organismos responsables de elaborarlo, y demás antecedentes que el Ministerio de Desarrollo Social solicite para el adecuado estudio de dicho informe.”.


Artículo 28.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 34 B de la ley N° 19.728, a continuación del vocablo “Hacienda”, la frase “, de Evaluación Social”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de esta ley, establezca por medio de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por medio del Ministerio de Planificación y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de Desarrollo Social. Además, determinará la fecha de supresión del Ministerio de Planificación.


2) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Evaluación Social. El encasillamiento en esta planta deberá incluir personal del Ministerio de Planificación.


3) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Servicios Sociales. El encasillamiento en esta planta deberá incluir personal del Ministerio de Planificación.


4) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Planificación a las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


5) Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica, a cada una de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. La individualización del personal traspasado se realizará en decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Planificación.


6) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en las plantas que fije. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 5) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dicho cargo por cualquier razón. Podrá, además, determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.


Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


7) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo, respecto de los empleos a contrata incluidos en estas dotaciones.


8) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


Artículo segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, y traspasará a ellas los fondos de la Subsecretaría de Planificación necesarios para que cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo tercero.- La modificación a que se refiere el artículo 24 de esta ley, que sustituye el inciso final del artículo 2° del decreto N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, entrará en vigencia transcurridos 12 meses desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo cuarto.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo primero transitorio de la presente ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 1.678.541 miles.


Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el primer año de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Planificación o el órgano que lo reemplace. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con estos recursos.”.

_______________



Luego, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi, Frei, Muñoz Aburto, Navarro y Pizarro, han requerido que, en sus nombres, se dirijan oficios a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los mencionados señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 17ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 11 DE MAYO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier, y, en forma accidental, del Honorable Senador señor Kuschel.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, también, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Justicia, señores Cristián Larroulet y Felipe Bulnes, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones doce, especial; trece, ordinaria; catorce, especial, y quince, ordinaria, de los días 3 y 4 de mayo del año en curso, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios



Del señor Ministro de Salud, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, respecto de control sanitario y de salud pública en la salmonicultura (Boletín Nº S 1.311-12).



Del señor Ministro de Agricultura, con el que contesta una solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Frei, orientada a iniciar el estudio de una legislación de protección a los suelos agrícolas en función de su capacidad productiva. 



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que responde a la petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Frei, en orden a disponer de un terreno fiscal para habilitar la sede social de la Asociación Indígena Rayén Mahuisa, en la comuna de Mariquina.



Del señor Subsecretario de Previsión Social, con el que da respuesta a una petición, dirigida en nombre de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Lagos, Navarro y Tuma, para que se estudie el envío de un proyecto de ley sobre administración e inversión del seguro de accidentes laborales y enfermedades profesionales.



De la señora Alcaldesa de la Municipalidad de Coelemu, con el que da respuesta a la solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre datos de empleo en esa comuna.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Mociones



Del Honorable Senador señor Gómez, con la que da inicio a un proyecto de ley que establece compensación a usuarios por interrupción, restricción o racionamiento del suministro de agua potable (Boletín N° 7.636-09).



- Pasa a la Comisión de Obras Públicas y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Dos del Honorable Senador señor Navarro, con las que inicia los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que prohíbe discriminaciones arbitrarias respecto del ingreso y permanencia en las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile (Boletín N° 7.638-02).



- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.



2.- Proyecto de ley sobre adopción de menores por parte de personas solteras, divorciadas o viudas (Boletín N° 7.639-07).



- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi y Walker, don Patricio, con la que dan inicio a un proyecto de ley respecto de protección policial en manifestaciones públicas (Boletín N° 7.640-07).



- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Quintana, Walker, don Patricio, Chahuán, Rossi y Uriarte, mediante la que inician un proyecto de ley sobre enfermedades poco frecuentes (Boletín N° 7.643-11).



- Pasa a la Comisión de Salud.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Chahuán, Escalona y Quintana, con la que inician un proyecto de ley que otorga a don Vicente Bianchi Alarcón los galardones y pensiones correspondientes a los premios nacionales.



- Se declara inadmisible por tratarse de una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.



Moción de los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona, Muñoz Aburto y Rossi, con la que dan inicio a un proyecto de ley que impide, a los contribuyentes que indica, la deducción de determinadas donaciones como crédito o gasto.



- Se declara inadmisible por tratarse de un asunto que sólo puede tener su origen en la Cámara de Diputados, según lo establecido en el inciso segundo del artículo 65 de la Constitución Política.

Permisos Constitucionales



Solicitudes de los Honorables Senadores individualizados a continuación, para ausentarse del país en las fechas que en cada caso se señala, todas del presente año:



1.- Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, entre los días 21 y 29 de mayo.



2.- Honorable Senador señor Zaldívar, a contar del día 22 de mayo.



- Si le parece a la Sala, se accedería a lo solicitado.

- - -



Durante el transcurso de la sesión, se da cuenta de un informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales, en Haití (Boletín N° S 1.356-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política).



- Queda para Tabla.

- - -



Enseguida, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Allende para recabar el asentimiento de la Sala en orden a remitir al Ejecutivo un oficio requiriéndole su patrocinio respecto del proyecto de ley que presentara junto a los Senadores señora Rincón y señores Escalona, Muñoz aburto y Rossi, que impide a los contribuyentes que indican deducir determinadas donaciones como crédito o gasto, que fuera declarado inadmisible por contener materias de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.



Se accede a lo solicitado.

______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias, e informe de la Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde discutir el asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias, e informe de la Comisión de Hacienda, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 5.363-03.



Añade que la controversia que se suscitó entre ambas Cámaras surgió a raíz del rechazo en general de esta iniciativa por el Senado, en el segundo trámite constitucional.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Cámaras, y por unanimidad, propone mantener los textos de las letras a) y b) del número 1 y el número 2 tal como fueron aprobados por la Cámara de Diputados, y reemplazar la letra c) del número 1 aumentando a cuatro años el plazo máximo para establecer una salvaguardia.



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Hacienda se pronunció respecto de la proposición de la Comisión Mixta, dando así cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, registrándose las siguiente votaciones:



a) Por su aprobación, los Senadores señores Escalona y Kuschel; por el rechazo, los Senadores Lagos y Novoa, se abstuvo el Senador señor Frei.



b) Repetida la votación se produjo idéntico resultado.



c) No existiendo una posición que haya obtenido mayor número de votos se aplicó la regla del empate y, por encontrarse vencida la urgencia para la Comisión, se dio por desechada la proposición de la Comisión Mixta.



Finaliza indicando que la Cámara de Diputados, en sesión de 22 de marzo del año en curso, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.

- - -



En discusión este asunto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores García, Coloma, Espina, Escalona, Lagos, Frei, Larraín Fernández, Zaldívar, señora Alvear y señores Navarro y Letelier.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, se aprueba por 16 votos a favor, 4 en contra y 7 abstenciones.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Orpis, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte y Zaldívar.



Votan por el rechazo los Honorables Senadores señores Girardi, Lagos, Muñoz Aburto y Novoa.



Se abstienen los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Cantero, Frei, Pizarro, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Fundamentan su voto favorable los Honorables Senadores señores García y Larraín Fernández.



Fundamenta su voto negativo el Honorable Senador señor Novoa.



Cabe consignar que la Honorable Senadora señora Alvear se inhabilitó para votar, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 8° del Reglamento.



Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto de ley despachado por el Congreso Nacional, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 7° de la ley Nº 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado lo fijó el decreto con fuerza de ley Nº 31, del Ministerio de Hacienda, de 2005:


1. Modifícase el inciso cuarto, del siguiente modo:


a) Reemplázase la expresión “un año”, por “dos años”;


b) Elimínase la siguiente frase: “por un período que no exceda de un año, y por una sola vez”;


c) Sustitúyese el párrafo final, que expresa: “La prórroga de la sobretasa deberá contemplar un calendario de desmantelamiento gradual, salvo circunstancias excepcionales debidamente calificadas por la Comisión.”, por el siguiente: “El período total de vigencia de la medida, incluido el período de aplicación provisional, la medida inicial y su prórroga, no podrá exceder de cuatro años.”.


2. Intercálase a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así correlativamente:


“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso séptimo del artículo 9°, cuando la vigencia de una sobretasa sea superior a un año, incluido el período de aplicación provisional de la misma, la Comisión deberá analizar anualmente la medida en vigor, teniendo en consideración la situación de la rama de la producción afectada así como las normas establecidas en los tratados internacionales vigentes.”.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios, que cuenta con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.534-07.


Agrega que su objetivo principal es modificar el actual régimen de libertad condicional para excluir a los secretarios regionales ministeriales de justicia de la decisión relativa al otorgamiento de dicho beneficio, de manera de radicar esta facultad en las Comisiones de Libertad Condicional. Además, para el caso de incumplimiento de la pena de multa, establece la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad como pena alternativa.


Finaliza indicando que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto sólo en general, y le dio aprobación a la idea de legislar en la materia por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Walker (don Patricio).

- - -

En discusión en general la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi y Orpis.


Cerrado el debate y puesta en votación la idea de legislar en la materia, se aprueba por 25 votos a favor de los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto afirmativo los Honorables Senadores señores Espina y Walker (don Patricio).


Se deja constancia de la opinión favorable al proyecto del Honorable Senador señor Horvath.


Concluida la votación y luego de una consulta del Honorable Senador señor Letelier, interviene el señor Ministro de Justicia.


A proposición del señor Presidente, la Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 13 horas del día lunes 30 de mayo del año en curso.


Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto aprobado en general es el que se consigna en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta de manera íntegra en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales”, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Agricultura


El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales”, que cuenta con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Agricultura, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia “simple”, y que tiene el Boletín N° 6.426-10.


Agrega que su objetivo principal es establecer un marco jurídico que permita garantizar al obtentor de una nueva variedad vegetal el reconocimiento del derecho sobre su creación.


La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó este proyecto en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Larraín Fernández, Kuschel, Letelier y Tuma, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.


Por su parte, la Comisión de Agricultura recibió en audiencia a especialistas y representantes de instituciones interesadas en la materia, luego de lo cual aprobó en general y en particular la iniciativa por la mayoría de sus miembros, Senadores señores Coloma, García y Larraín Peña, y el voto en contra de los Senadores señora Rincón y señor Quintana.

- - -


En discusión en general y en particular la iniciativa, ningún señor Senador hace uso de la palabra.


Cerrado el debate y sometida a votación en general y en particular, esta iniciativa se aprueba con 13 votos a favor, 5 en contra y 6 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica y Tuma.


Votan por el rechazo los Honorables Senadores señora Rincón y señores Gómez, Navarro, Pizarro y Quintana.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Escalona, Horvath, Letelier, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable los Honorables Senadores señores García, Kuschel, Larraín Peña y Tuma.


Fundamentan su voto de rechazo los Honorables Senadores señora Rincón y señores Navarro y Quintana.


Queda despachado este asunto.

- - -


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales”, de 2 de diciembre de 1961, revisado en Ginebra según el Acta de 19 de marzo de 1991.”.

_______________



A continuación, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath, han requerido que, en sus nombres, se dirijan oficios a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



En el tiempo de los Comités Partido Renovación Nacional; Independientes; Partido MAS (Movimiento Amplio Social) y Partido Demócrata Cristiano; Partido Socialista, y Partido por la Democracia, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Kuschel; Cantero; Navarro; Escalona, y Quintana, respectivamente, quienes solicitan el envío de oficios requiriendo antecedentes a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados señores Senadores, de conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Radical Social Demócrata.

_______________



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.216, QUE ESTABLECE MEDIDAS ALTERNATIVAS A LAS PENAS PRIVATIVAS O RESTRICTIVAS DE LIBERTAD


Con motivo del Mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente 
PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.216, que establece medidas que indica como alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad y deroga disposiciones que señala:

1) Sustitúyese el encabezado de la ley por el siguiente: "Establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.".

2) Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:

"Artículo 1°.- La ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad podrá sustituirse por el tribunal que las imponga, por algunas de las siguientes penas:

a) Remisión condicional.

b) Reclusión parcial.

c) Libertad vigilada.

d) Libertad vigilada intensiva. 

e) Expulsión. 

f) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

No procederá la facultad establecida en el inciso precedente ni la del artículo 34 de esta ley, tratándose de los autores de los delitos consumados previstos en los artículos 141, incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 362; 372 bis; 390, y 391, N° 1, del Código Penal, salvo en los casos que en la determinación de la pena se hubiere considerado la circunstancia primera establecida en el artículo 11 del mismo Código.

Asimismo, no podrá imponerse a los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, la pena establecida en la letra f) del inciso primero.

Asimismo, tampoco el tribunal podrá aplicar las penas señaladas en el inciso primero, a los autores del delito consumado previsto en el inciso primero del artículo 436 del Código Penal, que hubiesen sido condenados anteriormente por los delitos contemplados en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código.".

3) Sustitúyese la denominación del Título I por la siguiente:

"De la Remisión Condicional y de la Reclusión Parcial".

4) Elimínase en el epígrafe del Párrafo 1° la expresión "de la pena".

5) Reemplázase el artículo 3° por el siguiente:

"Artículo 3°.- La remisión condicional consiste en la sustitución del cumplimiento de la pena privativa de libertad por la discreta observación y asistencia del condenado ante la autoridad administrativa durante cierto tiempo.".

6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4°:

a) Elimínase en el encabezado la expresión "de la pena".

b) Suprímese en la letra a) la expresión "condenatoria".

c) Sustitúyese la letra b) por la siguiente:

"b) Si el penado no ha sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito;".

d) Reemplázase en la letra c) la expresión "reo" por " condenado".

e) Agrégase el siguiente inciso segundo:

 "Con todo, el tribunal no aplicará esta pena sustitutiva si el sentenciado fuere condenado como autor de un delito consumado que tuviere asignada una pena mínima de presidio o reclusión menor en su grado máximo u otra superior, o se tratare de aquellos previstos en el artículo 15, letra b), debiendo en este caso imponer la libertad vigilada a que se refiere el artículo 14, inciso primero de esta ley, si procediere.".

7) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:

a) En el encabezado, reemplázase la frase "Al conceder este beneficio" por "Al imponer esta sanción" y sustitúyese la expresión "reo" por "condenado".

b) en su letra a), reemplázase la expresión "reo" por "condenado" y suprímenese las expresiones "la sección de tratamiento en el medio libre de".

d) Sustitúyense en la letra b) los términos "a la sección correspondiente de Gendarmería de Chile", por las siguientes: "ante Gendarmería de Chile" y reemplázase el punto y coma (;) con que termina esta letra por una coma(,) seguida de la conjunción copulativa "y".

e) En la letra c), suprímese la frase "la sección de tratamiento en el medio libre de" y sustitúyese la expresión ",y" con que termina, por un punto aparte (.), y sustitúyese la expresión " reo" por "condenado".

f) Elimínase la letra d).

8) Derógase el artículo 6°.

9) Sustitúyese en el epígrafe del Párrafo 2° del Título I, la expresión "nocturna" por " parcial".

10) Reemplázase el artículo 7° por el siguiente:

"Artículo 7°.- La pena de reclusión parcial consiste en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, durante cincuenta y seis horas semanales. La reclusión parcial podrá ser diurna, nocturna o de fin de semana, conforme con los siguientes criterios:

1) La reclusión diurna consistirá en el encierro en el domicilio del condenado, durante un lapso de ocho horas diarias y continuas, las que se fijarán entre las ocho y las veintidós horas.

2) La reclusión nocturna consistirá en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, entre las veintidós horas de cada día  hasta las seis horas del día siguiente.

3) La reclusión de fin de semana consistirá en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, entre las veintidós  horas del día viernes y las seis horas del día lunes siguiente.

Para el cumplimiento de la reclusión parcial, el juez preferirá ordenar su ejecución en el domicilio del condenado, estableciendo como mecanismo de control de la misma el sistema de monitoreo telemático, salvo que Gendarmería de Chile informe desfavorablemente la factibilidad técnica de su imposición, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 23 bis y siguientes de esta ley. En tal caso, entendido como excepcional, se podrán decretar otros mecanismos de control similares, en la forma que determine el tribunal.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por domicilio la residencia regular que el condenado utilice para fines habitacionales.".

11) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:

"Artículo 8°.- La reclusión parcial podrá disponerse:

a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad 
que imponga la sentencia no excede de tres años;

b) Si el penado no ha sido condenado anteriormente por crimen o simple delito, o lo ha sido a una pena privativa o restrictiva de libertad que no exceda de dos años, o a más de una, siempre que en total no excedan de dicho límite. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito. No obstante lo anterior, si dentro de los diez o cinco años anteriores, según corresponda, a la comisión del nuevo crimen o simple delito, le hubieren sido impuestas dos reclusiones parciales, no será procedente la aplicación de esta pena sustitutiva, y

c) Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena, así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito, permiten presumir que la pena de reclusión parcial lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos.". 

12) Reemplázanse en el artículo 9° las expresiones "computará una noche" por las siguientes: "computarán ocho horas continuas de reclusión parcial".

13) Deróganse los artículos 10, 10 bis, 11 y 12.

14) Intercálase el siguiente Párrafo 3°, pasando el actual a ser Párrafo 4°.

"Párrafo 3°

Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad

Artículo 10.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.

El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por Gendarmería, pudiendo establecer los convenios que estime pertinentes para tal fin con organismos públicos y privados.

Gendarmería de Chile y sus delegados, y los organismos públicos y privados que en virtud de los convenios a que se refiere el inciso anterior, intervengan en la ejecución de esta sanción, deberán velar porque no se atente contra la dignidad del penado en la ejecución de estos servicios.

Artículo 11.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad podrá decretarse por el juez si la pena originalmente impuesta fuere igual o inferior a un año de privación de libertad.

Para decretar la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el juez deberá exigir el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 8°, letra c), de esta ley. Junto con lo anterior, deberá constatar la voluntad del condenado de someterse a esta pena e informarle acerca de las consecuencias de su incumplimiento. De estas circunstancias dejará registro en la resolución que decrete la pena.

Esta pena sólo procederá en subsidio del resto de las penas sustitutivas y por una sola vez.

Artículo 12.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se determinará en su duración considerando cuarenta horas de trabajo comunitario por cada treinta días de privación de libertad. Si la pena originalmente impuesta fuere superior a treinta días de privación de libertad, corresponderá hacer el cálculo proporcional para determinar el número exacto de horas por las que se extenderá la sanción. En todo caso, la pena impuesta no podrá extenderse por más de ocho horas diarias.

Si el condenado aportare antecedentes suficientes que permitan sostener que trabaja y,o estudia regularmente, el juez deberá compatibilizar las reglas anteriores con el régimen de estudio o trabajo que ocupe al condenado.

Artículo 12 bis.- En caso de decretarse la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad y en la medida que la resolución que la decrete se encuentre firme y ejecutoriada, el condenado dispondrá de cinco días para presentarse en dependencias de Gendarmería de Chile con el objeto de imponerse acerca de las modalidades del cumplimiento de la pena.

El delegado de Gendarmería de Chile responsable de gestionar el cumplimiento, informará al tribunal que dictó la sentencia, quien a su vez notificará al Ministerio Público y al defensor, el tipo de servicio, el lugar donde deba realizarse y el calendario de su ejecución, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la condena se encontrare firme o ejecutoriada.".

15) Sustitúyese el artículo 13 por el siguiente:

 "Artículo 13.- Si alguna de las penas establecidas en este Título se impusiere al personal de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile mientras estén en servicio, se observarán las normas siguientes:

a) En el caso de aplicarse la remisión condicional, el control administrativo y la asistencia del sujeto se ejercerá por el juez institucional respectivo, quien podrá delegar tal facultad en la autoridad que estime conveniente y que corresponda a la institución a que pertenece el condenado, como asimismo, solicitar se revoque la sustitución de la pena, en caso de incumplimiento, y

b) En el caso de aplicarse la pena de reclusión parcial en establecimientos especiales, ésta se cumplirá en la unidad militar o policial a que pertenece el condenado.

Se entenderá que concurren las condiciones señaladas en las letras a) y c) del artículo 5°, por el solo hecho de permanecer el condenado en servicio.

Si el condenado deja de pertenecer a la institución durante la época de cumplimiento de alguna de las penas establecidas en este Título, el tiempo de sujeción a la vigilancia del juez institucional o de permanencia en reclusión parcial en la unidad militar o policial correspondiente, se computará como período sometido a la vigilancia de Gendarmería de Chile o como tiempo cumplido en un establecimiento penal, según el caso. Este tiempo le será computable, además, para los efectos previstos en el artículo 2°, letra d), del decreto ley N° 409, de 1932. El lapso que reste se cumplirá de acuerdo con las normas generales.".

16) Sustitúyese la denominación del Título II por la siguiente:

"De la Libertad Vigilada y la Libertad Vigilada Intensiva".

17) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 1° por el siguiente:

"De la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva".

18) Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:

"Artículo 14.- La libertad vigilada consiste en someter al penado a un régimen de libertad a prueba que tenderá a su reinserción social a través de un tratamiento individualizado, bajo la vigilancia y orientación permanentes de un delegado.

La libertad vigilada intensiva consiste en la aplicación de un programa de actividades orientado a la reinserción social del condenado, en el ámbito personal, comunitario y laboral, a través de un tratamiento y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales que serán vigiladas y orientadas permanente y rigurosamente por un delegado.

El control del delegado, en ambas penas, se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria a encuentros periódicos previamente fijados con el delegado y a programas de intervención psicosocial. Tratándose de la libertad vigilada intensiva, el tribunal deberá considerar especialmente la periodicidad e intensidad en la aplicación del plan de intervención individual.

Cada vez que en esta ley se hiciere referencia a la libertad vigilada, se entenderá que se alude tanto a la libertad vigilada, como a la libertad vigilada intensiva, según resulte del contexto de la disposición en que se utilice.".

19) Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:

"Artículo 15.- La libertad vigilada podrá decretarse:

a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad impuesta en la sentencia es superior a dos y no excede de tres años, o

b) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que se imponga fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de tres años, y se tratare de algunos de los delitos contemplados en el artículo 4° de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas o en los incisos segundo y tercero del artículo 196 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.

En los casos previstos en las dos letras citadas, deberán cumplirse además las siguientes condiciones:

1.- Que el penado no haya sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito, y 

2.- Que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitan concluir que un tratamiento de conformidad al artículo 16 de esta ley, aparece eficaz en el caso específico, para su efectiva reinserción social. Dichos antecedentes deberán ser aportados por los intervinientes antes de la dictación de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. Excepcionalmente, si éstos no fueren aportados en dicha instancia, podrá el juez solicitar informe a Gendarmería de Chile, pudiendo suspender la determinación de la pena dentro del plazo previsto en el artículo 344 del Código Procesal Penal.".

20) Agrégase el siguiente artículo 15 bis:

 "Artículo 15 bis.- La libertad vigilada intensiva podrá decretarse:

a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que imponga la sentencia es superior a tres años y no excede de cinco años, o

b) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que se imponga fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de cinco años, y se tratare de alguno de los delitos establecidos en los artículos 296, 297, 390, 391, 395, 396, 397, 398 ó 399 del Código Penal, cometidos en el contexto de violencia intrafamiliar y aquellos contemplados en los artículos 361, 362, 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 bis y 367 ter del mismo Código.

En los casos previstos en las dos letras citadas, deberán cumplirse además las condiciones indicadas en los números 1.- y 2.- del inciso segundo del artículo anterior.".

21) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 17:

a) Sustitúyese el encabezamiento por el siguiente:

 "El sentenciado que fuere condenado a libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, quedará sujeto a las siguientes condiciones:".


b) Reemplázanse en las letras a), b) y c) las palabras "reo" por "condenado".

c) Suprímense en la letra b) los términos "en libertad" y reemplázase el punto y coma (;) que los sigue por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".

d) Sustitúyese en la letra c) el punto y coma (;) por un punto final (.).

e) Suprímense las letras d) y e) y el inciso final.

22) Agréganse los siguientes artículos 17 bis y 17 ter:

"Artículo 17 bis.- Junto con la imposición de las condiciones establecidas en el artículo anterior, si de los antecedentes del proceso u otros se desprendiera que el condenado presenta un consumo problemático de drogas o alcohol, el tribunal podrá imponer la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias.

El tratamiento de los problemas asociados al consumo de alcohol y drogas en condenados, deberá enmarcarse dentro del Plan de Intervención Individual aprobado judicialmente, y podrá consistir en la asistencia a programas ambulatorios, la internación en centros especializados o una combinación de ambos tipos de tratamiento. La internación podrá ser decretada por un plazo máximo de treinta días, prorrogables previa autorización judicial.

Asimismo, se deberá dejar constancia en el Plan de Intervención Individual, de la obligación del condenado de someterse periódicamente  a exámenes que permitan controlar el consumo de las sustancias referidas. Estos exámenes también podrán realizarse a través de monitoreo telemático, de conformidad a lo dispuesto en el Título III de esta ley.

En estos casos, el juez deberá efectuar un control periódico del cumplimiento de esta condición, debiendo citar a audiencias de seguimiento a lo menos una vez al mes, durante todo el período que dure el tratamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.

Artículo 17 ter.- En caso de imponerse la libertad vigilada intensiva deberán decretarse, además, una o más de las siguientes condiciones:

a) Prohibición de acudir a determinados lugares;

b) Prohibición de aproximarse a la víctima, o a sus familiares u otras personas que determine el tribunal, o de comunicarse con ellos;

c) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que determine el juez, durante un lapso máximo de ocho horas diarias, las que deberán ser continuas, y 

d) Obligación de cumplir programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares.".

23) Antepónese el siguiente inciso primero en el artículo 18, pasando el actual a ser segundo:

"Artículo 18.- El Estado, a través de los organismos pertinentes, promoverá y fortalecerá especialmente la formación educacional, la capacitación y la colocación laboral de los condenados a la pena sustitutiva de libertad vigilada y a la de libertad vigilada intensiva, con el fin de permitir e incentivar su inserción al trabajo. Asimismo, el delegado deberá apoyar y articular el acceso del condenado a la red de protección del Estado, particularmente, en las áreas de salud mental, educación, empleo y de desarrollo comunitario y familiar, según se requiera.".

24) Derógase el artículo 19.

25) Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:

"Artículo 20.- Los delegados de libertad vigilada son funcionarios dependientes de Gendarmería de Chile, encargados de vigilar, controlar, orientar y asistir a los condenados a quienes se hubiese impuesto esta pena, a fin de evitar su reincidencia y lograr su reinserción e integración a la sociedad.

La habilitación para ejercer las funciones de delegados de libertad vigilada será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.".

26) Sustitúyese el artículo 22 por el siguiente:

"Artículo 22.- Un reglamento establecerá las normas relativas a la organización del sistema de libertad vigilada, incluyendo los programas, las características y aspectos particulares que deberá tener la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva. El Ministerio de Justicia impartirá las normas técnicas que sean necesarias a este respecto y evaluará, periódicamente, su cumplimiento y los resultados del sistema.".

27) Sustitúyese el artículo 23 por el siguiente:

"Artículo 23.- Los delegados de libertad vigilada deberán informar al respectivo tribunal, al menos semestralmente, sobre el comportamiento de las personas sometidas a su vigilancia y orientación. Emitirán, además, los informes que los tribunales les soliciten sobre esta materia cada vez que ellos fueren requeridos.

Lo mismo les será aplicable a los delegados de libertad vigilada intensiva quienes deberán informar al respectivo tribunal, al menos trimestralmente.

El tribunal deberá, en todo caso, citar a lo menos semestralmente a una audiencia de revisión de la libertad vigilada y a lo menos trimestralmente, en el caso de la libertad vigilada intensiva.".

28) Intercálanse los siguientes Títulos III, IV y V, pasando el actual III a ser VI:

"TÍTULO III

Del Monitoreo Telemático

Artículo 23 bis.- Se entenderá por monitoreo telemático, toda supervisión por medios tecnológicos de las penas impuestas por esta ley.

Dicho control podrá ser utilizado para la supervisión de las penas de reclusión parcial y libertad vigilada intensiva, ya sea que esta última se imponga de acuerdo a lo establecido en el artículo 15 bis de esta ley, o bien, según el régimen de pena mixta, previsto en el artículo 34 de esta misma ley.

Tratándose de la pena de libertad vigilada intensiva aplicada en virtud del citado artículo 15 bis, el monitoreo sólo se utilizará para el control de los delitos establecidos en la letra b)  de dicho artículo, atendidas las circunstancias de comisión del delito y especialmente las necesidades de protección de la víctima. En este último caso, si se estimare necesario que la víctima porte un dispositivo de control para su cumplimiento, ésta deberá prestar su consentimiento en forma previa.

A fin de resolver acerca de la imposición de esta medida de control, el tribunal deberá considerar la factibilidad técnica informada por Gendarmería de Chile para cada caso particular. Este informe deberá aportarse antes de la dictación de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal, debiendo previamente el tribunal oficiar a la institución para tales efectos. Asimismo, a objeto que el tribunal pueda determinar la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 34 de esta ley, la factibilidad técnica deberá ser indicada en el informe a que se refiere el inciso primero de dicho artículo.

Este mecanismo se aplicará por un plazo no inferior a seis meses ni superior a dos años, debiendo evaluarse periódicamente por Gendarmería de Chile. Se evaluará, asimismo, a solicitud del condenado, la conveniencia de la mantención de esta medida, lo que será informado oportunamente al juez, quien citará a audiencia a fin de resolver acerca de la mantención o cesación de la misma.

En los casos de interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, el control por medio de este monitoreo tendrá igual plazo de observación que aquél fijado para la libertad vigilada intensiva, de conformidad al artículo 34, inciso tercero de esta ley.

Artículo 23 ter.- Toda orden de aplicación del mecanismo de monitoreo contemplado en el artículo anterior, deberá ser expedida por escrito por el tribunal, debiendo contener dicha orden los siguientes datos:

a) Identificación del proceso;

b) Identificación del condenado;

c) La fecha de inicio y de término de la aplicación del mecanismo de control, y 

d) Todos aquellos datos que el tribunal estimare importantes para su correcta aplicación.

Artículo 23 quáter.- La responsabilidad de la administración del dispositivo será de cargo de Gendarmería de Chile, la que podrá contratar servicios externos para estos efectos, de conformidad a la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.

Los requisitos y características técnicas del sistema de monitoreo telemático, así como los procedimientos para su instalación, administración y retiro, serán regulados en el reglamento a que alude el artículo 23 octies.

Artículo 23 quinquies.- La información obtenida en la aplicación del sistema de monitoreo telemático sólo podrá ser utilizada para controlar el cumplimiento de la pena sustitutiva de que se trate. Sin perjuicio de lo anterior, el juez de garantía que conozca de una investigación penal en la cual se sospeche la participación del condenado, podrá autorizar su uso en este contexto, conforme a lo dispuesto en el artículo 222 del Código Procesal Penal.

Cuando se pusiere término a la utilización del monitoreo telemático y se encuentre cumplida la condena, Gendarmería de Chile procederá a la destrucción de la información proporcionada por este sistema, en la forma que determine el reglamento al que se refiere el artículo 23 octies.

El que, conociendo en razón de su cargo la información a que alude el inciso anterior, la revelare indebidamente, será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y a una multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.

Artículo 23 sexies.- El sujeto afecto al sistema de control de monitoreo que, maliciosamente, arrancare, destruyere, hiciere desaparecer o, en general, inutilizare de cualquier forma el dispositivo, responderá penalmente por el delito de daños, de conformidad a lo establecido en los artículos  484 y siguientes del Código Penal, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 28 y 31 de esta ley.

Asimismo, si por cualquier circunstancia el dispositivo de monitoreo quedare inutilizado o sufriera un desperfecto, pudiendo advertirlo el condenado, éste deberá informarlo a la brevedad a Gendarmería de Chile. En caso de no hacerlo, el tribunal podrá otorgar mérito suficiente a dicha omisión para dejar sin efecto la sustitución de la pena, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30 de esta ley.

Artículo 23 septies.- La instalación, mantención y utilización de los dispositivos de control telemático de que trata esta ley, serán siempre gratuitas para los sujetos afectos al sistema de monitoreo telemático.

Excepcionalmente, se podrá cobrar, total o parcialmente, por la utilización del dispositivo de control telemático a los sujetos afectos al sistema de monitoreo que dispongan de recursos para financiarlo privadamente. Para estos efectos, se considerará, al menos, su nivel de ingresos, capacidad de pago y el número de personas del grupo familiar que de ellos dependa, en conformidad al reglamento al que hace referencia el artículo siguiente.

Siempre que procediere el cobro por la utilización del sistema de monitoreo telemático, se deberá informar al condenado de dicha circunstancia en forma previa a la instalación del correspondiente dispositivo.

Artículo 23 octies.- Las normas referidas al mecanismo de control de monitoreo telemático contenidas en este Título, se aplicarán en conformidad a un reglamento especialmente dictado al efecto, el que será suscrito por los Ministerios de Justicia y de Hacienda. 

TÍTULO IV

Del Incumplimiento y Quebrantamiento

Artículo 24.- El tribunal, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes desde que se encuentre firme y ejecutoriada la sentencia, deberá informar a Gendarmería  respecto de la imposición de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley.

Si transcurrido el plazo de cinco días contado desde la recepción en Gendarmería de Chile del oficio señalado en el inciso anterior, el condenado no se presentare a cumplirla, dicho organismo informará al tribunal de tal situación. El juez citará a una audiencia al condenado, la que deberá llevarse a cabo dentro de los quince días siguientes contados desde la referida comunicación. En esta audiencia, el tribunal podrá dejar sin efecto la sustitución de la pena. En caso de incomparecencia del condenado, el juez procederá a ordenar su detención.

Artículo 25.- Para determinar las consecuencias que se impondrán en caso de incumplimiento de las condiciones o del régimen impuesto durante la ejecución de las penas sustitutivas de que trata esta ley, el tribunal deberá considerar la gravedad del mismo, de acuerdo a las siguientes categorías:

a) Incumplimiento severo de condiciones. Es aquél que se produce cuando el condenado incumple condiciones esenciales del régimen de ejecución de la pena sustitutiva en forma grave o reiterada, sin contar con una justificación razonable para ello.

Se considerará incumplimiento de las condiciones esenciales, la no presentación injustificada para el cumplimiento de la remisión condicional, reclusión parcial, libertad vigilada y libertad vigilada intensiva dentro del  primero de los plazos establecidos en el inciso final del artículo anterior; la inasistencia injustificada por más de dos veces al control administrativo de la remisión condicional, de la reclusión parcial en establecimientos especiales o a una reunión acordada con el delegado; y el alejamiento por más de dos veces a más de cien metros del lugar prefijado para el cumplimiento de la reclusión parcial domiciliaria. Fuera de estos casos, el tribunal podrá considerar por resolución fundada incumplimientos análogos a los anteriores como incumplimiento de las condiciones esenciales.

b) Incumplimiento simple de condiciones. Es aquel que se produce cuando el condenado incumple alguna de las condiciones no esenciales del régimen de ejecución de la pena sustitutiva en forma grave o reiterada, sin contar con una justificación razonable para ello.

c) Incumplimiento leve de condiciones. Es aquel que se produce cuando el condenado incumple injustificadamente alguna de las condiciones no esenciales del régimen de ejecución de la pena sustitutiva en alguna forma relevante aun cuando ésta no sea ni grave ni reiterada.

Artículo 26.- En caso de incumplimiento leve reiterado o simple de las condiciones impuestas en el régimen de ejecución de la pena sustitutiva, Gendarmería de Chile deberá comunicar dicha situación al tribunal, el que citará al condenado a una audiencia, a fin de determinar si se ha configurado efectivamente el respectivo incumplimiento. En caso de acreditarse éste, atendiendo a las circunstancias del caso, el tribunal podrá imponer alguna de las siguientes consecuencias:

a) Intensificación de las condiciones de la pena sustitutiva. Consistirá en imponer mayores controles para el cumplimiento, según sea el caso, de la pena respectiva.

b) La prórroga de la pena sustitutiva que actualmente se encontrare cumpliendo, hasta por un tiempo máximo de seis meses. Respecto de la pena de reclusión parcial, la prórroga no podrá ser superior a treinta días.

Artículo 27.- En caso de incumplimiento severo de las condiciones impuestas, Gendarmería de Chile comunicará dicha circunstancia al tribunal, el que deberá citar a audiencia al condenado con el objeto de determinar si efectivamente se ha configurado el incumplimiento y procede la aplicación de alguna de las consecuencias establecidas en los artículos 28 y 29.

Artículo 28.- En los casos señalados en el artículo 27, la pena de remisión condicional podrá ser sustituida por la pena de libertad vigilada o por reclusión parcial.

Si el incumplimiento se refiere a la pena de libertad vigilada, el tribunal podrá optar por la intensificación de la pena sustitutiva o bien sustituirla por la libertad vigilada intensiva.

En casos en que, a juicio del tribunal, no pareciere necesario sustituir la pena, deberá imponer una prórroga no inferior a seis meses ni superior a doce meses. En el caso de la reclusión parcial, esta prórroga no podrá ser inferior a treinta días ni superior a sesenta días.

Artículo 29.- La decisión del tribunal de dejar sin efecto la pena sustitutiva, sujetará al condenado al cumplimiento del total de la pena inicialmente impuesta.

En caso que se deje sin efecto la pena de reclusión parcial, se someterá al condenado al cumplimiento del saldo de la pena inicial, abonándose a su favor el tiempo de ejecución de dicha pena sustitutiva.

Tendrán aplicación, en su caso, las reglas de conversión del artículo 9° de esta ley.

Artículo 30.- Las penas sustitutivas reguladas en esta ley siempre se considerarán quebrantadas por el sólo ministerio de la ley y darán lugar a su revocación, si durante su cumplimiento el condenado cometiere nuevo crimen o simple delito y fuere condenado por sentencia firme.

Artículo 31.- Recibida por el tribunal la comunicación de un incumplimiento de condiciones, deberá citar al condenado a una audiencia que se celebrará dentro del plazo de quince días, en la que se discutirá si efectivamente se produjo un incumplimiento de condiciones o, en su caso, un quebrantamiento. Dicha resolución se notificará por cédula al condenado.

El condenado tendrá derecho a asistir a la audiencia con un abogado y, si no dispone de uno, el Estado deberá designarle un defensor penal público.

Las audiencias se regirán conforme a lo dispuesto en el Código Procesal Penal, en lo que fuere pertinente. En todo caso, si fuere necesario presentar prueba para acreditar algún hecho, no regirán las reglas sobre presentación de prueba en el juicio oral, debiendo procederse desformalizadamente.

Artículo 32.- Si válidamente notificado, el condenado no compareciere a la audiencia señalada en el artículo precedente, tal circunstancia no impedirá la realización de la misma.

El tribunal, en caso de decretarse la revocación de la pena sustitutiva, ordenará la detención del condenado una vez ejecutoriada la resolución.


Si con posterioridad surgieren nuevos antecedentes que justificaren el incumplimiento de la pena sustitutiva, el tribunal podrá dejar sin efecto la resolución que decretó la revocación, descontándose el tiempo intermedio.

Artículo 32 bis.- En caso de incumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado deberá informar al tribunal que haya impuesto la sanción.

El tribunal citará a una audiencia para resolver sobre la mantención o la revocación de la pena.

Artículo 32 ter.- El juez deberá revocar la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, cuando expresamente el condenado solicitare su revocación.

Adicionalmente, podrá revocarla previo informe del delegado, cuando el condenado se encontrare en alguna  de las siguientes situaciones:

a) Se ausentare del trabajo en beneficio de la comunidad que estuviere realizando, durante al menos dos jornadas laborales. Si el penado faltare al trabajo por causa justificada, no se entenderá dicha ausencia como abandono de la actividad.

b) Su rendimiento en la ejecución de los servicios fuere sensiblemente inferior al mínimo exigible, a pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo.

c) Se opusiere o incumpliere en forma reiterada y manifiesta a las instrucciones que se le dieren por el responsable del centro de trabajo.

Artículo 32 quáter.- Habiéndose decretado la revocación de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se abonará al tiempo de reclusión un día por cada ocho horas efectivamente trabajadas.

Si el tribunal no revocare la pena, podrá ordenar que su cumplimiento se ejecute en un lugar distinto a aquel en que  originalmente se desarrollaba; en este último caso y para efectos del cómputo de la pena, se considerará el período efectivamente trabajado con anterioridad, en los términos del inciso anterior.

TÍTULO V

Del Reemplazo de la Pena Sustitutiva y las Penas Mixtas

Párrafo 1°

Del reemplazo de la pena sustitutiva

Artículo 33.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 28 de esta ley, una vez cumplida la mitad del período de observación de la pena sustitutiva respectiva, y previo informe favorable de Gendarmería de Chile, el tribunal de oficio o a petición de parte podrá reemplazar la pena conforme lo siguiente:

a) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada intensiva, podrá sustituirla por la libertad vigilada.

b) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada, podrá sustituirla por la remisión condicional.

Cuando a un penado se le hubiere sustituido la libertad vigilada intensiva por la libertad vigilada, sólo podrá reemplazarse esta última por remisión condicional, si se cumplen los requisitos del inciso primero y el condenado ha cumplido más de dos tercios de la pena originalmente impuesta.

En caso que el tribunal se pronuncie rechazando el reemplazo de la pena sustitutiva, aquélla no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.

Párrafo 2°

De las penas mixtas

Artículo 34.- El tribunal podrá, de oficio o a petición de parte, previo informe favorable de Gendarmería, disponer la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, reemplazándola por el régimen de la libertad vigilada intensiva, siempre que concurran los siguientes requisitos:

a) Que la pena impuesta al condenado fuere de cinco años y un día de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, u otra pena inferior;

b) Que al momento de discutirse la interrupción de la pena privativa de libertad, el penado no registre otra condena por crimen o simple delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 bis;

c) Que el penado, con posterioridad a que la sentencia hubiese quedado ejecutoriada, hubiera cumplido un tercio de la pena privativa de libertad de manera efectiva, y 

d) Que el condenado observe un comportamiento sobresaliente de conformidad a lo dispuesto en los artículos 6° y 7° de la ley N° 19.856, que Crea un Sistema de Reinserción Social de los Condenados Sobre la Base de la Observación de Buena Conducta.

Para estos efectos, el tribunal citará a audiencia a los intervinientes en la que examinará los antecedentes, particularmente aquellos relativos a la factibilidad técnica de la aplicación del monitoreo telemático, oirá a los presentes y resolverá.

En caso de concederse la interrupción de la pena privativa de libertad, el tribunal deberá fijar el plazo de observación de la libertad vigilada intensiva, el que no podrá ser inferior a cuatro años ni superior a seis años y las condiciones que deberá cumplir el condenado conforme a lo prescrito en los artículos 17, 17 bis y 17 ter de esta ley.

En caso que el tribunal se pronuncie rechazando el otorgamiento de la interrupción de la pena regulada en este artículo, aquélla no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.

La resolución que se pronuncie sobre la interrupción de la pena privativa de libertad, será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.

Si el penado cumpliere satisfactoriamente la pena de libertad vigilada intensiva, el tribunal lo reconocerá en una resolución fundada remitiendo el saldo de la pena privativa de libertad interrumpida y teniéndola por cumplida con el mérito de esta resolución.

Los condenados que fueren beneficiados con la interrupción de la pena privativa de libertad, no podrán acceder al reemplazo de la pena sustitutiva a que se refiere el artículo 33 de esta ley.

Párrafo 3°

De la regla especial aplicable a los extranjeros

Artículo 35.- Si el condenado a una pena igual o inferior a cinco años de presidio o reclusión menor en su grado máximo fuere un extranjero que no residiere legalmente en el país, el juez, de oficio o a petición de parte, podrá, una vez cumplida un tercio de la pena privativa de libertad, sustituir el cumplimiento de dicha pena por su expulsión del territorio nacional, salvo que el condenado acredite tener arraigo familiar o social, o que desarrolle permanentemente un trabajo remunerado, pudiendo solicitarse informe a Gendarmería de Chile.

A la audiencia que tenga por objeto resolver acerca de la posible sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión del territorio nacional, deberá ser citado el Ministerio del Interior, a fin de ser oído. Si se ordenare la expulsión, deberá oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio mencionado, para efectos de que lleve a cabo la implementación de esta medida, debiendo mantenerse el condenado en el intertanto, bajo la custodia de Gendarmería de Chile.

El condenado extranjero al que se le aplicare la pena de expulsión, no podrá regresar al país en un plazo de diez años, contado desde la fecha de la sustitución de la pena.

En caso que el condenado regresare al país dentro del plazo señalado en el inciso anterior, se revocará la pena de expulsión, debiendo cumplir el saldo de la pena privativa de libertad originalmente impuesta.".

29) Sustitúyese el Título III, que ha pasado a ser VI, por el siguiente: 

"TÍTULO VI

Disposiciones Generales

Artículo 36.- El tribunal que imponga, de oficio o a petición de parte, alguna de las penas sustitutivas previstas en esta ley, deberá así ordenarlo en la respectiva sentencia condenatoria, expresando los fundamentos en que se apoya y los antecedentes que han dado base a su convicción.

Si el tribunal negare la solicitud para conceder algunas de las penas sustitutivas establecidas en esta ley, deberá exponer los fundamentos de su decisión en la sentencia.

Tratándose de delitos de acción privada o de acción penal pública previa instancia particular, el juez de garantía o el tribunal oral en lo penal deberá citar a la víctima o a quien la represente, a la audiencia a que se refiere el artículo 343 del Código Procesal Penal, para debatir sobre la procedencia de aplicar cualquiera de las penas sustitutivas contenidas en esta ley.

Artículo 37.- La decisión acerca de la concesión, denegación, revocación, reemplazo y prórroga de las penas sustitutivas que establece esta ley será apelable ante el tribunal de alzada respectivo.

Artículo 38.- La imposición por sentencia ejecutoriada de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley, a quienes no hayan sido condenados anteriormente por crimen o simple delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 1.- del inciso segundo del artículo 15 o en el inciso segundo del artículo 15 bis, tendrá mérito suficiente para la omisión, en los certificados de antecedentes, de las anotaciones a que dio origen la sentencia condenatoria. El tribunal competente deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación al efecto.

El cumplimiento satisfactorio de las penas sustitutivas que prevé esta ley por personas que no hayan sido condenadas anteriormente por crimen o simple delito, en los términos que señala el inciso anterior, tendrá mérito suficiente para la eliminación definitiva, para todos los efectos legales y administrativos, de tales antecedentes prontuariales. El tribunal que declare cumplida la respectiva pena sustitutiva deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación, el que practicará la respectiva eliminación.

Exceptúanse de las normas de los incisos anteriores los certificados que se otorguen para el ingreso a las Fuerzas Armadas, a las Fuerzas de Orden, a Gendarmería de Chile y a los que se requieran para su agregación a un proceso criminal.

Artículo 39.- En aquellos tribunales de garantía integrados por más de tres jueces, el Comité de Jueces, a propuesta del Juez Presidente, deberá considerar en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la designación de jueces especializados para el conocimiento de las materias previstas en esta ley.

Artículo 40.- Las disposiciones contenidas en esta ley, no serán aplicables a aquellos adolescentes que hayan sido condenados de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.084, que Establece un Sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por Infracciones a la Ley Penal.".

Artículo 2°.- Sustitúyense en el número 2° del artículo 39 bis del Código Penal, las expresiones "alguno de los beneficios de la ley N° 18.216, como alternativa" por las siguientes: "alguna de las penas de la ley N° 18.216, como sustitutiva".

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:

a) Intercálase en el inciso cuarto del artículo 129, entre la expresión "impuesto" y la frase "y al que violare la condición", la siguiente oración: ",al que fuere sorprendido infringiendo las condiciones impuestas en virtud de las letras a), b) y c) del artículo 17 ter de la ley N° 18.216".

b) Reemplázase en el artículo 140, inciso cuarto, la oración "gozando de alguno de los beneficios alternativos a la ejecución de las penas alternativas o restrictivas de libertad contemplados en la ley" por lo siguiente: "cumpliendo alguna de las penas sustitutivas a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad contempladas en la ley".

c) Sustitúyense en los artículos 348, inciso primero; 412, inciso tercero, y 413, letra e), la expresión "medidas alternativas" por " penas sustitutivas".

d) Reemplázase en el artículo 398, inciso primero, la frase "alguno de los beneficios contemplados" por "alguna de las penas sustitutivas contempladas".

e) Sustitúyese en el artículo 468, inciso tercero, la expresión "medida alternativa" por "pena sustitutiva".

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.859, de 1979, que fija la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile:

a) Modifícase el artículo 3° en los siguientes términos:

1.- Sustitúyese en la letra g) la conjunción copulativa ",y"  con que termina por un punto y coma (;).

2.- Sustitúyese en la letra i) el punto aparte (.) con que termina, por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".

3.- Agrégase la siguiente letra j):

 "j) Administrar el dispositivo de monitoreo telemático, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.216 y el reglamento respectivo.".

b) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:

1.- Sustitúyese en la letra c) la oración "gocen de medidas alternativas" por lo siguiente: "cumplan penas sustitutivas".

2.- Reemplázase en la letra f) la palabra "medidas" por la expresión "penas sustitutivas".

Artículo 5°.- Sustitúyese en el artículo 62 de la ley N° 20.000, que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, la expresión "medidas alternativas" por "penas sustitutivas".

Artículo 6°.- Reemplázase en el artículo 16, inciso primero, de la ley N° 19.856, que Crea un Sistema de Reinserción Social de los Condenados sobre la Base de la Observación de Buena Conducta, la palabra "nocturna" por "parcial".

Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Penal:

a) Sustitúyese en el artículo 305 bis C, inciso segundo, la frase "alguno de los beneficios establecidos" por la siguiente:  "alguna de las penas sustitutivas establecidas".

b) Reemplázase en el artículo 363, inciso tercero, la oración "gozando de alguno de los beneficios contemplados" por lo siguiente: "cumpliendo alguna de las penas sustitutivas contempladas".

Artículo 8°.- Las normas de esta ley entrarán en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de las adecuaciones que, en virtud de ésta, deban ser incorporadas en el decreto N° 1.120, de 1984, del Ministerio de Justicia. No obstante lo cual las siguientes penas entrarán en vigencia, gradualmente, de la forma en que se indica:

a.-  La pena de libertad vigilada intensiva, contemplada en el artículo 15 bis, regirá desde el momento señalado en el encabezamiento. Sin embargo, sólo procederá su control mediante monitoreo telemático, en la forma prevista en el artículo 23 bis, inciso tercero, respecto de aquellos sujetos a quienes se les hubiere sustituido la pena privativa de libertad impuesta, cuya duración sea superior a cuatro años y no exceda de cinco. Lo anterior no obstará a que la pena de libertad vigilada intensiva se imponga igualmente a los demás condenados, en los casos señalados en la letra b) del mencionado artículo 15 bis.

b.- El control mediante monitoreo telemático de la pena de libertad vigilada intensiva, contemplado en el artículo 23 bis, inciso tercero, entrará a regir, respecto de la totalidad de los casos del artículo 15 bis, letra b), transcurrido un año desde la publicación de las adecuaciones a las que alude el encabezamiento de este artículo.

c.- La pena mixta, prevista en el artículo 34, entrará en vigencia transcurridos dos años desde la mencionada publicación.

Artículo 9°.- El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector público.

Artículo 10°.- Auméntase en 585 cargos la glosa 01, letra a) del Programa 02 del Presupuesto de Gendarmería de Chile.".


         ******


Me permito hacer presente a V.E. que los artículos 34, 37 y 39, que se incorporan, respectivamente, por el N° 29), el primero y por el N° 30) los dos siguientes, todos del artículo 1° del proyecto, fueron aprobados, en general con el voto a favor de 88 Diputados, en tanto que en particular, con el voto favorable de  99 Diputados, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL TRATAMIENTO TRIBUTARIO DE LOS INSTRUMENTOS DERIVADOS
(7194-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Subsecretario, señor Rodrigo Álvarez; el Coordinador Legislativo, señor Jaime Salas; la Coordinadora de Políticas Tributarias, señora Carolina Fuensalida; y el asesor, señor Felipe Bravo. 

Del Servicio de Impuestos Internos, el Director Nacional, señor Julio Pereira; y el Jefe del Departamento de Impuestos Directos de la Subdirección Normativa, señor Alberto Cuevas.

De la Corporación de Estudios para América Latina (CIEPLAN), la abogada, señorita Macarena Lobos.


De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, el Gerente General, señor Alejandro Alarcón; el Fiscal, señor José Manuel Montes; y el Gerente del Banco de Chile, señor Miguel Bozzo.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el abogado, señor Daniel Montalvo.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.

- - -


Cabe señalar que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados, estableciendo un régimen impositivo general, las normas especiales aplicables a las opciones y otras disposiciones de carácter general. 

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS
- Decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, sobre compañías de seguros, sociedades anónimas y bolsas de comercio.

- Decreto ley N° 824, de 1974, que contiene la Ley sobre Impuesto a la Renta.

- Ley N° 18.045, de Mercado de Valores.

- Ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.

- Código Tributario.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley comienza refiriendo los tres pilares en que se fundamenta. En primer lugar, la vertiginosa modernización de los mercados y su consecuente expansión al ámbito internacional, que ha provocado que sus distintos agentes hayan debido adoptar, de manera paulatina, prácticas destinadas a aumentar su competitividad con respecto a sus pares locales y de otras latitudes. En el mismo sentido, el surgimiento de nuevas oportunidades de negocios, que ha aparejado la aparición de nuevos riesgos determinados por variables como el tipo de cambio, las tasas de interés y el precio internacional de las mercaderías, factores impredecibles e incontrolables para los agentes, quienes han debido adoptar mecanismos que les permitan precaverse del impacto de dichas variables.

En segundo lugar, la importancia de los contratos derivados, que constituyen una herramienta fundamental en el comercio cotidiano, toda vez que se les reconoce la aptitud para neutralizar en importante medida el efecto de los diversos riesgos asociados al intercambio de bienes y servicios, lo que los convierte en instrumentos sumamente eficaces en la administración de los mismos. En general, tales contratos se fundamentan en el principio financiero básico de la igualdad, en virtud del cual las empresas deben en todo momento mantener calzados sus activos, específicamente en lo que se refiere a plazos y monedas. Este principio se funda, además, en el hecho de que los pasivos que generan flujos de caja en el corto plazo deben servir para cubrir aquellos que son exigibles también en el corto plazo, y viceversa. Lo mismo ocurre respecto de los activos que generan flujos en moneda local, que deben cubrir pasivos en la misma moneda.

En tercer lugar, la necesidad que tiene el  mercado financiero chileno de una regulación orgánica de la tributación de los contratos derivados. Sin perjuicio de que nuestro país se encuentra inmerso en un escenario de economía global de mercado, su legislación tributaria, a diferencia de lo que ocurre con distinta intensidad en el ámbito bancario y de mercado de valores, guarda silencio en materia de regulación de los contratos de derivados, lo que explica que el tratamiento tributario de estos instrumentos haya debido ser íntegramente abordado a través de circulares e interpretaciones administrativas del Servicio de Impuestos Internos. Es por esta razón, y por la conveniencia de modernizar la legislación comercial de Chile y de nivelarla con la de otras economías, que se precisa dar un tratamiento tributario orgánico a los contratos derivados, de manera de dar certeza a los contribuyentes que los utilizan.

Enseguida, da cuenta el Mensaje del contenido del proyecto de ley, que se puede agrupar en siete categorías.

La primera, la definición legal de los contratos derivados, que enumera sus figuras más comunes, a saber, los forwards, futuros, swaps, opciones y combinaciones de aquéllos. Establece, asimismo,  que son derivados aquellos contratos cuyo valor se establezca en función de una o más variables que determinen el monto de las liquidaciones correspondientes, que sean reconocidos como tales de acuerdo a la ley o a normas dictadas en uso de sus facultades por las Superintendencias de Valores y Seguros, de Bancos e Instituciones Financieras, de Pensiones o el Banco Central de Chile. Del mismo modo, se consideran contratos derivados los que cumplan con ciertos requisitos, como, por ejemplo, no requerir de una inversión neta inicial o que sea esta inferior a la que se requeriría si se invirtiese directamente en el activo subyacente.

Se indican, además, los contratos que no se encontrarán regidos por la nueva normativa, incluyendo entre ellos el préstamo o arrendamiento de valores en operaciones bursátiles de venta corta, las stock options, los seguros y aquellos cuyo valor se establece en función de variables que dependan de fenómenos de la naturaleza.

La segunda materia que aborda el proyecto de ley es el establecimiento de reglas sobre determinación de la fuente de la renta y cuál es su naturaleza. En lo que a la determinación de la fuente de la renta respecta, se contempla que para efectos del artículo 10 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se consideran de fuente chilena los resultados percibidos o devengados por contribuyentes domiciliados o residentes en el país, como también por establecimientos permanentes de contribuyentes sin domicilio o residencia en el país, de forma tal que, por el contrario, no se consideran rentas de fuente chilena y no se afectan con impuestos en Chile las rentas que correspondan a contribuyentes no domiciliados ni residentes en el país. Del mismo modo, se consideran rentas de fuente chilena aquellas provenientes de derivados que se liquiden mediante la entrega física de acciones o derechos de sociedades constituidas en Chile.

En relación con la naturaleza de los ingresos percibidos producto de los derivados, en tanto, se clasifican en el número 5 del artículo 20 de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, para todos los efectos tributarios previstos en esa ley y en el presente proyecto. Igualmente, se establece que aquellos contribuyentes que en forma exclusiva reciban rentas afectas a impuesto global complementario o adicional, están exentos del impuesto de primera categoría por las rentas de los derivados. Ello, en la medida que además de las primeras rentas, no perciban o se les devenguen otras que se encuentren obligados a acreditar según contabilidad completa.

La tercera categoría es el reconocimiento de ingresos y deducción de gastos. Se permite que los desembolsos incurridos con ocasión de la celebración de un contrato derivado puedan ser deducidos como gasto, cumpliéndose los requisitos generales del artículo 31 de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, aún cuando no se relacionen con su giro. Adicionalmente, los contribuyentes a quienes afecta el presente proyecto de ley deben reconocer los resultados provenientes de derivados sobre base percibida. Esto no será aplicable a los contribuyentes del impuesto de primera categoría que declaren su renta efectiva según contabilidad completa, quienes tienen un sistema especial para estos efectos.

Tratándose de la deducción de gastos pagados o adeudados al exterior, solamente se permite su deducción como tales en la medida que, cumpliendo con los requisitos generales del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y aún cuando no se relacionen con su giro, los derivados no sean contratados con contrapartes o intermediarios domiciliados en paraísos tributarios, de acuerdo con lo prescrito en el artículo 41D de la Ley sobre el Impuesto a la Renta; y en la medida que hayan sido contratados en bolsas de valores nacionales o internacionales debidamente reguladas y fiscalizadas de acuerdo a como se señala en el proyecto.

En el caso de los contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, que obtengan en forma exclusiva rentas afectas a dichos impuestos, deben reconocer los resultados sobre base percibida.

En cuarto lugar, faculta el proyecto a los contribuyentes para celebrar contratos con partes relacionadas, en la medida que la operación se realice en condiciones de mercado y que se cumplan otras condiciones especiales. De no verificarse éstas, los desembolsos incurridos en el contrato se tratan como gastos rechazados.

Como quinto contenido, se otorga al Servicio de Impuestos Internos la facultad de verificar el cumplimiento de los requisitos y condiciones que señala la ley, pudiendo aplicar los impuestos que correspondan a la operación de que se trate en la medida que se cumplan ciertas condiciones.

En sexto lugar, se establece que los contribuyentes deberán enviar una declaración jurada al Servicio de Impuestos Internos informando de las transacciones de derivados que lleven a cabo, debiendo además mantener un registro de esas mismas transacciones, el que deberá estar a disposición del Servicio para cuando lo requiera.

Finalmente, se contempla una regulación de las opciones, a las que, en todo caso, se aplican en subsidio las demás disposiciones del proyecto. En particular, además de definirse, se regula el reconocimiento de los ingresos de las opciones, estableciéndose, al igual que en el caso de los demás derivados, que los contribuyentes a quienes regirá el presente proyecto de ley deben reconocer sus resultados sobre base percibida, a menos que se trate de contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta obligados a determinar sus rentas efectivas según contabilidad completa, quienes tienen un sistema especial de reconocimiento de resultados.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Coordinadora de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda, señora Carolina Fuensalida, expresó que los esfuerzos por contar con una legislación como la que el proyecto propone se remontan a hace más de 10 años, período en el que, hasta ahora sin éxito, se ha intentado sistematizar y dotar de una debida organicidad al mercado de los instrumentos derivados, que hasta ahora solamente ha sido objeto de normativa emanada de la autoridad tributaria que resulta insuficiente para la deseable certidumbre que debiese existir en esta clase de operaciones. Lo cual, agregó, ha conspirado contra un uso masivo de estos productos por parte de los inversionistas, pues han sido solamente los más sofisticados (bancos y grandes empresas) los que han sabido aprovecharlos, no así las pequeñas y medianas empresas, a las que, mediante la presente iniciativa, se pretende extender. 

En relación con el contenido del proyecto, propiamente tal, explicó que da cuenta, por una parte, de un tratamiento básico para los instrumentos derivados y, por otra, de uno particular para las opciones, que constituyen un subgrupo dentro de aquéllos. 

De esta forma, se ha tenido en cuenta que se trata de un mercado esencialmente dinámico, variable y complejo, características que conllevan a una rápida obsolescencia de una regulación taxativa, haciendo aconsejable, en consecuencia, la entrega solamente de directrices generales. Así, en primer lugar se define qué es lo que se considerará como derivados, a saber, los forwards, futuros, swaps y opciones, y sus combinaciones; los contratos que sean reconocidos como tales en conformidad con normas legales o con las normas dictadas, en uso de sus atribuciones, por la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS), la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF), la Superintendencia de Pensiones (SP) o el Banco Central (BC); y los demás contratos que cumplan con los siguientes requisitos copulativos al momento de su celebración: que su valor sea establecido en función de una o más variables, que no requieran inversión inicial o ésta sea significativamente inferior a la del activo subyacente, y que su liquidación se realice a fecha futura. Del mismo modo, se determina qué operaciones no quedarán sometidas a la ley que se propone y no serán, en consecuencia, considerados derivados: contratos de préstamo o arrendamiento de valores en operaciones bursátiles de venta corta, stock options y seguros, entre otros, que se encuentran regulados por sus propias normativas. 

Respecto de la tributación de los instrumentos derivados, explicó que durante los últimos 10 o 15 años ha operado la distinción de si se estaba en presencia de productos con fines de cobertura o con fines de especulación. Tratándose de los primeros, todas las remesas que salían al extranjero no se encontraban afectas a impuestos; tratándose de los segundos, dichas remesas se encontraban afectas a impuesto adicional. Tal diferenciación, empero, ha sido superada y en la realidad constituye letra muerta, por cuanto la tenue línea que separa ambas finalidades dificultaba hacer la distinción y entorpecía, a la postre, los esfuerzos fiscalizadores del SII, para el que, por lo demás, los conceptos de cobertura y especulación no resultan del todo familiares. De esta forma, en la práctica, las remesas de derivados enviadas al extranjero no estaban tributando en Chile, pues se ha asumido que en todos los casos corresponden a fines de cobertura. 

Haciéndose cargo de lo expuesto, prosiguió, el proyecto de ley considera como rentas de fuente chilena las percibidas o devengadas por contribuyentes domiciliados o residentes en el país y por establecimientos permanentes de contribuyentes sin domicilio o residencia en Chile. Todos ellos deberán tributar en nuestro país. En relación con los contribuyentes sin domicilio o residencia en Chile, profundizó, se ha mantenido el criterio de la ley sobre impuesto a la renta, en cuyo mérito  tributan sobre sus rentas de fuente chilena. Como en materia de derivados, que versan sobre índices, tasas de créditos y commodities, resulta sumamente complejo establecer la verdadera fuente de la renta, se ha optado, en el presente proyecto, porque sólo por excepción los no residentes y no domiciliados en Chile se vean afectos a impuestos: cuando tomen derivados sobre acciones y derechos de sociedades constituidas en Chile, casos en los que sí es conocida la ubicación de esas acciones o derechos sociales.  

En relación con el reconocimiento de ingresos y gastos, por otra parte, la regla general será en base percibida. Sin embargo, los contribuyentes de primera categoría podrán optar por ser objeto de la aplicación de la regla general del artículo 41 de la ley sobre impuesto a la renta (que preceptúa las normas conforme a las cuales ha de efectuarse la corrección monetaria), o de la regla del valor justo o razonable del producto en el mercado. La primera modalidad, indicó, será la que seguramente adoptarán los inversionistas menos sofisticados que no tienen acceso a informes de auditores, por la que se reconocen las utilidades de las empresas sobre base devengada al término de cada ejercicio. La segunda, muy probablemente a ser adoptada por los inversionistas sofisticados, permitirá reconocer día a día el valor de los productos sobre base devengada. Para los contribuyentes de global complementario o adicional, en consecuencia, el reconocimiento de sus rentas se hará con arreglo a base percibida, esto es, cuando el producto sea liquidado y haya generado utilidades.

Sobre los gastos, en particular, dio cuenta de lo debatible que muchas veces ha resultado en la práctica que tomar un derivado y pagar las comisiones correlativas, sea aceptado como gasto necesario para producir la renta. El proyecto de ley zanja la discusión al contemplar que se trata de un gasto que debe ser aceptado, siempre que se cumplan los requisitos del artículo 31 de la ley sobre impuesto a la renta, aun cuando no se encuentre estrictamente asociado a la renta o al giro del contribuyente, por la complejidad de determinar, en cada caso, si se verifica o no dicha asociación. En el caso de gastos realizados en el exterior, deberá cumplirse con las siguientes condiciones: no haber sido contratado el derivado con contrapartes domiciliadas o residentes en paraísos fiscales, a menos que exista un acuerdo de intercambio vigente; y haberlo contratado en bolsas de valores reconocidas o con la intervención de agentes autorizados, o fuera de bolsa, siguiendo eso sí los modelos de contratos contenidos en acuerdos marco. 

Conjuntamente con lo precedentemente señalado, por cierto, se han considerado facultades de fiscalización razonables para el SII, que le permitan revisar y cuestionar aquellas operaciones en que el contribuyente no acredite haber tenido una legítima razón de negocios para tomar esta clase de productos, pudiendo incluso aplicar impuestos. De esta manera, se aspira a evitar que se encubran distribuciones de utilidades o tributaciones de créditos, para lo que, adicionalmente, la  iniciativa establece determinadas obligaciones para que los contribuyentes informen periódicamente al SII de los contratos que suscriban en cada ocasión que tomen un derivado. 

Finalmente, hizo referencia al particular tratamiento que el proyecto recoge, en un título especial, en materia de opciones. Básicamente, se replica la normativa propuesta para los derivados, con una salvedad: que las opciones cuenten con el tratamiento tributario que se da a los activos subyacentes (aquellos que son objeto de adquisición o enajenación real o teórica en la liquidación del instrumento derivado). Así, por ejemplo, si se toma una opción sobre bienes raíces o sobre una acción de una sociedad anónima abierta con presencia bursátil, habrá derecho a los mismos beneficios tributarios que correspondan conforme al artículo 107 de la ley sobre impuesto a la renta, esto es, no estar afecto al impuesto sobre las ganancias de capital.

El Honorable Senador señor Escalona consultó cuál es el tratamiento aplicable a empresas cuya matriz se encuentra fuera de Chile, pero opera en nuestro país como empresa nacional.

La Coordinadora de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda expresó que tanto la matriz extranjera como sus filiales chilenas seguirán tributando, si de derivados se trata, de acuerdo con las reglas generales. En el caso de las segundas, pagando el impuesto de primera categoría que les servirá como crédito para, en el caso que distribuyan utilidades al extranjero, la tributación del 35% por concepto de impuesto adicional. Y si es la matriz ubicada en el extranjero la que toma un derivado que no recae sobre derechos o acciones situadas en Chile, no va a tributar en nuestro país. A menos, por cierto, que se trate de un establecimiento permanente de una empresa extranjera (figura que, en todo caso, no suele coincidir con el de una sucursal), que, por considerarse una extensión de dicha empresa en Chile, sí tributará como si se tratara de un contribuyente nacional.      

En cuanto a la posibilidad de que la filial en Chile opere como agente de la matriz y permita que ésta quede eventualmente libre de impuestos, señaló que al menos tributariamente no se han contemplado restricciones, por cuanto haberlo hecho no se avendría con el objetivo de estimular y profundizar el mercado de derivados. Recordó, al efecto, que en todo caso el artículo 64 del Código Tributario contempla la facultad del SII para tasar la base imponible de los impuestos, con los antecedentes que obran en su poder, que en la especie podría ser ejercida sobre toda venta o servicio que se haga a un valor notoriamente inferior al corriente en plaza. Dicha facultad, a mayor abundamiento, se refuerza en la presente iniciativa, por la vía de poder hacer exigencias de información a los contribuyentes, con el fin de impedir las operaciones encubiertas.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Felipe Bravo, explicó que el proyecto de ley en estudio no impide la realización de operaciones con empresas relacionadas, sea dentro o fuera de Chile. Sin embargo, tales operaciones se encuentran sujetas a diversas normas de control, básicamente asociadas a precios de mercados. Así, ejemplificó, si una sucursal de un banco extranjero tomara un contrato forward en el presente mes de abril y hasta el 31 de diciembre de 2011 considerando un tipo de cambio a $700; si tuviera pérdidas, pagaría menos impuestos. Sin embargo, el SII se encuentra habilitado para no aceptar esta operación, considerando que el tipo de cambio convenido se encontraba fuera de los patrones normales de mercado (pues en abril de 2011 se encuentra bajo la barrera de los $470).  

El Honorable Senador señor Lagos consultó si el fortalecimiento de las facultades de fiscalización del SII para ejercer controles más sofisticados, tiene su correlato en la entrega de los recursos necesarios para que dichas tareas sean competentemente desempeñadas.

Preguntó, asimismo, si el proyecto de ley tiene el objetivo de generar, para el Fisco, mayores ingresos tributarios.

La Coordinadora de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda manifestó que el proyecto ha sido largamente, y desde el inicio, trabajado con el SII, que se encuentra en pleno conocimiento de cuáles son las obligaciones que deberá en el futuro asumir y de la necesidad, compartida por el Ministerio de Hacienda, de dotar de mayores recursos económicos y de personal a su Área Internacional. Tales mayores recursos, señaló, no se encuentran recogidos en el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos sobre el proyecto de ley, pues ya fueron incorporados en la ley de presupuestos para el año 2011 y serán, en todo caso, reforzados en el presupuesto para el año 2012, a propósito de un nuevo proyecto de ley, el de precios de transferencia, que exigirá que el SII cuente con un departamento técnico especializado sobre estas materias.

Precisó, por otra parte, que la iniciativa en estudio no persigue la recaudación tributaria de mayores recursos. Se orienta, más bien, a aclarar, regular y llenar los vacíos que en el mercado de los derivados se han venido produciendo, dada la ausencia de una normativa orgánica que posibilitara conocer, además, cuál es la recaudación directamente asociada a esta clase de productos, que se caracterizan por generar, muchas veces, más pérdidas que utilidades. Se ha venido verificando, entonces, por la falta de un régimen específico de tributación, una dificultad para cuantificar la recaudación a que dan lugar los derivados, toda vez que los contribuyentes del impuesto de primera categoría los incluyen en las bases ordinarias de sus declaraciones sin proveer de mayor información al SII, que cuenta, como único dato a pesquisar, con los antecedentes que los bancos entregan al Banco Central sobre los derivados que toman en el extranjero con divisas; mientras que, al ser mayoritariamente considerados como productos con fines de cobertura, no han estado siendo objeto de impuesto adicional.
Por lo expuesto, concluyó, resulta en extremo complejo proyectar cuál será la mayor o menor recaudación tributaria a que el proyecto de lugar. No obstante, sí es posible poner a disposición de los operadores una sistematización de la normativa aplicable, aportando una deseable certeza jurídica que disminuya la exposición de los contribuyentes a los criterios cambiantes de las autoridades tributarias de turno, con el añadido de servir para profundizar el mercado de las coberturas financieras. 

El Subsecretario de Hacienda, señor Rodrigo Álvarez, agregó que han sido variados los aspectos que, en materia de derivados, han quedado a las definiciones de los organismos reguladores, como el SII o la SVS, lo que ha supuesto una serie de problemas tanto para los intereses del Fisco como para las determinaciones del actuar de los contribuyentes. Eso es, precisamente, lo que se quiere evitar a través de la regulación propuesta en esta ocasión. 

Sostuvo que, de todos modos, las ganancias y pérdidas de los tomadores de derivados debieran tender a resultado neto cero, de acuerdo con todos los modelos conceptuales de derivados; y que la iniciativa debiera servir para fomentar el mercado de las coberturas en las medianas e, incluso, en las pequeñas empresas Con todo, reiteró que el objetivo de la misma es precisar conceptos y presentar un criterio claro a los operadores del sistema.

La Coordinadora de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda recalcó que en lo que a las nuevas facultades para el SII se refiere, de singular importancia es que llegue a conocer la información con que cuentan los bancos, instituciones financieras y corredores que actúan como intermediarios en operaciones de derivados. Del mismo modo, que los contribuyentes lleven debido registro de sus operaciones, en el que guarden toda la información que el Servicio les pueda exigir en un proceso de fiscalización. 

El señor Subsecretario de Hacienda indicó que la ausencia de una dilucidación en la regulación del mercado de derivados podría seguir dilatándose, pues constituye una materia de suyo compleja. De lo que se trata, en consecuencia, es de adoptar ciertas definiciones, que son las que en esta oportunidad el Ejecutivo propone en el proyecto de ley.  

El Honorable Senador señor Lagos hizo ver que el fortalecimiento de las facultades fiscalizadoras del SII a que se ha aludido, no necesariamente se condicen con el contenido del inciso primero del artículo 12 del proyecto, que refiere la potestad de establecer de manera fundada que una operación no ha obedecido a una legítima razón de negocios, y que existen razones para determinar que mediante su celebración se ha tenido como ú n i c o propósito encubrir un retiro de utilidades tributables o de un crédito que debió tributar conforme a las normas de ley sobre impuesto a la renta. Si lo que se exige es que ese haya sido el único fin, bastará con que un contribuyente demuestre que ha satisfecho también otros particulares intereses para que el SII quede inhibido de actuar.

La Coordinadora de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda manifestó que el sentido de la citada disposición, así como de la iniciativa en general, es compatibilizar la necesidad de evitar las operaciones encubiertas en materia de derivados, mediante su control, con la de posibilitar la profundización y movilidad del mercado, efecto, este último, que podría verse aminorado si se amplían en demasía las atribuciones del SII para la paralización de las operaciones. Hizo nuevamente presente, al efecto, que cuenta de todas maneras el Servicio con la facultad de tasar del artículo 64 del Código Tributario. Si bien se trata de una herramienta que no se utiliza mucho, otorga ya un margen bastante grande de acción para la autoridad tributaria.

En definitiva, agregó, se aspira a que exista un control, pero que sea justificado. 

El señor Subsecretario de Hacienda añadió que el artículo 64 del Código Tributario se encuentra presente en todo análisis tributario y es permanentemente objeto de análisis en los informes en derecho del rubro, precisamente por las amplias atribuciones que supone para el SII, que obligan a los contribuyentes a tenerlas siempre en cuenta. Sin perjuicio de ello, dio a conocer la disposición del Ejecutivo para revisar y estudiar las eventuales enmiendas que a la iniciativa se planteen.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el Director del SII, señor Julio Pereira, reseñó los aspectos más salientes del proyecto desde la perspectiva de la autoridad tributaria, que distingue entre lo que se considerará y no se considerará como derivado y señala, en su artículo 3°, que se tendrán por rentas de fuente chilena, en consonancia con la regla general del artículo 10 de la ley sobre impuesto a la renta, las provenientes de bienes situados en el país o de actividades desarrolladas en él, cualquiera sea el domicilio o residencia del contribuyente. En el caso de los derivados, sin embargo, se precisa que se considerarán renta de fuente chilena cuando sean percibidas o devengadas por contribuyentes domiciliados o residentes en Chile (lo que, respectivamente, es posible determinar de acuerdo con el Código Civil y  con los criterios fijados por el artículo 8 número 8 del Código Tributario, complementado por los artículos 10 y 11 de la ley de la renta), o por contribuyentes del artículo 58 número 1° de esta misma ley, esto es, las personas naturales extranjeras sin residencia o domicilio en Chile y las sociedades o personas jurídicas constituidas fuera del país que tengan en Chile cualquiera clase de establecimientos permanentes (sucursales, oficinas, agentes o representantes y, en general, las entidades que obtengan rentas de fuente chilena que tengan un lugar fijo de negocios en Chile). Si bien, admitió, advertir cuándo se está en presencia de dicha clase de establecimientos puede no ser siempre del todo claro, para efectos tributarios bastará con que esté obteniendo rentas de fuente chilena a través de un lugar fijo de negocios para que quede gravado, sin que sea necesario que se trate de una filial o una subsidiaria de una empresa extranjera constituida en Chile. Por ello, indicó, se trata de un concepto que no debiera prestarse para problemas interpretativos.

Añadió que también se considerarán de fuente chilena las rentas que se liquiden mediante la entrega física de acciones o derechos de sociedades constituidas en Chile, lo que supone una útil reafirmación si se tiene en cuenta que ya el artículo 11 de la ley sobre impuesto a la renta contempla como de fuente chilena las rentas provenientes de acciones de sociedades o de derechos de sociedades de personas constituidas en Chile. Tal será el tratamiento, entonces, cuando un derivado tenga como activo subyacente una acción o un derecho.

De acuerdo con lo expuesto, y al tenor del inciso tercero del artículo 3° del proyecto, cuando se devenguen ingresos para un no domiciliado o no residente en Chile y, en consecuencia, esos flujos vayan al exterior, no habrá impuestos, y sólo habría gastos en la medida que se cumplan los requisitos generales que establece el artículo 31 de la ley sobre impuesto a la renta (que, en términos generales, prescribe que la renta líquida de las personas naturales y jurídicas se determina deduciendo de la renta bruta todos los gastos necesarios para producirlo). De esta forma, se asume una realidad también presente en legislaciones comparadas: la incapacidad de controlar si en el no domiciliado o no residente en Chile existió o no un ánimo de especulación, o de saber si cuenta o no con activos o pasivos propios. Al efecto, recordó que la pertinente jurisprudencia administrativa del SII ha señalado que si se está en presencia de un contribuyente no especulador, lo normal es que se produzca un efecto neto que no da lugar a renta, porque se está protegiendo un activo o un pasivo propio; ahora, si se genera una utilidad o pérdida, no existe forma de saber si el extranjero no domiciliado o no residente es o no un especulador, pues no cuenta la autoridad tributaria con jurisdicción para acceder a sus registros contables. El domiciliado o residente en Chile, o el establecimiento permanente de un no domiciliado o no residente en Chile, en tanto, si es especulador deberá tributar por sus rentas; si no lo es, su efecto será neutro.

En relación con el artículo 4° de la iniciativa, destacó que se afecta a los contribuyentes del impuesto de primera categoría y de los impuestos finales, esto es, global complementario o adicional. Vale decir, los sujetos pasivos abarcan la totalidad de los impuestos establecidos en la ley de la renta, con excepción por cierto de las rentas del trabajo de la segunda categoría. Para eso, se establece la naturaleza de los ingresos obtenidos de derivados, entendiéndolos clasificados en el número 5) del artículo 20 de la ley de la renta, sobre el impuesto de primera categoría, que incluye a todas las rentas no descritas en los numerales precedentes del mismo artículo, cualquiera sea su origen, naturaleza o denominación, cuya imposición no esté establecida expresamente en otra categoría ni se encuentren exentas. Con todo, se dispone una exención para los contribuyentes de global complementario y adicional, quienes no determinan renta efectiva mediante contabilidad completa, lo que implica que estos contribuyentes no tendrán un crédito contra impuestos finales.

Enseguida, puso de relieve que en relación con las utilidades o pérdidas por concepto de derivados, los desembolsos por concepto de comisiones, primas u otros, podrán ser deducidos en la determinación de la renta líquida imponible, cumpliendo con los requisitos del artículo 31 de la ley sobre impuesto a la renta, aun cuando no correspondan al giro del contribuyente. Esto último, por cuanto puede ser que dicho giro sea la minería, la industria u otra actividad que irrogue pasivos en dólares y que obligue, en consecuencia, a realizar transacciones de derivados para protegerse de los efectos del tipo de cambio. 

Del mismo modo, se fija el principio general de que los resultados de los derivados se reconozcan sobre base percibida, es decir, una vez ingresados materialmente al patrimonio del contribuyente, y cuando la obligación se ha cumplido por un modo de extinguir distinto al pago. Sin embargo, los contribuyentes que declaren sus rentas efectivas en primera categoría según contabilidad completa, podrán tributar sobre base  devengada, abriéndoseles las siguientes opciones: de un lado, reconocer ingresos y deducir gastos según corrección monetaria al cierre del ejercicio respectivo, valorizando los derechos y obligaciones del derivado de la misma forma que los activos subyacentes del contrato, de conformidad con el artículo 41 de la ley sobre impuesto a la renta (que prescribe la metodología a seguir para reajustar anualmente el capital propio y los valores o partidas del activo y del pasivo exigible). De otro lado, reconocer los ingresos y deducir los gastos según el justo valor, que ha de ser el valor de mercado, a una determinada fecha, para un bien en particular, que determine la cantidad por la que pueda ser intercambiado un activo o cancelado un pasivo, entre compradores y vendedores interesados y debidamente informados, en condiciones de independencia mutua. Esta última cuestión es de suyo trascendente, toda vez que remite a la facultad general que tiene el SII de tasar las operaciones cuando se alejan del valor de mercado, son entre partes relacionadas o se trata de transacciones cross border. De manera tal  que, cual consulta el literal i. de la letra b) del artículo 5° del proyecto, el derivado refleje el valor que el contribuyente recibiría o pagaría al transarlo en el mercado, sin incluir los costos de venta o transferencia. Del sistema por el que se opte, además, deberá informarse al Servicio mediante declaración jurada.

Sobre el artículo 6° de la iniciativa, a su turno, subrayó que en la deducción de gastos para el caso de pagos al exterior se siguen las exigencias del artículo 31 de la ley sobre impuesto a la renta, a las que se añaden, como condiciones copulativas, que los derivados no sean contratados con contrapartes o intermediarios domiciliados en paraísos tributarios, a menos que Chile haya suscrito con el país de que se trate un tratado de intercambio de información; y otros requisitos según se hayan contratado en bolsas de valores o fuera de ellas. 

A continuación, se refirió a la regulación especial que recoge el proyecto para las opciones, en particular respecto de sus tomadores, que también tributan sobre base percibida, con excepción de los contribuyentes de primera categoría que determinen su renta efectiva mediante contabilidad completa. Del mismo modo, se replica la opción de escoger entre corrección monetaria, en base al activo subyacente, o el valor justo o razonable para el reconocimiento de ingresos y deducción de los gastos; y se establece que los ingresos que por razón de pagos, derechos, primas u otros conceptos se produzcan para el lanzador, se reconocerán como utilidad al momento de la celebración del contrato de que se trate.

En cuanto a las ganancias de capital originadas en la transferencia de opciones, señaló que el régimen tributario aplicable será el que corresponda al bien o activo subyacente de acuerdo con las reglas generales de la ley sobre impuesto a la renta. De ahí la importancia de determinar el valor de adquisición que deberá ser comparado con el precio de venta para llegar, en definitiva, a la renta propiamente tal. En todo caso, si el subyacente es un instrumento de oferta pública o valores contemplados en el artículo 107 de la ley sobre impuesto a la renta (acciones de sociedades anónimas abiertas constituidas en Chile con presencia bursátil, cuotas de fondos de inversión, cuotas de fondos mutuos, títulos o valores con presencia bursátil), deberán cumplir con lo que en el artículo 9° del proyecto se dispone.

Seguidamente, resaltó el hecho que el SII pueda establecer, mediante resolución, los elementos necesarios para que se acredite que las transacciones con partes relacionadas se realicen a los precios normales de mercado, como si se hubiera efectuado entre dos partes enteramente independientes; y que se le autorice para verificar el cumplimiento de la condiciones y requisitos que en materia de derivados van, en lo sucesivo, a regir, de modo que si se incumplen, los desembolsos realizados no se aceptarán como gastos y se afectarán con la tributación que corresponda. La norma de control a que se refiere el artículo 12 del proyecto, agregó, constituye una importante novedad, pues permitirá a la autoridad tributaria velar por la legítima razón de negocio y porque no exista la intención de encubrir un retiro de utilidades tributables o de un crédito que debió tributar con arreglo a la ley sobre impuesto a la renta. Recordó, al efecto, que sin la preceptiva que el proyecto contempla, habría que recurrir a la normativa vigente en la antedicha ley, que entrega siempre al Servicio la facultad de tasar o de perseguir la eventual existencia de un delito tributario.

Finalmente, destacó la importancia de las normas de resguardo fiscal que el proyecto contiene, a través de las declaraciones juradas que deben hacer los contribuyentes y de la facultad de recalificación que cabe al SII, que exige analizar con detención si se está o no en presencia de un encubrimiento de remesas de utilidades sin que queden afectas a los impuestos establecidos en la ley chilena

El Honorable Senador señor Escalona hizo ver que el informe financiero elaborado en relación con el proyecto en análisis, indica que no es dable cuantificar el impacto fiscal que éste tendría, cuestión que a su juicio resulta poco precisa para conocer cuál es el resultado a que se quiere llegar a través de la legislación que se está proponiendo.

El señor Director del SII explicó que, sin perjuicio de lo que a la Dirección de Presupuestos corresponde expresar sobre la materia, reviste de todos modos un grado de dificultad estimar cifras sobre el particular, por cuanto la situación anterior al presente proyecto de ley ha sido de alta complejidad para la autoridad tributaria y para el Fisco, por la inexistencia de una normativa que pudiera otorgar seguridad jurídica a las partes contratantes. Lo relevante para el SII, en consecuencia, es poder definir con rango legal cuándo se está en presencia o no de una actividad de especulación, que es lo que permite exigir una tributación en Chile, sin verse expuesto a alguna debilidad ante un eventual conflicto judicial. Se está en presencia, entonces, de un primer gran paso para establecer obligaciones de información para con la administración tributaria y reglas claras sobre la operatoria de los derivados, y para consolidar las facultades del Servicio no sólo en la tasación de operaciones notoriamente inferiores (artículo 64 del Código Tributario), sino también cuando se verifican entre partes relacionadas. 

En ningún caso, agregó, debiera tratarse de un proyecto que viniera a afectar la recaudación fiscal. Por el contrario, viene a respaldar legalmente la fiscalización de la tributación de ingresos que probablemente no han estado siendo recaudados por el Fisco.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó por la cantidad de operaciones de derivados realizadas en el último tiempo, por qué agentes y en qué carácter; y si dichas operaciones contribuyen a la entrada o salida de dólares del país.

El señor Director del SII manifestó que la gran mayoría de las operaciones corresponde a empresas multinacionales con pasivos en moneda extranjera, que operan a través de sus casas matrices. Participan también empresas medianas, y eventualmente empresarios individuales de responsabilidad limitada que determinen su renta efectiva mediante contabilidad completa. 

En cuanto a los efectos recaudatorios, señaló que el efecto debiera ser neutro en operaciones en que se protejan activos; y si son especulativas, se verificará entonces recaudación. Como, por otra parte, se trata de operaciones para asegurar los pasivos de una empresa ante las variaciones del tipo de cambio, el efecto en dólares debiera ser neto al final de la operación.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, en tanto, explicó que el proyecto sólo viene a hacerse cargo de una realidad, la del mercado de los derivados, otorgando definiciones relevantes, como, por ejemplo, que los contribuyentes finales deben tributar sobre base percibida, y que los contribuyentes que determinan su renta efectiva mediante contabilidad completa, lo deben hacer sobre base devengada. Se agrega, asimismo, una metodología uniforme para la valorización de esta clase de instrumentos, que no existe en la actualidad. 

El Honorable Senador señor Escalona dio a conocer sus aprensiones respecto de que, al institucionalizar legalmente las operaciones de derivados, se esté formalizando el mercado de las especulaciones, con los riesgos que ello puede aparejar y tomando en cuenta la reciente experiencia de la crisis sub-prime que afectó al mundo hace sólo unos años atrás.

El señor Director del SII indicó que siendo la reflexión del mérito del proyecto un asunto sobre el que corresponde pronunciarse al Ministerio de Hacienda, tributariamente sí existe un interés por determinar, en el rango legal, si se está en presencia de una renta, cuál es su fuente y cuáles los impuestos que debe pagar.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Felipe Bravo, acotó que de acuerdo con la información disponible, una de cada cuatro pymes exportadoras, en un universo de 33.000 con ventas inferiores a US$ 1.000.000.-, han tomado contratos de derivados en los últimos dos o tres años. Desde una perspectiva cambiaria, añadió, uno de los objetivos del proyecto es precisamente estimular que empresas que no tienen hoy acceso a estos instrumentos, puedan utilizarlos.

Enseguida, la Comisión escuchó al Gerente General de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, señor Alejandro Alarcón, quien comentó que a partir del año 2000, la estructura de la cuenta de capitales del país varió de manera sustancial, a lo que se sumó la formalización de un tipo de cambio flexible. Este es el contexto en que nuestra economía ha debido afrontar los efectos de los precios del cobre de la depreciación internacional del dólar.

Valoró, enseguida, que el proyecto de ley viene a aportar claridad en el tratamiento tributario de los derivados, cuestión necesaria por la inhibición que en muchos eventuales interesados provocaba la ausencia de regulación. Y, al mismo tiempo, tiende a morigerar el fenómeno de la volatilidad que actualmente se presenta en los mercados, que aflige mayormente a las pequeñas empresas.

Luego de agradecer la invitación formulada por la Comisión a la institución que representa, dio lectura a la siguiente presentación:

“PROYECTO DE LEY QUE REGULA EL TRATAMIENTO DE LOS INSTRUMENTOS DERIVADOS

Hoy en día la legislación tributaria guarda silencio en esta materia, y las dudas son abordadas a través de circulares e interpretaciones administrativas del Servicio de Impuestos Internos. Este vacío legal ha impedido una mayor utilización de estos instrumentos que son derivados de operaciones financieras (forwards, futuros, swaps, opciones). Es por ello, que valoramos esta iniciativa legal que tiende a despejar y aclarar las dudas que por largo tiempo han existido en estas materias.

Entre estos derivados queremos destacar los contratos de opciones, tema de por sí complejo y de carácter específicamente técnico, pero muy necesario para el correcto funcionamiento del mercado, y en particular para las PYMES.

En efecto, producto de la disminución del tipo de cambio, el sector exportador en general y la Pyme en particular se han visto impactados en su actividad. Una forma de mitigar los efectos de la apreciación del peso, es a través del uso de opciones sobre tipo de cambio.

Para que un mercado funcione correctamente, se requiere que sea líquido y profundo, pues eso lo hace más estable y competitivo. Teniendo nuestro país una economía pequeña, para lograr ese objetivo debemos atraer inversionistas extranjeros pues con ellos se atomiza la demanda y la oferta de contrapartes, logrando la estabilidad y competitividad requerida en el mercado de capitales.

En la actualidad se evidencian diversos impedimentos que inhiben tanto el uso de estos instrumentos como la participación de inversionistas extranjeros, los que a continuación se detallan, y que consideramos que una vez resueltos, debiesen dar un mayor impulso a este mercado:

a) Se requiere establecer que las rentas de derivados con contrapartes extranjeras se consideren de fuente extranjera, y por tanto no paguen impuesto adicional.

b) En el caso de las opciones, adicionalmente creemos que habría que diferenciar la eventual tributación que tendría el activo subyacente en caso que la opción sea ejercida.

c) Las primas o precios de las opciones deben poder ser rebajadas como gasto por las empresas, de forma tal que si hubiese que tributar se realice sólo por el diferencial entre ingresos (precio de venta) y gastos (valor de la prima). Esto es especialmente relevante para la institución que lanza la opción, ya que si no puede imputar como gasto el valor de la prima, estaría tributando por el 100% del valor de la opción.

d) En caso de abordar algún otro aspecto tributario al que están afectas las operaciones de derivados, ellas deberían quedar explícitamente señaladas, con el fin de no generar incertidumbre en el mercado, y por tanto restar profundidad y liquidez al mismo.

Cabe señalar que a nuestro mejor entender, el proyecto de Ley en comento aborda adecuadamente estas materias, por lo que estamos ciertos será una contribución al desarrollo del mercado de capitales en general, y para las Pymes exportadoras en particular.

Complementariamente a lo anterior, creemos que es importante trabajar en una campaña educativa, informativa y comunicacional focalizada, con el fin que el mercado de la Pyme exportadora conozca los productos y sus ventajas, ya que parte de la explicación de por qué no sé utilizan estos productos es el desconocimiento que existe por parte de los clientes potenciales (esto incluye, campaña vía emails, seminarios, capacitación área comercial, etc.).

Esta campaña debiese ser promovida como una colaboración público privada, en coordinación con el Ministerio de Hacienda.

En síntesis, consideramos que la combinación tanto de modificaciones legales y tributarias más la campaña educativa e informativa, permitirá desarrollar el mercado de las opciones, y permitir a las Pymes realizar un uso más eficiente de las herramientas que les permitan mitigar las fluctuaciones del tipo de cambio.”.

En relación con el impacto de la iniciativa, a su vez, concordó con que debiera ser más bien neutro en la entrada y salida de dólares. Sin embargo, una vez en régimen, debiera repercutir en una oscilación mucho menor para las empresas que necesitan certezas sobre los precios en que van a vender sus productos.

Respecto de la campaña para difundir el uso de los derivados, en fin, señaló que a la industria bancaria asiste una enorme responsabilidad en que estos instrumentos puedan ser utilizados por más empresas, cuestión en la que colaborarán activamente.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Felipe Bravo, hizo ver que recientemente el señor Ministro de Hacienda ha anunciado que el Banco Estado comenzará a operar en el mercado de las coberturas cambiarias.

En votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los  Honorables Senadores señores Frei, Kuschel y Novoa, y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.

- - -
INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de agosto de 2010, señala, de modo textual, lo siguiente:

“El Proyecto de Ley que se presenta en el mensaje contiene un único artículo permanente y dos transitorios.

El Artículo Único desarrolla el tratamiento tributario a aplicar a los instrumentos definidos como derivados; determinando, desde este punto de vista, los siguientes contenidos: definición de contratos derivados (contratos cuyo valor se establezca en función de una o más variables que determinen el monto de las liquidaciones correspondientes que sean reconocidos como tales, entre otros); identificación de contratos que no se encontrarán regidos por esta nueva normativa (tales como contratos de préstamo o arrendamiento de valores en operaciones bursátiles de venta corta, o stock options); reglas sobre determinación de la fuente de la renta para efectos del artículo 10 de la Ley del ramo; reglas sobre determinación de la naturaleza de la renta; reconocimiento de ingresos y deducción de gastos; contratos con partes relacionadas y finalmente, normas sobre el control a ejercer por parte del Servicio de Impuestos Internos en esta materia. Por otra parte, los artículos transitorios contienen, respectivamente, normas relativas a la vigencia de esta ley y la relaciona con normas asociadas de naturaleza tributaria.

El efecto fiscal de este proyecto será el resultante de aplicar en la especie normas tributarias sobre las operaciones que se realicen válidamente, de acuerdo a las definiciones contenidas en él, una vez que su normativa entre en vigencia. Sin embargo, teniendo presente que con anterioridad al presente proyecto de ley no existe una base legal definida sobre la materia, no es dable cuantificar un efecto en materia de recaudación tributaria por este concepto y, por lo tanto, no es posible anticipar impacto fiscal para el año 2010.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

"1.TRIBUTACION DE LOS INSTRUMENTOS DERIVADOS EN GENERAL

Artículo 1°.- Régimen impositivo de los derivados.- Los contratos definidos como derivados en el artículo siguiente, se sujetarán, junto con las operaciones e instrumentos que recaigan sobre ellos, al régimen tributario establecido en la presente ley. En lo no previsto en esta ley, se aplicarán, respecto de dichos contratos, las disposiciones de las leyes tributarias generales o especiales, según corresponda, así como las regulaciones emanadas de las autoridades competentes.

Artículo 2°.- Definiciones y precisiones.- Para los efectos de esta ley, se considerarán como derivados:

1. Los forwards, futuros, swaps y opciones, y combinaciones de cualquiera de éstos.

2. Los demás contratos cuyo valor se establezca en función de una o más variables que determinen el monto de la o las liquidaciones correspondientes, y que sean reconocidos o regulados como tales de acuerdo a normas legales o aquellas normas dictadas, en uso de sus atribuciones, por la Superintendencia de Valores y Seguros, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la Superintendencia de Pensiones o el Banco Central de Chile.

3. Adicionalmente, se considerarán como derivados aquellos contratos no incluidos expresamente en los números anteriores que, independientemente de su denominación, reúnan los siguientes requisitos copulativos al momento de su celebración:

a) Que su valor se establezca en función de una o más variables que determinen el monto de la o las liquidaciones correspondientes, como por ejemplo una tasa de interés, el precio de otro instrumento financiero, el precio de una materia prima, un tipo de cambio, un índice o tasas de variación de precios, una calificación o índice de crédito u otra, siempre que la variable respectiva no sea específica a una de las partes del contrato;

b) Que no requieran de una inversión inicial o ésta sea significativamente inferior que la que se requeriría para una inversión directa en el activo subyacente respectivo, o para celebrar otros tipos de contratos u operaciones que se esperaría que respondan de forma similar ante cambios en las variables de mercado, y 

c) Que su liquidación se realice en una fecha futura previamente determinada o determinable.

4. Aun en el caso de cumplir los requisitos señalados precedentemente, no quedarán regidos por la presente ley, entre otros:

a) Los contratos de préstamo o arrendamiento de valores que se realicen en operaciones bursátiles de venta corta;

b) Los instrumentos emitidos por una entidad cuando su valor esté vinculado al de sus propias acciones, tales como los derechos de suscripción y las opciones de compra emitidas para ser suscritas por sus empleados, salvo lo dispuesto en la letra a) N° 1 del artículo 9° de la presente ley, en relación a las opciones de suscripción preferente a favor de los accionistas;

c) Los contratos de seguro de aquellos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda;

d) Los contratos cuyo valor se establezca en función de variables que dependan de fenómenos de la naturaleza, tales como ambientales, climáticas, geológicas u otras similares;

e) Los contratos de compraventa de activos financieros que requieren de la entrega del activo dentro de los plazos establecidos por la regulación de los mercados en que se opera;

f) Los contratos de suministro o derecho a futuro de servicios o activos físicos tales como energía, inmuebles e insumos, o de intangibles, tales como marcas y licencias; 

g) Los compromisos para la obtención o concesión futura de préstamos a la tasa de mercado vigente al momento de materializarse la operación, y

h) Las garantías financieras, tales como avales o cartas de crédito, que obligan a efectuar determinados pagos ante el incumplimiento del deudor.

Artículo 3°.- Fuente de la renta de los derivados.- Para los efectos de esta ley y de lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las rentas provenientes de derivados, incluyendo las primas de emisión, se considerarán como rentas de fuente chilena, cuando sean percibidas o devengadas por contribuyentes domiciliados o residentes en Chile, o por contribuyentes del artículo 58 número 1° de la referida ley. 

Asimismo, se considerarán rentas de fuente chilena las que procedan de derivados que se liquiden mediante la entrega física de acciones o derechos de sociedades constituidas en Chile.

En consecuencia, y con la salvedad establecida en el inciso precedente, las rentas de derivados percibidas o devengadas por personas o entidades sin domicilio ni residencia en el país, no estarán afectas a ninguno de los impuestos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Artículo 4°.- Ámbito de aplicación.- Las normas de la presente ley se aplicarán tanto a los contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta como a los contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, en cuanto les resulten aplicables.

Los ingresos obtenidos de los derivados a que se refiere esta ley, se considerarán clasificados en el número 5°, del artículo 20, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, para todos los efectos tributarios previstos en dicha ley y en el presente texto legal.

Los contribuyentes afectos a los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, estarán exentos del impuesto de primera categoría, en lo que se refiere a las rentas de esta ley, y no se les requerirá acreditarlas mediante contabilidad completa, en la medida que, además de dichas rentas, no perciban o se les devenguen otras que se encuentren obligados a acreditar mediante contabilidad completa.

Artículo 5°.- Reconocimiento de los ingresos y deducción de los gastos.- Las utilidades o pérdidas correspondientes a derivados, se reconocerán de acuerdo a las reglas y definiciones siguientes:

1. Por utilidades o pérdidas se entenderán todos aquellos resultados que se originen como consecuencia de la celebración, contratación, cesión de la posición contractual, liquidación o compensación de los respectivos derivados.

2. Los desembolsos consistentes en comisiones, primas u otros causados por los derivados, podrán ser deducidos en la determinación de la renta líquida, siempre que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y aun cuando no correspondan al giro del contribuyente.

3. Los contribuyentes regidos por esta ley deberán reconocer los resultados provenientes de derivados sobre base percibida, a excepción de los señalados en el número siguiente.

4. Los contribuyentes que declaren sus rentas efectivas en la primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta según contabilidad completa, podrán optar por aplicar alguno de los siguientes métodos:

a) Reconocimiento de ingresos y deducción de los gastos según corrección monetaria:

Al momento de la celebración o adquisición del contrato de derivado, los contribuyentes que opten por esta alternativa, deberán contabilizar y valorizar los derechos y obligaciones que de él emanan en la misma forma que deben contabilizarse y valorizarse los activos subyacentes de conformidad al respectivo contrato.

Tales derechos u obligaciones deberán ser corregidos monetariamente, al término de cada ejercicio, en la misma forma que deben ser corregidos los activos subyacentes, de acuerdo al artículo 41 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Las diferencias positivas o negativas que se produzcan a consecuencia de la valorización señalada en los párrafos anteriores, constituirán utilidad o pérdida del ejercicio, según corresponda.

En caso de cederse o liquidarse un contrato derivado, los resultados que procedan de tal cesión o liquidación, en su caso, deberán considerarse como utilidad o pérdida en dicho ejercicio, entendidos éstos como la diferencia entre la valoración efectuada de conformidad a los párrafos anteriores y el valor de cesión o liquidación, según corresponda.

b) Reconocimiento de ingresos y deducción de los gastos según el justo valor:

i. Al cierre de cada ejercicio, los contratos de derivados se valorizarán a valor justo o razonable a dicha fecha. Para estos efectos, se entenderá por valor justo o razonable la cantidad por la que pueda ser intercambiado un activo o cancelado un pasivo, entre compradores y vendedores interesados y debidamente informados, en condiciones de independencia mutua. En consecuencia, el derivado debe reflejar el valor que el contribuyente recibiría o pagaría al transarlo en el mercado, sin incluir los costos de venta o transferencia.

ii. Las diferencias positivas o negativas que se produzcan a consecuencia de la valorización señalada en la letra anterior, constituirán una utilidad o pérdida del ejercicio, según corresponda.

iii. Los resultados que procedan de la cesión o liquidación, en su caso, de un derivado, valorizado en la forma establecida en el punto i. anterior, a la fecha de la cesión o liquidación, deberán considerarse como utilidad o pérdida, en caso de haberse efectuado dicha cesión o liquidación antes del cierre del ejercicio en el que se contrató, según corresponda.

En caso de efectuarse la cesión o liquidación con posterioridad al cierre del último ejercicio, los resultados que procedan de comparar el valor del derivado a la fecha de dicho cierre en relación al valor de liquidación o de cesión del mismo, según corresponda, deberá considerarse como  utilidad o pérdida del ejercicio en que se efectuó la cesión o liquidación.

5. Los contribuyentes deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste indique, mediante declaración jurada, acerca del sistema de reconocimiento de resultados por el que opten en conformidad con el número 4 de este artículo. Una vez elegido el sistema, deberán permanecer en él durante al menos dos años calendarios consecutivos, salvo que el Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución fundada, autorice a un contribuyente a permanecer por un plazo de un año calendario.

Artículo 6°.- Deducción de gastos en el caso de pagos al exterior.- Los montos pagados o adeudados al extranjero por contribuyentes domiciliados o residentes en Chile, respecto de los derivados celebrados o ejecutados con personas domiciliadas o residentes en el extranjero, sólo serán deducibles como gastos para los efectos previstos en esta ley y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, en la medida que se cumpla copulativamente con las siguientes condiciones, además de las generales establecidas en el artículo 31 de dicha ley que les sean aplicables:

1. Que los derivados no sean contratados con contrapartes o intermediarios establecidos, domiciliados o residentes en países o territorios que, a la fecha de celebración o realización de la respectiva operación, estén incluidos en la lista a que se refiere el número 2 del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta, salvo que dicho país o territorio suscriba con Chile un acuerdo que permita el intercambio de información relevante para los efectos de aplicar las disposiciones tributarias, que se encuentre vigente;

2. Que los respectivos derivados hayan sido:

a) Contratados en bolsas de valores nacionales reconocidas por la Superintendencia de Valores y Seguros, o en bolsas extranjeras afiliadas a la Organización Internacional de Comisiones de Valores (International Organization of Securities Commissions, IOSCO), o con la intervención de agentes o corredores autorizados en mercados organizados, siempre que unos y otros se encuentren sujetos al control o supervigilancia de la Superintendencia de Valores y Seguros o de algún organismo de similar competencia a dicha superintendencia en su respectiva jurisdicción, y que este órgano, a su vez, constituya un miembro afiliado a la Organización Internacional de Comisiones de Valores, o

b) Contratados fuera de bolsas de valores, en conformidad a (i) modelos de contratos contenidos en acuerdos marco elaborados por asociaciones privadas o públicas extranjeras o internacionales, de carácter financiero o bancarias, y que se utilicen en forma habitual en operaciones financieras con derivados en los mercados internacionales señalados, o (ii) mediante confirmaciones que hagan referencia a tales modelos de contratos.

Siempre que se cumplan los requisitos precedentes, se aceptará la deducción de los gastos a que se refiere este artículo, aún cuando no correspondan al giro del contribuyente.

A requerimiento del Servicio de Impuestos Internos, el contribuyente deberá acreditar el cumplimiento de cualquiera de las circunstancias establecidas en los números anteriores. En el caso de lo dispuesto en el número 2, la acreditación deberá efectuarse mediante certificado emitido por la respectiva bolsa, agente o corredor, o mediante el certificado de una empresa de auditoría externa registrada ante la Superintendencia de Valores y Seguros en conformidad a lo establecido en la ley N° 18.045. Esta certificación no será necesaria respecto de los modelos de contratos que hayan sido reconocidos por alguna de las autoridades nacionales a que se refiere el artículo 2° de la presente ley.

No se aceptará la deducción como gastos de las cantidades pagadas o adeudadas que no cumplan con las condiciones señaladas en este artículo, las que quedarán sujetas a lo previsto en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

2. NORMAS ESPECIALES APLICABLES A LAS OPCIONES

Artículo 7°.- Definición de opción.- Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo primero de esta ley, para sus efectos y los de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se entenderá por opción aquel instrumento derivado que en virtud del pago de un precio o prima otorga a su poseedor o titular, que para efectos de esta ley se denominará tomador, el derecho, pero no la obligación, para comprar o vender un activo a un precio determinado y durante un período de tiempo acordado, o al término de una fecha prefijada. La parte que asume la obligación de perfeccionar la transacción en caso que el tomador ejerza su derecho bajo opción, se denominará lanzador para efectos de esta ley.

Artículo 8°.- Momento y forma de reconocimiento de los ingresos de las opciones.- Los ingresos que por concepto de pagos, derechos, primas u otros, se produzcan, se reconocerán de acuerdo a las reglas siguientes:

1. Los tomadores de opciones regidos por esta ley deberán reconocer los resultados provenientes de opciones sobre base percibida, a excepción de los señalados en el número siguiente.

2. Los tomadores de opciones regidos por esta ley, que declaren sus rentas efectivas en la primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta según contabilidad completa, podrán optar por aplicar el método establecido en la letra a) del número 4 del artículo 5°, o aplicar las siguientes reglas:

a) Si el tomador de una opción no la ejerciere ni la cediere, el precio de la misma y los gastos de su adquisición sólo podrán ser deducidos de la renta líquida imponible del impuesto de primera categoría, en la medida que la respectiva operación cumpla copulativamente con las condiciones establecidas en el número 2 del artículo 5° y artículo 6° de esta ley, según corresponda. En los demás casos, no se permitirá la referida deducción y se aplicará lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

b) En tanto que el tomador mantenga la opción vigente, al cierre de cada ejercicio, el respectivo contrato se valorizará a valor justo o razonable a dicha fecha. Para estos efectos, se entenderá por valor justo o razonable lo señalado en el artículo 5°, número 4, letra b), punto i. Las diferencias que se produzcan a consecuencia de la valorización señalada, constituirán utilidad o pérdida del ejercicio, según corresponda.

c) Si el tomador de una opción la ejerciere, se considerará como valor de adquisición del activo subyacente el precio de ejercicio estipulado en el respectivo contrato, más los desembolsos incurridos en la celebración del mismo, en la medida que no hayan sido previamente deducidos de acuerdo a la letra anterior. Para todos los efectos tributarios, el valor señalado en esta letra se tendrá como el costo de adquisición del activo adquirido producto del ejercicio de la opción.

3. Los ingresos que por razón de pagos, derechos, primas u otros conceptos se produzcan para el lanzador, se reconocerán como utilidad al momento de la celebración del respectivo contrato.

Artículo 9°.- Régimen tributario de las ganancias de capital originadas en la transferencia de opciones.- Para determinar el régimen aplicable a las ganancias de capital que se originen en la transferencia de opciones, deberá estarse a las siguientes reglas:

1. El régimen tributario aplicable a los ingresos originados por las cesiones o transferencias que efectúen los titulares o tomadores de las opciones en bolsas de valores del país, será el que corresponda al bien o activo subyacente de acuerdo a las reglas generales establecidas en la Ley sobre Impuesto a la Renta. Para estos efectos, el valor de adquisición estará constituido por los desembolsos incurridos en la celebración del respectivo contrato, considerando lo dispuesto en el artículo anterior.

En caso que el bien o activo subyacente corresponda a alguno de los instrumentos de oferta pública o valores a que se refiere el artículo 107 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, el mayor valor obtenido en la enajenación de la opción estará sujeto a las disposiciones previstas en dicha norma, siempre que:

a) La opción haya sido adquirida en una bolsa de valores del país o directamente del emisor, en el caso de haberse adquirido la opción a consecuencia del derecho de opción preferente para la suscripción de acciones a que se refiere el artículo 25 de la ley N° 18.046;

b) La enajenación de la opción se realice en una bolsa de valores del país, y 

c) Los instrumentos de oferta pública o valores a que se refiera la opción tengan presencia bursátil tanto a la fecha de adquisición de la opción como a la fecha de su enajenación.

2. Si el tomador de una opción la cediere fuera de una bolsa de valores, se considerará como utilidad o pérdida la diferencia entre el valor de cesión y los desembolsos incurridos en la celebración del respectivo contrato, considerando lo dispuesto en el artículo anterior.

Artículo 10.- Normas supletorias para las opciones.- En todo lo no previsto en el presente párrafo, las opciones se regirán, en forma supletoria, por las disposiciones contenidas en los párrafos anterior y siguiente.

3. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 11.- Contratos con partes relacionadas.- Los contribuyentes regidos por la presente ley, podrán celebrar o ejecutar operaciones con instrumentos derivados, con una contraparte relacionada en los términos establecidos en las disposiciones de la ley N° 18.045, bajo condición de que:

1. Pueda acreditarse, en la forma y condiciones que determine el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, que la transacción en cuestión se ha realizado a sus precios o valores normales de mercado, esto es, de acuerdo a los que se hubiesen pactado entre partes independientes en operaciones y condiciones similares, y

2. Que, además, la respectiva operación se lleve a cabo en los términos establecidos en el número 2 del artículo 6°.

En caso de no cumplirse estas condiciones, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 6°.

Artículo 12.- Norma de control.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 21 y siguientes del Código Tributario, el Servicio de Impuestos Internos verificará el cumplimiento de los requisitos y condiciones señalados en esta ley. Para estos efectos, y cuando una o un conjunto de transacciones con derivados sea similar a otra transacción u operación, dicho Servicio podrá aplicar los impuestos que correspondan a dichas transacciones. Para que esto proceda, el Servicio deberá establecer, de manera fundada, que la respectiva operación no ha obedecido a una legítima razón de negocios y que existen razones fundadas para determinar que mediante su celebración se ha pretendido como único propósito encubrir un retiro de utilidades tributables o un crédito que debió tributar de acuerdo a las disposiciones de la Ley sobre el Impuesto a la Renta.

En estos casos, el Servicio de Impuestos Internos, previa citación del contribuyente, practicará las liquidaciones o resoluciones que procedan, las que deberán indicar en forma precisa la causal, circunstancias y razones en que se fundan, teniendo el contribuyente afectado el derecho a reclamar en contra de la totalidad o de alguna de las partidas o elementos de dicha liquidación o resolución, según las reglas generales, y mientras se encuentre pendiente la decisión de las mismas no se devengarán los intereses moratorios que establece el Código Tributario.

Artículo 13.- Normas de fiscalización.- Los contribuyentes que celebren derivados deberán presentar anualmente, en la forma y plazo que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución, una declaración jurada informando de sus operaciones de derivados. Tratándose de operaciones ejecutadas a través de intermediarios, la obligación establecida en el presente inciso pesará sobre éstos.

Si el contribuyente se negare a formular esta declaración, o si la presentada fuere maliciosamente incompleta o falsa, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero del artículo 97, números 4° ó 5°, según corresponda, del Código Tributario.

Adicionalmente, los contribuyentes deberán mantener un registro de las operaciones de derivados que realicen, el que deberá contener la información y tendrá las características que el Servicio de Impuestos Internos determine mediante resolución, manteniendo tanto dicho registro como la documentación que dé cuenta de dichas transacciones a disposición del Servicio de Impuestos Internos para cuando éste lo requiera. En el caso de operaciones de derivados llevadas a cabo a través de intermediarios, la obligación establecida en este inciso pesará sobre éstos.

Artículo 14.- Facultades de tasación.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, el Servicio de Impuestos Internos, sin necesidad de citación previa, podrá tasar los precios o valores pactados por las partes en los derivados a que se refiere esta ley, en los casos en que sean notoriamente inferiores o superiores a los corrientes en plaza o de los que normalmente se cobren en convenciones de similar naturaleza, considerando las circunstancias en que se realiza la operación.

Artículo 15.- Pagos provisionales mensuales.- Los contribuyentes regidos por la presente ley no se encontrarán obligados a efectuar pagos provisionales mensuales por las rentas que se generen por concepto de derivados.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio.- Lo dispuesto en esta ley regirá respecto de los derivados y opciones que se celebren, o sean objeto de modificaciones, a contar del primero de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo transitorio.- Las leyes actualmente en vigencia o que se dicten en el futuro que hagan referencia a la normativa tributaria en general, se entenderá que también hacen referencia a las disposiciones de la presente ley.".

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 18 de abril y 16 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez. 

Sala de la Comisión, a 18 de mayo de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre

Secretario De La Comisión

3

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIAY REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES Y LA LEY Nº 19.665, EN LAS MATERIAS QUE INDICA

(6244-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley señalado en epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje del Ejecutivo.


A la sesión en que la Comisión trató estainiciativa asistieron el Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes y el asesor de esa Secretaría de Estado, señor Alejandro Soto.


Concurrieron, también el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Marcelo Drago, y el asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola.

-.-.-

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Los dos artículos que conforman esta iniciativa tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, en virtud de lo dispuesto por los artículos 77 y 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

-.-.-

INFORME DE LA CORTE SUPREMA


Hacemos presente que la Sala del Senado envió un oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema sobre esta iniciativa, en cumplimiento a lo preceptuado por el artículo 77 de la Ley Fundamental, y el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, toda vez que ella incide en las atribuciones y organización de los tribunales de justicia.


El Máximo Tribunal, mediante Oficio N° 205, de agosto de 2009, reiteró su opinión favorable a esta iniciativa, confirmando lo que ya había manifestado en el primer trámite constitucional.


Finalmente, cabe consignar que durante el estudio en particular de esta iniciativa ella deberá ser estudiada, además, por la Comisión de Hacienda, en conformidad con lo resuelto por la Sala, en sesión celebrada el día 7 de julio de 2009.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO





- Facultar a la Corte Suprema para destinar transitoriamente y de manera rotativa a uno o más jueces integrantes de los tribunales de garantía, de juicio oral en lo penal, de familia, laborales y de cobranza laboral y previsional, a desempeñar sus funciones preferentemente en otro tribunal de su misma especialidad.





La Corte Suprema ejercerá esta atribución a petición de las Cortes de Apelaciones respectivas, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y siempre que lo permita la disponibilidad presupuestaria del Poder Judicial.





-Diferir, de conformidad con el calendario que se establece, el nombramiento de determinado número de jueces de garantía y de tribunal de juicio oral en lo penal, en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel, realizando los nombramientos en forma gradual con el objeto de racionalizar el uso de los recursos en atención a las cargas de trabajo de los tribunales de dichas jurisdicciones.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- JURÍDICOS





1.- El artículo 77 de la Constitución Política de la República.


2.- El Código Orgánico de Tribunales, y


3.- La ley Nº 19.665, que reformó el Código Orgánico de Tribunales y adecuó diversos cuerpos legales a la Reforma Procesal Penal.

II.- DE HECHO


El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley señala que la modernización de la justicia ha sido una prioridad central para los Gobiernos del país. Agrega que lo anterior se ha manifestado en diversas reformas al ámbito judicial, especialmente en lo que dice relación conel procedimiento penal, la justicia de familia, la justicia laboral y también, en el futuro,respecto dela reforma que se hará al procedimiento civil.


Precisa que el nuevo modelo de tribunales adoptado se ha caracterizado por la existencia de órganos colegiados en su composición, pero unipersonales en el ejercicio de la jurisdicción, y una administración profesionalizada y separada de la labor jurisdiccional, que ha demostrado ventajas notables de eficiencia y gestión respecto del modelo tradicional.


Seguidamente, precisa que el proyecto tiene dos propósitos fundamentales. El primero es otorgar a la Excelentísima Corte Suprema la facultad para destinar transitoriamente y de manera rotativa a uno o más jueces integrantes de los tribunales de garantía, de juicio oral en lo penal, de familia, laborales y de cobranza laboral y previsional, a desempeñar sus funciones en otro tribunal de su misma especialidad. Connota que mediante esta disposición se persigue mejorar la administración y gestión en el Poder Judicial, permitiendo mayor flexibilidad en el uso de los recursos humanos


El segundo es establecer el nombramiento gradual de un número determinado de jueces de garantía y de tribunales de juicio oral en lo penal correspondientes a las jurisdicciones de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel, racionalizando, por esta vía, el uso de los recursos de manera que se correspondan con las cargas de trabajo de aquellas.

Texto aprobado por la Cámara de Diputados


El texto del proyecto aprobado en primer trámite constitucional se estructura en dos artículos permanentes. El primero introduce en el Código Orgánico de Tribunales un artículo 101, nuevo, que establece que la Corte Suprema podrá destinar transitoriamente y de manera rotativa a uno o más jueces integrantes de los Tribunales de Garantía, del Juicio Oral en lo Penal, de Familia, Laborales y de Cobranza Laboral y Previsional, a desempeñar sus funciones preferentemente en otro tribunal de su misma especialidad, a solicitud de la Corte de Apelaciones respectiva, con informe favorable previo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y siempre que lo permita la disponibilidad presupuestaria del Poder Judicial.


Agrega que dicha facultad sólo podrá ejercerse entre tribunales de territorios jurisdiccionales pertenecientes a una misma Corte de Apelaciones o a territorios contiguos. Precisa que podrá destinarse a un juez a un tribunal de un territorio jurisdiccional no contiguo siempre que el dé su consentimiento y se cuente, además, con un informe previo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. Concluye señalando que el ejercicio de esta facultad no podrá afectar al juez presidente de un tribunal ni respecto a un porcentaje superior al 50 por ciento de los jueces integrantes de cada tribunal y que ella no modificará el sistema de remuneraciones, calificaciones, ni el régimen estatutario de los jueces destinados. 


El segundo modifica el artículo 1° transitorio de la ley Nº 19.665, que reformó el Código Orgánico de Tribunales y adecuó diversos cuerpos legales a la Reforma Procesal Penal. En él se posterga el nombramiento de 133 cargos de jueces de garantía y de tribunales orales en lo penal en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y San Miguel. Se precisa que estos cargos serán nombrados a medida que lo requieran las cargas de trabajo de los tribunales de esas jurisdicciones con los siguientes topes anuales:

	Año
	Tope máximo de nombramientos

	2009
	9

	2010
	15

	2011
	9

	2012 y siguientes
	100

	TOTAL
	133


- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio de esta iniciativa, el Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes, explicó que ella refleja una sentida aspiración del Poder Judicial.Agregó que el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, Ministro señor Milton Juica, ha expresado en numerosas ocasiones que la autonomía financiera del Poder Judicial es una aspiración importante para los Tribunales, pero ella por sí misma no tiene mucho sentido si no va acompañada de algunas herramientas que permitan algún grado de flexibilidad para manejar la dotación de jueces, porque en la actualidad hay tribunales que tienen más personal del que necesitan y otros, en cambio, funcionan con un déficit permanente. Explicó que, para compensar esta situación,el Poder Judicial ha recurrido a la figura excepcional de las comisiones de servicio. Sin embargo, ella presenta diversos inconvenientes, por lo que es necesario legislar en el sentido que lo plantea el proyecto en discusión.


Hizo presente que en efecto esta iniciativa contempla el establecimiento de un mecanismo de reasignación de jueces entre tribunales multi integrados (de familia, de garantía, de juicio oral en lo penal, del trabajo y de cobranza laboral y previsional) que correspondan al mismo territorio jurisdiccional, que será determinado por el Máximo Tribunal, previa solicitud de la Corte de Apelaciones respectiva y con informe previo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. Puntualizó que si la destinación de jueces se materializa entre dos tribunales que están en distintos territorios jurisdiccionales, se requerirá, además, el acuerdo del juez que se traslada.


Agregó que el segundo punto que considera este proyecto es la modificación del calendario de nombramientos de jueces de garantía y de miembros del tribunal oral en lo penal correspondientes a las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel. Recordó que la ley Nº 19.665, que modificó el Código Orgánico de Tribunales y otros cuerpos legales para adaptarlos a la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Penal, estableció, en marzo del año 2000, en los números 3) y 4) de su artículo primero transitorio, el calendario de nombramiento de los mencionados magistrados, el cual no se ha cumplido a cabalidad, por lo que resulta necesario actualizarlo.


Seguidamente, precisó que durante la discusión en particular de esta iniciativa el Ejecutivo presentará una indicación para perfeccionar alguno de los contenidos del proyecto. Explicó queeste nuevo sistema de reasignación también será aplicable a los tribunales especiales de competencia común, contemplados en el artículo 27 bis del Código Orgánico de Tribunales. Al respecto, indicó que dichos juzgados tienen dos jueces y una estructura administrativa propia de un tribunal de audiencia, por lo que también pueden ser objeto de una destinación. 


Asimismo, manifestó que esa indicación establecerá que el juez redestinado transitoriamente mantendrá, para todos los efectos legales, su domicilio en el tribunal de origen.


A continuación, intervino el Honorable Senador señor Espina, quién manifestó que comparte el propósito de este proyecto, ya que agrega racionalidad al sistema de traslado de jueces. Con todo, connotó que diversos parlamentarios han observado con inquietud que la Excelentísima Corte Suprema, por razones disciplinarias, traslada a funcionarios judiciales a determinadas localidades de provincia. Explicó que esta práctica es un verdadero castigo para los poblados apartados, porque ellos ven que, en algunas ocasiones, no llegan a trabajar a sus ciudades los mejores funcionarios judiciales.


Recordó que ese asunto fue objeto de un proyecto de ley suscrito por él y los Honorables Senadores señores Chadwick, García, Horvath y Prokuriça,el cual prohibía esta prácticapero que, lamentablemente,no ha tenido mayor avance por las dudas de constitucionalidad que ha generado.


Observó que como en esta oportunidad la iniciativa en discusión cuenta con el total respaldo de la Excelentísima Corte Suprema, podría consagrarse en este proyecto una norma que recoja esta idea.


El señor Ministro de Justicia se comprometió a tratareste tema con el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, con el fin de evaluarla posibilidad de presentar una indicación al respecto.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, señaló que este problema se venía arrastrando desde que ella era Ministra de Justicia, y fue objeto en esa época de innumerables conversaciones con el Poder Judicial. Hizo presente que aunque en la actualidad hay algunos mecanismos excepcionales que permiten hacer traslados, como la comisión de servicio, o la facultad que el inciso final del artículo 80 de la Constitución otorga al Máximo Tribunal sería convenienteque el mecanismo de destinación de personal se institucionalice, y de paso se prohíba la situación descrita por el Honorable Senador señor Espina.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio,expresó que compartía las ideas contenidas en este proyecto, pero manifestó que prohibir los traslados judiciales por razones disciplinarias contraviene lo señalado en el inciso final del artículo 80 de la Constitución Política de la República, por lo que si se quiere presentar una indicación como la antes sugerida, sería necesario efectuaruna enmienda constitucional.


Seguidamente, se planteó en la Comisión queel artículo 1º impone una serie de exigencias para que la Corte Suprema pueda destinar transitoriamente y de manera rotativa a determinados jueces a cumplir funciones en otro tribunal, en circunstancias que el inciso final del artículo 80 de la Constitución Política sólo exige que el Máximo Tribunal,en pleno especialmente convocado al efecto y por la mayoría de sus miembros en ejercicio,autorice u ordene, fundadamente, el traslado de los jueces y demás funcionarios y empleados del Poder Judicial a otro cargo de igual categoría. Además,se preguntó si los jueces a que se refiere el proyecto en discusiónvan a ocupar cargos que actualmente están vacantes.


El señor Ministro de Justicia se hizo cargo de estas inquietudes, señalando que el inciso final del artículo 80 de la Constitución Política de la República regula la figura de traslados permanentes; en cambio, lo que este proyecto plantea es una destinación transitoria y por un plazo máximo de un año, por lo que, a su juicio, no hay incompatibilidad entre lo que propone esta iniciativa y lo que establece el referido artículo de la Ley Fundamental.


En relación a la segunda consulta, señaló que el propósito del artículo primero no es establecer un sistema especial para proveer vacantes permanentes en el escalafón primario del Poder Judicial, sino suplir una falta transitoria de dotación de jueces que genera problemas a la gente. Agregó que en la actualidad los artículos 47, 47 A, 47 B y 47 C del Código Orgánico de Tribunales contemplan mecanismos que permiten destinar a jueces a cumplir otras tareas jurisdiccionales. Agregó que dichas normas fueron examinadas por el Tribunal Constitucional en el respectivo control preventivo de constitucionalidad y ninguna de ellas fue observada u objetada.

-.-.-


En atención a los antecedentes precedentemente descritos y a las consideraciones ya reseñadas, la Presidenta de la Comisión puso en votación en general esta iniciativa, siendo aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, y Walker, don Patricio.

- - -


En mérito del acuerdo precedentemente consignado, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la aprobación, en general, del siguiente:

PROYECTO DE LEY:



"Artículo 1°.- Introdúcese el siguiente artículo 101 en el Código Orgánico de Tribunales:



"Artículo 101.- Cuando el mejor servicio judicial lo exigiere y a solicitud de la Corte de Apelaciones respectiva, la Corte Suprema, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, y siempre que lo permita la disponibilidad presupuestaria del Poder Judicial, podrá destinar transitoriamente y de manera rotativa a uno o más jueces integrantes de los Tribunales de Garantía, Tribunales de Juicio Oral en lo Penal, Tribunales de Familia, Tribunales Laborales y Tribunales de Cobranza Laboral y Previsional, a desempeñar sus funciones preferentemente en otro tribunal de su misma especialidad.



Dicha facultad podrá ejercerse sólo entre tribunales de territorios jurisdiccionales pertenecientes a una misma Corte de Apelaciones, por un plazo máximo de un año por cada juez, sin renovación inmediata y entre tribunales que en todo o en parte compartan el mismo territorio jurisdiccional o que sean de territorios jurisdiccionales contiguos.


No obstante, podrá destinarse a un juez a un tribunal de un territorio jurisdiccional no contiguo, con acuerdo de dicho juez y previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, el que deberá señalar fundadamente las razones que hacen necesario o conveniente para el servicio judicial proceder de la manera indicada. También podrá renovarse inmediatamente una destinación, cuando se cuente para ello con el acuerdo del juez respectivo.


Esta facultad no podrá ejercerse con respecto al juez presidente del tribunal ni con respecto a un porcentaje superior al 50% de los jueces integrantes de cada tribunal en forma simultánea.


El ejercicio de esta facultad no modificará el sistema de remuneración, calificación, ni régimen estatutario de los jueces destinados. Sin embargo, en caso que el juez sea destinado a un tribunal que, por su ubicación, le corresponda una mayor remuneración, será aplicable, mientras dure su destinación, la escala de remuneraciones correspondiente a dicho tribunal.".


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° transitorio de la ley N° 19.665:


a) En el párrafo cuarto del numeral 3), intercálase a continuación de las expresiones "Juzgados de garantía correspondientes a las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel: junio de 2008" y el punto aparte que las sigue, los términos ", sin perjuicio de lo que se señala en el N° 4 ter)".


b) En el párrafo cuarto del numeral 4), intercálase a continuación de los términos "Tribunales de juicio oral en lo penal correspondientes a las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel: junio de 2008" y el punto aparte que los sigue, las expresiones ", sin perjuicio de lo que se señala en el N° 4 ter)". 


c) Intercálase el siguiente numeral 4 ter), a continuación del numeral 4 bis B):


"4 ter) Excepcionalmente, se diferirá el nombramiento de 133 cargos de jueces de garantía y de jueces de tribunal de juicio oral en lo penal en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel. Sus nombramientos serán realizados de acuerdo a las necesidades derivadas de las cargas de trabajo de los tribunales de estas jurisdicciones, conforme a las siguientes reglas generales: hasta 9 cargos serán nombrados en el período comprendido entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de diciembre del mismo año; hasta 15 cargos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2010 y el 31 de diciembre del mismo año; y hasta 9 cargos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2011 y el 31 de diciembre del mismo año; los restantes cargos serán nombrados a partir del 1 de enero de 2012.


La Corte Suprema, previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, determinará, de entre los jueces señalados en este numeral, las cantidades que correspondan a jueces de garantía y a jueces de tribunal oral en lo penal en cada período.".".

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 12 de mayo de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta) y señores Alberto Espina Otero y Patricio Walker Prieto.


Valparaíso, 16 de mayo de 2011.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DECLARA FERIADO, PARA LA COMUNA DE PUERTO NATALES, EL 31 DE MAYO DE 2011

(7666-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en moción del Honorable Senador señor Bianchi.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Declarar feriado el día 31 de mayo de 2011, por única vez, en la comuna de Puerto Natales.

- - -


De conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala que la iniciativa en informe sea discutida en general y en particular a la vez, por estar contenida en un texto de artículo único.

- - -

II. ANTECEDENTES

2.1. De Derecho


No hay.

2.2. De Hecho


El proyecto de ley en informe, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag tiene por propósito rendir homenaje a la ciudad de Puerto Natales, que cumple cien años desde su fundación oficial en 1911.


El fundamento de esta moción es celebrar este acontecimiento y reconocer a esa localidad, capital de la comuna de Natales y de la provincia de Ultima Esperanza, que se caracteriza por el esfuerzo constante de sus habitantes, que han hecho un aporte sustancioso al desarrollo de la región y al reconocimiento mundial de Chile como destino turístico.


Agregan los autores de la moción que el 31 de mayo Puerto Natales cumple cien años de existencia. Para esta oportunidad se han programado actividades conmemorativas, algunas de carácter oficial y otras que obedecen al libre espíritu de pertenencia de las gentes de estas tierras.


La idea del feriado, por tanto, constituye una oportunidad para que los habitantes de esta ciudad celebren un día de comunidad, fortaleciendo la identificación de los natalinos con su pueblo. Además, es una forma de realzar el reconocimiento de Chile a un pueblo y su gente, que hacen patria en nuestro extremo austral y un merecido homenaje a los primeros pioneros patagónicos que colonizaron estos territorios.


Hace presente la moción que el día feriado que propone no afectaría la actividad económica de la ciudad, pues esta época del año es de “temporada baja” en lo que se refiere al turismo; antes bien, estima que incentivaría las visitas desde el lado argentino atraídas por el programa de celebraciones que se ha dispuesto para esta ocasión.


Concluye la moción reiterando que este feriado que se propone es una manera de expresar un merecido reconocimiento a lo que ha sido la historia de esta ciudad austral.

III. ESTRUCTURA Y DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El proyecto está estructurado en un artículo único que declara feriado, con ámbito de aplicación restringido, para la comuna de Puerto Natales, el día 31 de mayo de 2011.

- - -

IV. DEBATE EN GENERAL Y EN PARTICULAR


La iniciativa fue examinada por esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, cuyos miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag  coincidieron con los planteamientos de la moción, dándole su aprobación por unanimidad y en los mismos términos propuestos por su autor.

Previnieron, además, que esta moción es constitucionalmente idónea para los fines que persigue, citando como precedente la ley N° 19.332, que declaró feriado, con ámbito de aplicación restringido para la comuna de La Serena, el día 26 de agosto de 1994, y que fue iniciada en la Cámara de Diputados mediante moción del entonces Diputado señor Eugenio Munizaga.

- - -


En consecuencia, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación, en general y en particular, del siguiente:


PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Fíjase como feriado, con ámbito de aplicación restringido para la comuna de Puerto Natales, el día 31 de Mayo de 2011”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día de hoy, 18 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 18 de mayo de 2011.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES WALKER, DON PATRICIO, Y QUINTANA, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY RESPECTO DEL SISTEMA DE CRÉDITO UNIVERSITARIO CON AVAL DEL ESTADO

(7669-04)

1. La ley 20.027 del año 2005 significó un avance innegable en mejorar las posibilidades de acceso a financiamiento para la educación superior. Hasta el año 2010 se había pasado la barrera de los 269.000 créditos asignados por parte de las instituciones financieras.

2. La ley creó en su artículo 1° la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, cuyo objetivo es definir y evaluar políticas para el desarrollo e implementación de instrumentos de financiamiento para estudios de educación superior; celebrar los convenios con entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, necesarios para su puesta en marcha, y administrar el sistema de créditos de educación superior con garantía estatal.

3. El Estado, por intermedio del Fisco, garantiza los créditos destinados a financiar estudios de educación superior, siempre que éstos hayan sido concedidos en conformidad con las normas de la ley y su reglamento. Dicha garantía es hasta el noventa por ciento del capital más intereses de los créditos que otorguen las instituciones financieras a estudiantes que cumplan los requisitos establecidos en esta ley y que se encuentren matriculados en instituciones de educación superior que cumplan con lo dispuesto en el artículo 75 de esta ley.

4. Pasados los años, a pesar de los avances en cobertura que esta ley ha significado, diversos actores del mundo universitario dan cuenta de los problemas de nuestro sistema de financiamiento. Así, por ejemplo, el rector de la USACH, Juan Manuel Zolezzi, ha afirmado que “el crédito con aval del Estado puede hipotecar el futuro de las familias que están por formarse. Un egresado puede tener que pagar el 25% a 30% de su sueldo por un periodo de 15 a 20 años”. En la misma línea, los estudiantes universitarios han anunciado movilizaciones por este y otros temas que afectan la Educación Superior.

5. En ese contexto, queremos proponer una serie de medidas correctivas del sistema de crédito universitario con aval del Estado que pretenden alivianar la carga financiera que significará para miles de jóvenes profesionales.

Transcurridos más de cinco años de aplicación de la ley, estamos en posición de evaluar su funcionamiento y de abrir un debate sobre la materia.

En esa línea proponemos discutir los siguientes temas:

i. Limitar la tasa de interés de los créditos que se entreguen por esta vía, atendida su
especial calidad, desde luego avalados por el Estado, y en un tema tan sensible para las familias chilenas de escasos recursos y de clase media. La propuesta pretende homologarlos a la tasa de interés del Fondo Solidario de Crédito Universitario, esto es, UTM + 2% anual.

ii. Impedir que las deudas generadas por este concepto puedan informarse al Boletín de Informaciones Comerciales en caso de no pago, por las mismas consideraciones señaladas y el círculo vicioso que genera esa información: el egresado no puede acceder a trabajo por sus antecedentes comerciales, no puede trabajar, no puede pagar.

iii. Ampliar el plazo para hacer exigibles los créditos de los 18 meses actuales a 24, para efectos de facilitar la inserción laboral de los egresados y homologando la regla a la del Fondo Solidario de Crédito Universitario.

iv. Establecer un tope máximo de los ingresos del egresado que podrán destinarse anualmente al pago de estas deudas, equivalente al 5% del total de los ingresos que haya obtenido en el año precedente al del pago, en la misma línea que el Fondo Solidario de Crédito Universitario.

v. La obligatoriedad de suspenderse la obligación de pago temporalmente, en caso de incapacidad de pago, producto de cesantía sobreviniente del deudor, debidamente calificada por la Comisión. Hoy es facultativa.

Las dos primeras medidas se encuentran dentro del ámbito de la iniciativa parlamentaria. Para las restantes es necesario que el Ejecutivo las patrocine, lo que esperamos suceda en el contexto de la presente moción.

En mérito de lo anteriormente expuesto, sometemos a la consideración de este Honorable Senado, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1º.- Incorpórese en la ley Nº 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior, un artículo 13 bis nuevo del siguiente tenor:

“Artículo 13 bis- Los créditos a que se refiere la presente ley deberán ser otorgados en unidades tributarias mensuales y su tasa de interés anual no podrá exceder del 2%.”

Artículo 2º.- Incorpórese en el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 19.628 sobre protección de datos de carácter personal, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, el siguiente párrafo:

“Tampoco podrán comunicarse las deudas referidas a créditos universitarios con aval del Estado a que se refiere la ley Nº 20.027”.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS RINCÓN Y ALVEAR Y SEÑORES COLOMA, GARCÍA Y QUINTANA, SOBRE DECLARACIÓN DEL 17 DE MAYO COMO “DÍA NACIONAL DEL RECICLAJE”

(S 1362-12)

1. Que la UNESCO (Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura) declaró el 17 de Mayo como el Día Internacional del Reciclaje, con el fin de promover en el mundo una mayor responsabilidad de parte de los países y las personas respecto de los desechos inorgánicos que se producen y su posterior reciclaje, buscando incentivar el almacenamiento, procesamiento y reutilización de estos desechos.

2. Que existen actualmente en Chile y el Mundo, una gran cantidad de organizaciones ciudadanas promotoras de las tareas de reciclajes que realizan distintas actividades para concientizar a las personas acerca del valor de la reutilización de los desechos sólidos que producen y así contribuir a bajar los niveles de contaminación en el mundo.

3. Que en nuestro país este tema no ha sido abordado con la profundidad que se merece, por lo que aún siguen siendo muy pocas las personas que tienen un conocimiento acabado acerca de la importancia del reciclaje y la reutilización de los desechos que generamos. Es por esto que creemos que la instauración del Día Nacional de Reciclaje, puede contribuir a generar mayor conciencia respecto al cuidado del medio ambiente; educar en relación a los residuos que se pueden reutilizar; informar del impacto que pueden causar ciertos elementos tóxicos si son enviados a vertederos públicos y adquirir mayor responsabilidad con respecto a la vida final de los productos que se adquieren como las pilas, computadores, botellas (plástico y vidrio) cajas de cartón e innumerables otros elementos, que terminan en la basura pudiendo ser reutilizados.

4. Que las diversas efemérides que en Chile se recuerdan año a año, como el Día del Libro, el Día del Medio Ambiente, el Día de la Juventud, el Día de la Solidaridad, entre otros, permiten colocar en la agenda nacional la discusión respecto de las políticas públicas que se deben generar para incentivar dichos aspectos, buscando promover iniciativas en cada una de las Escuelas, Universidades y Centros de Formación Técnica de nuestro país.

5. Que para nuestro país, el tema de la basura será de gran relevancia en los años venideros, más aún teniendo en consideración los niveles de crecimiento económico que busca generar nuestro país en el futuro. Hoy, sólo reciclamos cerca del 12% de los más de 6 millones de toneladas de basura que producimos anualmente. Es por esto que, adelantándonos a los temas que nuestro país deberá afrontar con fuerza en los próximos años, creemos que es necesario concientizar a nuestros compatriotas respecto de la importancia del reciclaje, aprovechando esta iniciativa apoyada por UNESCO para incluir en los curriculum educacionales de los colegios públicos y privados la conmemoración del día del reciclaje, solicitándole por tanto al Presidente de la República que decrete en virtud de sus facultades legales pertinentes el 17 de Mayo de cada año como día del reciclaje en nuestro país.

Por tanto, los Senadores abajo firmantes, vienen en proponer el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

El Senado de la República acuerda lo siguiente:

“Solicitar a S. E. el Presidente de la República, que en virtud de sus facultades legales decrete el día de 17 de Mayo como el Día Nacional del Reciclaje”.

(Fdo.): Ximena Rincón González, Senadora.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA ENCARGADA DE PROPONER LA FORMA Y MODO DE RESOLVER LAS DIVERGENCIAS SUSCITADAS ENTRE AMBAS CÁMARAS DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL PARA ADECUAR LOS PLAZOS VINCULADOS A LAS ELECCIONES PRESIDENCIALES.

(6946-07)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional individualizada en el epígrafe.



El origen de esta Comisión Mixta se encuentra en el rechazo por parte la Cámara de Diputados de la totalidad de las enmiendas que, en el segundo trámite constitucional, había aprobado el Senado. 



La Cámara de Diputados, por Oficio de fecha 3 de mayo de 2011, comunicó la designación como integrantes de esta Comisión a los Honorables Diputados señores Alberto Cardemil Herrera, Edmundo Eluchans Urenda, Felipe Harboe Bascuñán, Ricardo Rincón González y Marisol Turres Figueroa.



El Senado, en sesión celebrada el 4 de mayo del año en curso, nombró como integrantes de ella, a los Honorables Senadores miembros de su Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 10 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Rincón.


En esa oportunidad eligió, por la unanimidad de los mencionados parlamentarios, como Presidenta de esta Comisión a la Honorable Senadora señora Alvear y, de inmediato, se abocó al cumplimiento de su cometido.


A la sesión que la Comisión dedicó al estudio de esta materia concurrieron el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, el Jefe de la División Jurídico-Legislativa de esa Secretaría de Estado, señor Sebastián Soto, y el asesor de ese mismo Ministerio, señor Juan Pablo Rodríguez.


Asistieron, además, el señor Daniel Siebert, asesor del Honorable Senador señor Espina; el señor Daniel Montalva, asesor del Honorable Senador señor Chadwick y el señor Roberto Munita, asesor del Honorable Diputado señor Cardemil.

-.-.-

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Hacemos presente que, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Carta Fundamental, los números 1), 2), 4) y 6) del artículo único del proyecto que propone esta Comisión Mixta, deben aprobarse por las tres quintas partes de los señores Senadores y Diputados en ejercicio, por incidir en los capítulos IV y V de la Constitución Política de la República.

DISCREPANCIAS SOMETIDAS A CONOCIMIENTO DE LA

COMISION MIXTA



Como se ha señalado, las divergencias suscitadas entre ambas Corporaciones derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de las modificaciones introducidas por el Senado en el segundo trámite, y que incide en los números 1), 2) 4) y 6) del artículo primero y en el artículo segundo, del texto aprobado por la Cámara de Diputados.



A continuación, se consignan las disposiciones que originaron las mencionadas discrepancias, siguiendo la numeración del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, en primer trámite. Se deja constancia, además, del correspondiente debate y de los acuerdos adoptados por la Comisión Mixta.

Artículo 1º de la Cámara de Diputados

Artículo único del Senado

Numeral 1


En este numeral, la Cámara de Diputados  reemplazó en el inciso tercero del artículo 25 de la Carta Fundamental la frase “los últimos noventa días” por los términos “los últimos ciento veinte días”.


La disposición vigente preceptúa que el Presidente de la República no podrá salir del territorio nacional por más de treinta días ni en los últimos noventa días de su período, sin acuerdo del Senado.


Como se indicó, la enmienda introducida en el primer trámite por la Cámara de Diputados amplió el último plazo a ciento veinte días.


El Senado, en el segundo trámite constitucional, reemplazó, en el referido inciso tercero del artículo 25, la frase “los últimos noventa días” por los términos “a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo”.


En tercer trámite, la Cámara de Diputados rechazó la modificación aprobada por el Senado.


Al iniciarse el debate sobre esta discrepancia, el Honorable Diputado señor Eluchans  informó que el rechazo a la enmienda propuesta por el Senado se debió, simplemente, a que la redacción propuesta en segundo trámite no fue cabalmente comprendida porque no hubo oportunidad de precisar su sentido. Al ser conocida, agregó, algunos señores Diputados opinaron que la autorización del Senado para salir del país podría ser requerida indefinidamente por quien haya ejercido el cargo de Presidente de la República. Sin embargo, aclaró, en un análisis posterior, después de su rechazo en Sala, se comprendió el alcance de ese texto, y se compartió su propósito.


Resaltó que la enmienda propuesta en segundo trámite fue aprobada por la unanimidad del Senado y en la Cámara de Diputados alcanzó setenta votos favorables.


Por lo anterior, propuso resolver esta divergencia acogiendo la redacción acordada por el Senado.


El Honorable Diputado señor Cardemil sostuvo que la redacción aprobada por el Senado presenta la desventaja de que la frase “a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo” da lugar a interpretaciones diversas: según una parte, el plazo debería contarse desde la primera votación, y, por otro lado, podría sostenerse que el plazo se debe contar desde que se efectúe la segunda vuelta o balotaje. 


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, coincidió en que, en efecto, el problema se suscita porque hay dos fechas posibles, pero que esa dificultad podría superarse utilizando la frase “desde que sea elegido”.


El Honorable Senador señor Espina sugirió fijar el período en que el Primer Mandatario debe solicitar autorización al Senado, a un tiempo determinado, tal como actualmente lo prescribe la Ley Fundamental.


Por su parte, el señor Sebastián Soto hizo presente que, como mediante este proyecto de reforma constitucional se está adelantando la fecha de las elecciones presidenciales desde noventa hasta los ciento veinte días anteriores al término del período presidencial, ya no tiene sentido mantener en el inciso tercero del artículo 25 el plazo de noventa días.


Añadió que el nuevo hito que se pretende utilizar para fijar el término dentro del cual el Jefe de Estado necesita autorización para salir del territorio nacional es la realización de la primera vuelta electoral. Sin embargo, advirtió, que ella no se realizará siempre en una fecha determinada sino que se hará en un día -tercer domingo de
noviembre-, en consecuencia, dicha fecha puede variar cada cuatro años.


Teniendo presente lo debatido, el Ministro señor Larroulet propuso, como forma y modo de resolver esta controversia, modificar el inciso tercero del artículo 25 señalando en él que “el Presidente de la República no podrá salir del territorio nacional por más de treinta días ni a contar de la primera o única votación en que deba ser elegido quien lo vaya a suceder en el cargo”.


El Honorable Senador señor Espina connotó que, como se ha indicado, el texto aprobado por el Senado para este numeral podía estimarse que da lugar a interpretaciones diversas y que, según una de ellas, el Jefe de Estado en ejercicio podría requerir indefinidamente el acuerdo del Senado para salir del país. Para superar esta hipótesis inconveniente, propuso agregar a la enmienda propuesta para el inciso tercero del artículo 25 la expresión “hasta el término de su mandato”.


El Honorable Senador señor Chadwick manifestó que, a su juicio, la autorización del Senado exigida para salir del país no se requiere en relación con el proceso electoral presidencial sino que está relacionada con la proximidad del cese de funciones del Jefe de Estado en ejercicio. Manifestó que ambas cuestiones, siendo distintas, no deben necesariamente estar ligadas.


Desde este punto de vista, planteó mantener la norma vigente que dispone que dicha autorización deberá otorgarse en los noventa días finales del período presidencial. De esta forma, concluyó, se supera, al mismo tiempo, la divergencia suscitada entre las Cámaras sobre este punto.


El Honorable Diputado señor Cardemil, en cambio, apoyó la proposición del Ejecutivo porque, entre otras razones, no le parece razonable que el Primer Mandatario pudiera, por su propia voluntad, ausentarse del país durante el proceso electoral presidencial.


El Honorable Diputado señor Rincón concordó con el Honorable Senador señor Chadwick en que el sentido de la restricción para salir del país surge de la duración del mandato presidencial y no está necesariamente vinculada con las elecciones, por lo cual podría mantenerse el texto vigente de la Carta Fundamental.


A estas alturas del debate, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, planteó que una fórmula para superar la divergencia en análisis consiste en vincular el tantas veces aludido inciso tercero con el día a que se refiere el inciso primero del artículo 26 de la Carta Fundamental. De esta forma, argumentó, no queda duda de que el Jefe de Estado en ejercicio no podrá ausentarse del país -sin autorización del Senado- desde el día en que se debe realizar la elección del Presidente de la República, esto es el tercer domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deba cesar en el cargo.


Puesta en votación esta proposición, ella fue aprobada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín, don Hernán, y Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Rincón.
Número 2


El número 2 aprobado por la Cámara de Diputados se compone de tres literales.


La letra i) modifica el inciso primero del artículo 26 de la Carta Fundamental.


Este precepto dispone que la elección de Presidente de la República se efectuará noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.


La modificación propuesta en la letra i) aprobada por la Cámara de Diputados en primer trámite plantea que la señalada elección se efectúe “el segundo domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones".


En segundo trámite, el Senado sustituyó la expresión “segundo” por “tercer”.


En tercer trámite, la Cámara de Diputados rechazó la enmienda propuesta por la Cámara Alta.

Letra ii)


La letra ii) modifica el inciso tercero del artículo 26 de la Carta Fundamental.


Este inciso tercero -que regula la denominada “segunda vuelta presidencial”- fue modificado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional para disponer que esa segunda votación se efectúe “el quinto domingo después de efectuada la primera".


En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó la expresión “quinto” por “cuarto”.


La Cámara de Diputados rechazó esta enmienda en tercer trámite constitucional.

Letra iii)


Esta letra del número 2 incide en el inciso cuarto del artículo 26 de la Constitución Política, que dispone que en caso de muerte de uno o de ambos candidatos que participan en la segunda vuelta o balotaje, se convocará a una nueva elección dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha del deceso. Agrega que “la elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria”.


La letra iii) aprobada por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional reemplaza en el inciso cuarto la expresión  "treinta días" por los términos "diez días" y sustituye la oración "La elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria.", por las siguientes: "La elección se celebrará ciento veinte días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".


El Senado, en segundo trámite constitucional, reemplazó la expresión “ciento veinte” por “noventa”.


En tercer trámite, la Cámara Baja rechazó la enmienda aprobada por el Senado.


Luego de un breve intercambio de opiniones, las modificaciones propuestas por el Senado fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Rincón, sin enmiendas.

Numeral 4


Este número modifica el inciso segundo del artículo 28 de la Carta Fundamental, que establece que si el Presidente electo fuere afectado por un impedimento absoluto o indefinido, el Vicepresidente expedirá las órdenes convenientes para que se proceda, dentro del plazo de sesenta días, a nueva elección en la forma prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones. Agrega que dicha elección deberá efectuarse en un día domingo.


El número 4 aprobado por la Cámara de Diputados reemplaza en el inciso segundo del artículo 28, las oraciones "expedirá las órdenes convenientes para que se proceda, dentro del plazo de sesenta días, a nueva elección en la forma prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones. La elección deberá efectuarse en un día domingo.", por las siguientes: "convocará a una nueva elección presidencial que se celebrará ciento veinte días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".


El Senado, en segundo trámite constitucional, sustituyó la expresión “ciento veinte” por “noventa”.


En tercer trámite, la Cámara Baja rechazó la enmienda aprobada por el Senado.


A continuación, la señora Presidenta de la Comisión Mixta puso en votación la modificación acordada por el Senado, en segundo trámite constitucional, para el numeral 4.


Esta modificación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Rincón, sin enmiendas.

Numeral 6.


Este apartado modifica el número 6) del artículo 53 de la Carta Fundamental, que consagra como atribución exclusiva del Senado la de otorgar su acuerdo para que el Jefe de Estado pueda ausentarse del país por más de treinta días o en los últimos noventa días de su período.


El número 6 aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional reemplaza en el señalado numeral 6) del artículo 53, la expresión "noventa días", por "ciento veinte días".


En el segundo trámite constitucional, el Senado sustituyó este número 6, por el siguiente:


“6. Reemplázanse en el número 6) del artículo 53 las expresiones "en los últimos noventa días de su período" por los términos "a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo".”.



En concordancia con el acuerdo alcanzado respecto del número 1 del proyecto en informe, la Presidenta de la Comisión Mixta propuso aprobar la siguiente redacción para este numeral:





“6. Reemplázase en el número 6) del artículo 53, la frase “en los últimos noventa días de su período” por la siguiente “a contar del día señalado en el inciso primero del artículo 26.”. 



Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Rincón.
Artículo segundo


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó agregar la siguiente disposición transitoria a la Carta Fundamental:


"Vigésima sexta.- El Presidente de la República y los diputados que asuman el día 11 de marzo de 2014, finalizarán su período el 1 de marzo de 2018.


Los senadores que asuman en el cargo el día 11 de marzo de 2014, finalizarán su período el 1 de marzo de 2022. Los senadores que asuman en el cargo el día 11 de marzo de 2018 finalizarán su período el 1 de marzo de 2026.


Los períodos señalados en los incisos anteriores se entenderán completos para todos los efectos constitucionales y legales.".


El Senado, en segundo trámite, eliminó este artículo.


En tercer trámite, la Cámara de Diputados rechazó la supresión propuesta por el Senado.


La Comisión Mixta, por la misma unanimidad anterior, acogió la supresión aprobada por el Senado.
- - - - - - -

PROPOSICION DE LA COMISION MIXTA



En virtud de los acuerdos anteriormente adoptados, y como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras en relación al proyecto de reforma constitucional en análisis, la Comisión Mixta tiene el honor de sugerir la aprobación de la siguiente proposición:

Artículo 1º

de la Cámara de Diputados

Artículo único 

del Senado

Consignarlo en los términos del Senado (Unanimidad 7 x 0)
Numeral 1

de la Cámara de Diputados y del Senado





Aprobar para este literal el siguiente texto:


“1. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 25, la frase “en los últimos noventa días” por la siguiente “a contar del día señalado en el inciso primero del artículo siguiente”. (Unanimidad. 7 x 0).
Numeral 2

Letras i), ii) e iii) 

de la Cámara de Diputados y del Senado





Aprobarlo con las enmiendas acordadas por el Senado. (Unanimidad. 7 x 0).
Numeral 4

de la Cámara de Diputados y del Senado





Aprobarlo con la enmienda acordada por el Senado. (Unanimidad. 7 x 0).
Numeral 6

de la Cámara de Diputados y del Senado





Sustituirlo por el siguiente:





“6. Reemplázase en el número 6) del artículo 53, la frase “en los últimos noventa días de su período” por la siguiente “a contar del día señalado en el inciso primero del artículo 26”. (Unanimidad. 7 x 0).
Artículo 2°

De la Cámara de Diputados

(Rechazado por el Senado)





Suprimirlo. (Unanimidad. 7 x 0).

- - -





En caso de aprobarse la proposición formulada por la Comisión Mixta, el texto del proyecto en estudio quedaría como sigue:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República de Chile:


1. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 25, la frase “en los últimos noventa días de su período” por la siguiente: “a contar del día señalado en el inciso primero del artículo siguiente”.


2. Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:


i) Reemplázanse en el inciso primero las oraciones "noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.", por los términos: "el tercer domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.".


ii) Sustitúyense en el inciso segundo las oraciones "el trigésimo día después de efectuada la primera, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente al referido trigésimo día.", por las expresiones "el cuarto domingo después de efectuada la primera.". 


iii) Reemplázase en el inciso cuarto la expresión  "treinta días" por los términos "diez días" y sustitúyese la oración "La elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria.", por las siguientes: "La elección se celebrará noventa días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".


3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 27 por el siguiente:


"Artículo 27.- El proceso de calificación de la elección presidencial deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes, tratándose de la primera votación o dentro de los treinta días siguientes, tratándose de la segunda votación.".


4. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 28, las oraciones "expedirá las órdenes convenientes para que se proceda, dentro del plazo de sesenta días, a nueva elección en la forma prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones. La elección deberá efectuarse en un día domingo.", por las siguientes: "convocará a una nueva elección presidencial que se celebrará noventa días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".



5. Sustitúyense en el inciso cuarto del artículo 29 las expresiones "el sexagésimo día" por los términos "ciento veinte días".



6. Reemplázase en el número 6) del artículo 53 la frase “en los últimos noventa días de su período” por la siguiente: “a contar del día indicado en el inciso primero del artículo 26”.





7. Sustitúyense en el inciso primero del artículo 129 la frase "la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta días ni después de sesenta, contado desde la publicación de dicho decreto.", por la que sigue: "la votación plebiscitaria, la que se celebrará ciento veinte días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".

- - - - - - -





Acordado en sesión celebrada el día 10 de mayo de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidente), y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero y Hernán Larraín Fernández, y Honorables Diputados señores Alberto Cardemil Herrera, Edmundo Eluchans Urenda y Ricardo Rincón González.





Sala de la Comisión, a 11 de mayo de 2011.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario
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